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Entre la ideología y el distrito: factores 
que explican la ratificación de los 
acuerdos comerciales, durante los 

Gobiernos de la Concertación* 

Between the ideology and the district: 
factors explaining support to Free Trade 

Agreements in Chile, 1990-2010

Alfonso Nicolás Leiva Bustamante**

RESUMEN

La visión convencional ha mostrado que, en general, existe un 
alto grado de consenso e incluso en ocasiones de unanimidad, 
en cuanto a la decisión de ratificar acuerdos comerciales, por 
parte del Congreso Nacional. No obstante, existen casos en los 
que dicho consenso pareciera desaparecer, en favor de un mayor 
grado de oposición o abstención. El motivo de dichas posturas ha 
recibido poca cobertura. El presente artículo busca responder a 
la pregunta: ¿Qué factores inciden en la decisión de los diputados 
de rechazar o abstenerse respecto de la ratificación de acuerdos 
comerciales? Se examinan los casos de Acuerdo de Comple-
mentación Económica (ACE) N°35; Tratado de Libre Comercio 
Chile-Canadá; Tratado de Libre Comercio Chile-Estados Unidos 
y Acuerdo Estratégico de Asociación Económica entre Chile, 
Nueva Zelanda, Singapur y Brunei, también conocido como P4.
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Palabras Clave: Congreso Nacional –  Cámara de Diputados – 
Ideología – Partidos Políticos – grupos de interés distritales. 

ABSTRACT

The conventional view has shown that, in general, there is a high 
degree of consensus, and sometimes even unanimity, regarding 
the decision of the National Congress to ratify trade agreements. 
However, there are cases in which such consensus seems to disa-
ppear in favor of a higher degree of opposition or abstention. The 
reason for this has received little coverage. Faced with this challenge, 
this thesis seeks to answer the question: What factors influence the 
decision of Chilean members Deputies to reject or abstain from 
ratifying trade agreements? I examine the cases of the Economic 
Complementation Agreement (ECA) N°35; the Chile-Canada Free 
Trade Agreement; the Chile-United States Free Trade Agreement 
and the Strategic Economic Partnership Agreement between Chile, 
New Zealand, Singapore, and Brunei, also known as P4.

Keywords: National Congress –  Chamber of Deputies –  Ideology 

– Political Parties – district interest groups. 
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Alfonso Nicolás Leiva Bustamante
“Entre la ideología y el distrito”: factores que influyen en el proceso de ratificación de los 
Acuerdos Comerciales en la Cámara de Diputados del Congreso Nacional de Chile, durante 
los Gobiernos de la Concertación

I.- Introducción

El presente artículo tiene por obje-
to estudiar el comportamiento legisla-
tivo en el Congreso Nacional de Chi-
le -específicamente en la Cámara de 
Diputados- en materia de ratificación 
de acuerdos comerciales, analizando 
específicamente los factores que expli-
carían la decisión de los legisladores 
de rechazar, o bien, abstenerse a di-
cha medida. Los acuerdos estudiados 
son: Acuerdo de Complementación 
Económica (ACE) N°35; Tratado de 
Libre Comercio (TLC) Chile - Cana-
dá; Tratado de Libre Comercio (TLC) 
Chile - Estados Unidos y Acuerdo Es-
tratégico Transpacífico de Asociación 
Económica entre Chile, Nueva Zelan-
da, Singapur y Brunei, también cono-
cido como P4.

Concretamente, se busca responder 
la siguiente pregunta: ¿Qué factores 
inciden en la decisión de los diputa-
dos chilenos de rechazar o abstenerse 
respecto de la ratificación de acuerdos 
comerciales?

Los resultados obtenidos mues-
tran una clara predominancia de las 
características socioeconómicas de los 
distritos al momento de influir en el 
voto de abstención -o rechazo- de los 
legisladores. Más concretamente, a ma-
yor presencia de trabajadores pertene-
cientes a sectores afectados (agrícola 
o ganadero), mayor es la probabili-
dad de que la postura sea abstenerse 

o rechazar la ratificación del acuerdo 
comercial.

Por otra parte, desde el punto de vis-
ta de la posición de los partidos al que 
pertenecen los legisladores, los resulta-
dos no muestran una influencia signi-
ficativa en la probabilidad de rechazar 
-o abstenerse- de ratificar los acuerdos 
comerciales dependiendo de la ideolo-
gía o la posición gobierno-oposición. 
El único caso en que dicha variable 
fue significativa es el correspondiente 
a Canadá, en el que la totalidad de los 
votos en contra correspondieron a la 
oposición, es decir, a los legisladores 
pertenecientes a los partidos de la coa-
lición de derecha (posiblemente por 
un voto de coalición).

Factores que influyen en el proceso 
de ratificación de los acuerdos 
comerciales.

En lo referente a las teorías de com-
portamiento legislativo en el proceso 
de ratificación de acuerdos comercia-
les, se tiene que la literatura es bas-
ta, pudiéndose identificar una gran 
variedad de factores que incidirían 
en la decisión de ratificar un tratado, 
por parte de los congresistas. Dentro 
de dichos factores se pueden apreciar 
diversas líneas: ideología y partidis-
mo (relación del partido del congre-
sista con el presidente); características 
institucionales del país en cuestión; 
como también, factores vinculados 
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a lo macroeconómico o socioeconó-
mico del distrito (Boix, 2000; Magee, 
2010; Lowi, 1964; Kaempfer & Marks, 
1993; Henisz & Mansfield, 2006; Kaha-
ne, 1996; Nielson, 2003).

En cuanto a los factores vinculados 
a lo político, es decir a la ideología de 
los legisladores y de la relación del 
presidente con el partido de los con-
gresistas (si pertenecen al bando del 
gobierno o de la oposición), se tiene 
que existe una pequeña discusión en 
el ámbito académico, sobre todo en lo 
referente al concepto mismo de ideo-
logía, teniendo en cuenta la realidad 
global actual (Boix, 2000; Milner & 
Judkins, 2004). La literatura se basa, 
principalmente, en la discusión de la 
posición en el espectro ideológico iz-
quierda y derecha de los miembros de 
las legislaturas y en el cómo afecta la 
decisión frente a la apertura comercial 
(Milner & Judkins, 2004). Esto, tenien-
do en cuenta que cuando se piensa en 
derecha-izquierda, se hace en virtud de 
la defensa de diferentes valores e ideas, 
y por ende, en políticas determinadas 
(Wiesehomeier & Doyle, 2012).

Generalmente, se tiende a pensar 
que aquellas personas que se encuen-
tran en el lado izquierdo del espec-
tro tenderán a tener una postura más 
proteccionista, a diferencia de los que 
se encuentran en el lado derecho del 
espectro. Ahora, existen posturas que 
indican que la ideología de los parti-
dos, si bien no desaparece cómo factor, 

no vendría a ser tan relevante posterior 
al fenómeno de globalización (Boix, 
2000; Milner & Judkins, 2004). Boix 
(2000), en su estudio acerca de cómo 
los partidos influyen en las políticas 
monetarias y políticas fiscales entre los 
años sesenta y noventa (tanto interno 
como internacional), parte asumiendo 
que los partidos del ala izquierda del 
espectro tenderán a políticas vincu-
ladas a estrategias Keynesianas, man-
teniendo baja la tasa de desempleo 
(entre otras medidas). En cambio, los 
partidos y gobiernos de derecha opta-
rían por la ejecución balanceada de 
presupuestos y a luchar por el con-
trol de la inflación. Esto, obviamente, 
observándolo desde una visión más 
clásica de la posición de los partidos. 
Los resultados de dicha investigación 
arrojaron que sí existe una influencia 
de los partidos y sus creencias ideoló-
gicas, aunque dicho vinculo se limita 
también al contexto en el cual se está 
envuelto (Boix, 2000).

Por otro lado, y asumiendo el límite 
que tiene el factor partidista (en víncu-
lo con la ideología), para Milner y Jud-
kins (2004), los partidos y la ideología 
tendrían un protagonismo no menor, 
pues el desarrollo del fenómeno de la 
globalización no necesariamente po-
dría mermar la discusión ideológica 
en materia de acuerdos comerciales. 
Es más, sostienen que en algunos casos 
podría fortalecerlos. Aunque no se nie-
ga que, en algunos casos, pueda existir 
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un apoyo prácticamente transversal al 
libre mercado.

Para estos autores, la decisión de los 
legisladores frente a acuerdos comer-
ciales puede verse influenciada por la 
posición ideológica que tienen sus par-
tidos políticos. No sólo eso, sino que 
esta influencia del factor partidista se 
podría dar, inclusive, por un factor de 
clivaje de clase. De este modo, al pen-
sar en la izquierda, uno tiende a pensar 
en un apoyo a los trabajadores, y por 
ende en un apoyo a políticas protec-
cionistas. En consecuencia, aquellos 
partidos, o siendo más específicos, los 
congresistas que estén ubicados a la 
izquierda del espectro ideológico ten-
derán a votar a favor de medidas más 
proteccionistas. Diferente es el caso 
de aquellos que se ubican en el ala 
derecha de dicho espectro, quienes se 
mostrarán más favorables a políticas 
de apertura comercial (Milner & Ju-
dkins, 2004).

En el mismo sentido, según un es-
tudio de Richard Conley (1999) acerca 
de los factores que podrían influenciar 
en política comercial en el Congreso 
de los Estados Unidos (relacionado a 
la autoridad del “Fast-Track”), si bien 
estimó que un factor determinante 
en la decisión de los congresistas es 
la presión electoral, lo cierto es que la 
ideología también juega un papel sig-
nificativo en el apoyo del “Fast-Track” 
para la negociación de acuerdos co-
merciales (Conley, 1999).

Relacionado a lo ya mencionado, 
la ideología del partido y de su legis-
lador no es lo único que determina la 
postura referente a la ratificación de 
acuerdos comerciales, también influi-
rá la relación que tenga el congresista 
con el presidente. De esta manera, los 
legisladores que pertenezcan al mismo 
partido que el mandatario, serán más 
propensos a apoyar políticas guberna-
mentales, incluyendo la aprobación de 
los acuerdos comerciales negociados 
por el gobierno. En el caso del Nafta 
(en Estados Unidos), aquellos miem-
bros de la Cámara de Representantes 
y que además pertenecían al Partido 
Demócrata -en comparación con sus 
pares republicanos- presentaban ma-
yores posibilidades de votar en contra 
de un tratado comercial. Sobre todo, si 
en aquel distrito se presentaban altos 
niveles de desempleo, o bien, trabaja-
dores con expectativas de perder el em-
pleo debido al tratado del Nafta. Pero 
como ya se mencionó, esta oposición a 
la apertura económica disminuye si el 
presidente es Demócrata (Magee, 2010).

En segundo lugar, están las carac-
terísticas sociales y macroeconómicas 
del distrito al cual pertenece el legis-
lador. De hecho, uno de los principa-
les motivos de oposición a un Acuer-
do de Libre Comercio tiene que ver 
con este punto, siendo más concretos, 
con el desempleo (Gould et al., 1993). 
Si existen altos niveles de desempleo, 
entonces, las posibilidades de optar 

Alfonso Nicolás Leiva Bustamante
“Entre la ideología y el distrito”: factores que influyen en el proceso de ratificación de los 
Acuerdos Comerciales en la Cámara de Diputados del Congreso Nacional de Chile, durante 
los Gobiernos de la Concertación
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por una política proteccionista serán 
también altas.

En esta línea argumentativa, se tie-
ne que los legisladores son sensibles a 
las presiones que puedan surgir des-
de su distrito, principalmente desde 
grupos que puedan ser afectados por 
dicho acuerdo y que temen no poder 
adaptarse a los cambios que el acuer-
do conlleva. En este sentido, en un 
distrito cuyo nivel de desempleo sea 
elevado, su legislador tenderá a tener 
una postura más cercana al proteccio-
nismo económico (Henisz & Mans-
field, 2006).

Ahora, hay que aclarar que no es 
sólo el desempleo, sino la posibilidad 
del aumento de este. De este modo, 
influye también la expectativa de des-
empleo que puede generar en el distri-
to la implementación de un acuerdo 
comercial, teniendo en cuenta la acti-
vidad productiva de este sector geográ-
fico. En aquellos distritos en los que 
existan productores (o industrias) que 
se puedan ver afectados por el nuevo 
acuerdo, existirá mayor disposición 
de sus congresistas a oponerse a la ra-
tificación (Kahane, 1996; Magee, 2010).

Lo anterior se explicaría, en tanto 
que en aquellos distritos económica-
mente más afectados (posiblemente) 
con la puesta en marcha de un acuer-
do, sus trabajadores, gremios y grupos 
de interés, optarían por organizarse 
y presionar aún más a su legislador. 

Esto teniendo en cuenta que muchos 
individuos podrían percibir que sus 
trabajos están en peligro, debido a la 
llegada de productos importados, gra-
cias al acuerdo. Ese miedo es lo que 
moviliza a estos grupos, llevando al 
parlamentario a optar por un recha-
zo al TLC (Henisz & Mansfield, 2006; 
Lowi, 1964; Bailey et al., 1997).

Es así como, las actividades produc-
tivas del distrito también son relevan-
tes, aquellas industrias o sectores que 
se vean afectados por el tratado serán 
un factor para que el legislador busque 
proteger su distrito (Lowi, 1964).

Tal es el caso de Chile en el TLC 
con Estados Unidos, en el cual hubo 
un porcentaje de legisladores que vo-
taron en contra de la apertura econó-
mica, debido precisamente a las ca-
racterísticas productivas de su distrito 
(Baeza Freer & Lopez Varas, 2012). De 
tal modo, frente a la posibilidad de 
la aprobación de un tratado que per-
judicaba a sectores como la pequeña 
agricultura, los legisladores optaron 
por una postura inclinada hacia la de-
fensa de los intereses de su distrito 
(Leight, 2008).

Según Kaempfer y Marks (1993), los 
parlamentarios serían influenciados 
no sólo por el nivel de desempleo en 
sí, sino que también por el nivel de in-
gresos y las industrias presentes en el 
distrito al cual representa el congresis-
ta. De esta manera, existirá una mayor 
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probabilidad de apoyo a una política 
de liberalización comercial, si es que 
están presentes un nivel salarial alto y 
baja presencia de trabajadores -o pro-
ductores- afectados por el tratado. En 
el caso del Nafta, aquellos distritos que 
poseían menos trabajadores del sector 
textil tendieron a presentar un mayor 
apoyo al tratado (Kaempfer & Marks, 
1993; Magee, 2010).

Por último, dentro de los factores 
que pueden influir en el comporta-
miento de los legisladores en materia 
de acuerdos comerciales, están los de 
carácter institucional. Por ejemplo, el 
proteccionismo va a depender del po-
der que tenga el presidente en relación 
con la legislatura (Nielson, 2003; Bor-
ges, 2018). Presidentes con capacidades 
por sobre la legislatura, permitiría que 
sus políticas predominen. Pero, si al 
contrario existe una legislatura con 
amplios poderes, será más probable 
que los legisladores opten por un ac-
tuar más individual, pudiendo optar 
por un proteccionismo. En palabras 
de Borges (2018), este factor llevaría a 
que las legislaturas tengan una partici-
pación más proactiva, y a que propon-
gan sus propios lineamientos.

Es más, se tiene que en América La-
tina predomina un presidencialismo 
fuerte, frente a lo cual las legislaturas 
deben optar a adherirse a sus políticas, 
o bien, distanciarse de las mismas. En 
otras palabras, elegir si apoyan o no 
las políticas o proyectos del ejecutivo. 

Esto, se puede aplicar también en lo 
referente a política comercial y ratifica-
ción de los tratados. Para esta vertiente, 
la capacidad que tenga una legislatu-
ra (y sus miembros) de oponerse al 
ejecutivo depende de tres factores: las 
capacidades técnicas de la legislatura; 
las reglas bajo las cuales se eligen sus 
miembros; y finalmente, el poder del 
presidente (Borges, 2018).

Estudios sobre el Comportamiento 
legislativo según el caso de Chile.

Los congresistas en Chile no son 
meros espectadores del escenario po-
lítico, sino que más bien cumplen con 
un rol más activo. Esta cualidad proac-
tiva o reactiva del Congreso Nacional, 
queda plasmada -por ejemplo- en la 
oposición por parte de los congresis-
tas chilenos, al Acuerdo de Libre Co-
mercio con los Estados Unidos (Bor-
ges, 2018).

Dicha oposición que existe con el 
Acuerdo de Estados Unidos se vincula, 
no tanto al partidismo o ideología de 
los congresistas chilenos, sino que más 
bien a factores geográficos y socioeco-
nómicos del distrito. Aquellos sectores 
que poseían una mayor población ru-
ral, y más concretamente, vinculadas a 
las industrias agrícolas afectadas por el 
tratado, tendieron a marcar una postu-
ra más proteccionista, en comparación 
con sectores vinculados a otras indus-
trias (incluso algunos agrícolas benefi-
ciados), cuyos representantes optaron 
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por una postura más próxima a la libe-
ralización económica (Baeza Freer & 
Lopez Varas, 2012; Borges, 2018).

Ahora, lo interesante no es sólo la 
existencia de oposición, sino que dicha 
oposición vino en gran medida de re-
presentantes de la derecha del espectro 
chileno (UDI y RN), quienes defen-
dían las bandas de precio como medi-
das de protección a sectores vulnera-
bles. Por otro lado, algunos miembros 
del Congreso, pertenecientes a la coa-
lición de gobierno (centro izquierda e 
izquierda) optaban por la aprobación 
del acuerdo, y con ello, la desaparición 
de dichas bandas, pues las considera-
ban un mecanismo obsoleto, que no 
representaba un beneficio para el de-
sarrollo del país (Leight, 2008).

En esta misma línea, es que Pedro 
Feliú (2012), indica también que refe-
rente al Tratado de Libre Comercio 
entre los Estados Unidos y Chile, otro 
factor que incide en la decisión de los 
legisladores tiene que ver con los nive-
les de desempleo. A mayor desempleo 
en un sector geográfico (distrito o Cir-
cunscripción Senatorial), más proba-
ble es que dichos congresistas opten 
por rechazar la ratificación del Trata-
do. Esta idea, va de la mano de la ya 
conocida afirmación teórica de que el 
desempleo -o la posibilidad de generar 
desempleo- es el principal motor de la 
oposición al libre comercio (Henisz 
& Mansfield, 2006; Gould et al., 1993).

Se produce, por lo tanto, una mar-
cada oposición al acuerdo por parte 
de las regiones correspondientes a las 
zonas centro y sur del país. Mención 
se hace a la oposición de todos los le-
gisladores de la región de La Araucanía 
(Disi, 2020).

En lo que respecta a la influencia 
de los gremios en la aprobación de 
los acuerdos comerciales, el sector que 
más influiría en el comportamiento 
legislativo de la Cámara de Diputados 
vendría a ser el sector agrícola, por 
sobre el sector industrial y manufac-
turero. En parte, ello se puede deber 
a que las industrias (o sectores manu-
factureros) que se habían visto afecta-
dos por los acuerdos, no poseían las 
mismas capacidades de ejercer presión 
que en el caso de los grupos agrícolas 
(Cuevas, 2019).

En resumen, en el acuerdo de los Es-
tados Unidos, el factor partidista no ju-
garía un papel fundamental, sino que 
más bien vendrían a ser los intereses de 
los actores vinculados a la agricultura 
chilena (SNA, por ejemplo) (Borges, 
2018; Baeza Freer & Lopez Varas, 2012; 
Disi, 2020). Estos grupos, al verse ne-
gativamente afectados por el acuerdo, 
y temiendo además la perdida de tra-
bajo de los pequeños agricultores, son 
quienes optan por movilizarse y bus-
car apoyo en los congresistas (Baeza 
Freer & Lopez Varas, 2012).

Como bien se ha podido perci-
bir, en general, el principal acuerdo 
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estudiado es el caso del TLC con los Es-
tados Unidos, el cual muestra una clara 
influencia de la actividad del distrito 
en la decisión de votar a favor o no de 
la ratificación del acuerdo. La excep-
ción, como se pudo notar, es el caso de 
la investigación de Cuevas (2019) y que 
si bien su investigación no se vinculó 
directamente con el comportamiento 
legislativo (tuvo un enfoque especial 
en el caso del Mercosur), su análisis 
respecto de éste y de los acuerdos ana-
lizados (ACE N°35, TLC con Canadá, 
TLC con Estados Unidos, Alianza del 
Pacifico y el P4), arrojaron una signi-
ficancia de los gremios del sector agrí-
cola y ganadero.

Lo que cabe probar ahora, es si di-
cha relación entre la industria, la ideo-
logía y la intención de voto de los di-
putados, se aplica del mismo modo en 
estos cuatro acuerdos (el factor ideo-
lógico como tal, no fue considerado 
en dicha tesis doctoral, variable que 
es parte fundamental del modelo en 
este trabajo).

Cabe resaltar que, la ideología pa-
reciera ser un factor que ha quedado 
rezagado en materia de política comer-
cial en Chile. Por un lado, se encuen-
tran aquellos trabajos vinculados al 
acuerdo con los Estados Unidos, que 
descartan una influencia ideológica en 
el voto de los congresistas de la época 
(Borges, 2018; Baeza Freer & Lopez Va-
ras, 2012). Así mismo, vimos anterior-
mente que, en la época de la Concer-
tación, existió un consenso que agrupó, 

inclusive, a la izquierda chilena (van 
Klaveren, 2011; Fermandois, 2006).

Referente a lo anterior, se destaca 
también el pragmatismo existente en 
Chile por parte del sector político 
chileno -principalmente de los presi-
dentes- además de la disciplina, orden, 
consistencia ideológica, sin mencionar 
la centralidad existente en el escenario 
político (debido al sistema electoral) 
que termina por agrupar a las fuerzas 
políticas en coaliciones. La formación 
de dichas coaliciones podría significar 
que: “la identidad ideológica de cada 
partido político se pierde dentro de las 
coaliciones por la necesidad ineludi-
ble de alcanzar el consenso suprapar-
tidario” (Porras, 2003, p. 23).

Lo anterior, dificulta la posibilidad 
de respuestas en base a las diferencias 
ideológicas de los partidos participan-
tes, con el fin de alcanzar consensos. 
Sin mencionar que podrían terminar 
perdiendo su papel como intermedia-
rios de la sociedad con el Estado, por 
lo menos, en el ámbito de política co-
mercial (Porras, 2003).

Ahora bien, a pesar de los argumen-
tos que pueda haber en contra de una 
posible influencia de la ideología en 
la política comercial chilena, Feliú y 
Oliveira (2018), en su análisis acerca del 
comportamiento legislativo de los paí-
ses latinoamericanos, llegan a una con-
clusión un tanto diferenciado, respec-
to de los trabajos anteriores. Aquí, no 
sólo se analiza un acuerdo comercial 
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en concreto, sino que se analiza la po-
lítica exterior de seis países, entre ellos 
el Chile de los años de la Concertación. 
Según esta investigación, la política 
exterior vendría determinada por una 
serie de hechos que corresponderían 
a factores partidarios, de coalición, así 
como también de distritos. Dicho re-
sultado, resume la discusión teórica 
del apartado anterior, pues un factor 
no necesariamente anulará a los otros.

En lo que respecta a Chile, éste es 
un país -al igual que el caso mexicano- 
con una polarización partidaria alta 
-que está bien alineado ideológicamen-
te entre derecha e izquierda- en materia 
de política exterior (Feliu et al., 2009).

A pesar de dicha polaridad, esta 
condición podía ser mitigada gracias 

a que los partidos políticos del país 
-que pertenecen al gobierno- gozaban 
de una gran disciplina la que los lle-
vaba a actuar en conjunto como coa-
lición, con la mayoría parlamentaria 
que existía en esos tiempos (Feliú & 
Oliveira, 2018).

Tomando en cuenta lo anteriormen-
te dicho sobre el comportamiento legis-
lativo de Chile, es que en este trabajo se 
analizan los factores socioeconómicos 
e ideológicos de los partidos y su rela-
ción con el proceso de ratificación de 
tratados que se lleva a cabo en el Con-
greso Nacional de Chile, en materia de 
la Política Comercial Chilena.

III. Diseño Metodológico

En el presente artículo se busca ana-
lizar qué factores son los que incidi-
rían en el Comportamiento Legislati-
vo en los miembros de la Cámara de 
Diputados del Congreso Nacional de 
Chile, en materia a la ratificación de 
acuerdos comerciales, específicamen-
te aquellos ratificados en la época de 
los gobiernos de la Concertación. Este 
análisis, se realiza mediante el estable-
cimiento de regresiones logísticas en 
las variables independientes socioeco-
nómicas e ideología frente a la variable 
dependiente de rechazar, o bien, abste-
nerse de un acuerdo de libre comercio. 

Todo esto con el fin de establecer una 
relación entre dichas variables (Guja-
rati & Porter, 2004).

Por tanto, lo primero que hay que 
tener en cuenta es la unidad de obser-
vación, que en este caso corresponde 
a los diputados del Congreso Nacio-
nal de Chile. Esto, no sólo porque es 
dicha Cámara la que presenta mayor 
oposición en las discusiones (siendo el 
Senado más homogéneo en esta ma-
teria), sino porque además posee una 
composición más numerosa. El Sena-
do, al estar compuesto sólo por treinta 
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y ocho miembros presenta una varia-
bilidad menor de casos, situación que 
podría afectar los resultados del mode-
lo, sobre todo teniendo en cuenta que 
las regresiones se harán por cada uno 
de los casos, es decir, por cada acuerdo. 
Se utilizaron datos secundarios obte-
nidos de las votaciones del Congre-
so Nacional (Biblioteca del Congreso 
Nacional) y datos económicos de los 
distritos (regiones y distritos, por me-
dio de bases provenientes del INE y 
datos del censo de 2017, además del 
censo 1992 y 2002) y también de datos 
recogidos del Observatorio de Élites 
Parlamentarias (PELA), en su página 
web, lo que corresponde a seis encues-
tas desde el período 1993-1997 hasta el 
período 2006-2010.

En cuanto al plan de análisis, una 
vez completa la recolección y organi-
zación de la información almacenada 
la base de datos se procedió al procesa-
miento para someter dichas variables 
a una regresión logística (logit), con la 
finalidad de estudiar la probabilidad 
de que los diputados voten en contra, 
o bien, opten por la abstención del 
acuerdo en estudio. La elección de di-
cha regresión se debe, principalmente, 
a la composición de la variable depen-
diente (voto de los diputados), la cual 
corresponde a una variable de tipo 
dicotómica (Gujarati & Porter, 2004). 
Dicha regresión logística, fue aplicada 
en cada uno de los casos estudiados, 
esto es, cada uno de los acuerdos co-
merciales seleccionados. 

Para efectos de la organización de 
los datos de la investigación, ya se men-
cionó que la unidad de observación 
corresponde a los miembros de la Cá-
mara de Diputados del Congreso Na-
cional. Tomando en cuenta esto, la po-
blación a analizar en este artículo está 
compuesta por los miembros de dicha 
Cámara, correspondientes a los perío-
dos en los que se produjo el proceso de 
votación de los acuerdos comerciales. 
Concretamente en este caso, fueron 
tres los períodos legislativos a analizar 
(período 49, período 51 y período 52), 
y teniendo en cuenta que el total de 
legisladores será de 120 por período, el 
total de legisladores a analizar serán de 
360 miembros.

En cuanto a la muestra de tratados, 
estos han sido seleccionados bajo los 
siguientes criterios:

• Debe haberse aprobado en el Con-
greso Nacional: Esto es fundamental, 
sobre todo considerando que se busca 
analizar a los congresistas como uni-
dad de observación. Por lo tanto, aque-
llos acuerdos que no pasaron por las 
manos del Congreso no se deberán 
contar. Tal es el caso de los Acuerdos 
de Complementación Económica con 
Venezuela, Argentina, o Bolivia, en es-
tos casos se aprobaron por decreto por 
parte del ejecutivo (Porras, 2003).

• El proceso de ratificación debe es-
tar completo en el Congreso: Es decir 
que la votación se haya llevado a cabo 
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en las dos Cámaras y el proceso de rati-
ficación esté aprobado. Esto, aun cuan-
do el Senado no es objeto de análisis.

• Que sea anterior a la reforma elec-
toral: Debido a que en el año 2017 de-
butó la reforma electoral, la cual pro-
dujo diferencias en la configuración 
de los distritos, los que pasaron de 60 
a ser sólo 28. Esta reforma, también 
contribuyó a aumentar la fragmenta-
ción del Congreso Nacional -esto, al 
aumentarse la magnitud- es decir el 
número de escaños que corresponde 
por distrito. De esta manera, la Cáma-
ra de Diputados queda conformada ya 
no por 120, sino que por 155 diputa-
dos. Como estos cambios no sólo han 
afectado el número de miembros de 
la Cámara de Diputados y del Sena-
do, sino que también ha afectado el 
número de los distritos (por tanto, la 
composición), es menester tener en 
cuenta estos cambios producidos por 
la reforma y sólo tomar casos anterio-
res (Gamboa & Morales, 2016).

• Es así como, a pesar de que en el 
acuerdo de libre comercio con Brasil 
(de 2020), - por poner un ejemplo- po-
see un gran número de opositores en 
la Cámara de Diputados, este no podrá 
incluirse, debido a que su proceso de 
ratificación es posterior a la reforma 
(Cámara de Diputados, 2020).

• Debe existir oposición al Tratado: 
Debido a que el objetivo es analizar los 
factores que influyen en la oposición a 
los acuerdos comerciales, se hace poco 

relevante el estudiar casos en que no 
ha habido oposición a dicho acuerdo, 
pues no hay nada que analizar.

• Así mismo, y vinculado a lo ante-
rior, tomando en consideración que 
lo que se busca es estudiar la oposi-
ción a los acuerdos y no los factores 
de la postura favorable, es que se ha 
optado por aquellos que gocen de una 
oposición considerable. En este caso, 
los que tienen mayor oposición son: 
ACE N°35 con Mercosur; TLC Canadá; 
TLC EE. UU.; y por último el P4, en el 
caso de los diputados. Esto, debido a 
que cómo se mencionó en el apartado 
referencial y teórico, en la época de la 
Concertación, la discusión referente a 
los acuerdos comerciales gozó de un 
amplio consenso en el escenario políti-
co, exceptuando estos cuatro acuerdos.

En general, casi todos los acuerdos 
comerciales poseen una oposición 
-presencia de votos contrarios o de 
abstención-, siendo en la mayoría de 
los casos en números inferiores al 10% 
de los presentes. Sólo existen 4 casos 
en la época de la Concertación donde 
dicha situación cambia, alcanzando 
niveles de no aprobación superiores 
al 15% (Gráfico 1).

Por último, cabe resaltar que refe-
rente a dichos acuerdos, más que anali-
zarlos a ellos propiamente tal, este artí-
culo se centra en la decisión que toman 
los congresistas respecto del acuerdo, 
teniendo en cuenta las siguientes varia-
bles y factores. La variable dependiente 
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es el voto frente al Acuerdo: Configu-
rada como variable dicotómica, don-
de el valor 0 es para cuando se vota a 
favor de un acuerdo y 1, en el caso de 
que la opción de los diputados sea 
votar en contra, o bien, el abstenerse 

a la ratificación. Cabe destacar, además, 
que no se tomará en cuenta la ausencia, 
pues lo que interesa analizar es la in-
fluencia de los factores en la intención 
de voto de los miembros del Congreso 
presentes en las Cámaras.

Gráfico 1. Porcentaje de apoyo y Oposición a acuerdos comerciales en la 
Cámara de Diputados, durante los gobiernos de la Concertación

Fuente: Elaboración propia a partir de datos de las Historias de la Ley de la Biblioteca del 
Congreso Nacional.

Nota: Estimación porcentual basada en los miembros presentes del Congreso, sin contar las 
ausencias

Respecto a las variables indepen-
dientes y de control, lo primero es el 
factor socio económico o geográfico: 
Esta variable, hace referencia a los efec-
tos del Tratado sobre el distrito desde 
el punto de vista económico, en re-
lación con los grupos de interés del 
distrito. Es decir, el impacto que eco-
nómicamente podría traer al distri-
to (Kahane, 1996; Henisz & Mansfield, 

2006). Para estos datos se ha optado 
por el porcentaje de trabajadores por 
sector afectado por el acuerdo. En el 
caso de la agricultura, la ganadería y sil-
vicultura, van como una sola variable 
denominada “Ganadería y Agricultu-
ra”. Se ha incluido también el núme-
ro de trabajadores del sector indus-
trial manufacturero, que en la base de 
datos recibe el nombre de “Industria 
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Manufactura”. La manufactura se in-
cluye -principalmente- debido a su pre-
sencia como industria potencialmente 
afectada en algunos acuerdos, como 
es el caso de Mercosur o Canadá, por 
ejemplo. Por último, se tiene como va-
riable de control la tasa de desempleo 
o de desocupación. Esta fue obtenida, 
gracias a los datos aportados de los cen-
sos 1992 y 2002, bajo solicitud, por el 
INE. Esta variable corresponde a la ci-
fra de cesantes y los que están buscan-
do trabajo por primera vez, esto según 
el modo de entender la desocupación 
o desempleo del propio INE, para los 
informes de censo 1992 y 2002 (INE, 
2002). Esto considerando que, en el 
caso del TLC con los Estados Unidos, 
aquellos congresistas que pertenecían 
a regiones o distritos con alto nivel de 
desempleo tendieron a una inclina-
ción contraria del acuerdo (Feliú, 2012).

Desde el plano partidario o ideoló-
gico del partido del legislador, corres-
ponde a la posición ideológica (varia-
ble Ideología) que posee el partido del 
congresista, esto según las encuestas 
legislativas del Observatorio de Élites 
políticas en América Latina, de la Uni-
versidad de Salamanca, aplicadas a los 

períodos legislativos correspondientes 
(PELA). Esta ha sido definida, por los 
datos de la encuesta ya mencionada

Finalmente, se encuentra la variable 
coalición, la cual hace referencia a la 
relación del diputado (y su partido con 
el gobierno (si es de gobierno u oposi-
ción). Entiéndase aquí, si pertenecen a 
la Concertación -Partido Por la Demo-
cracia (PPD), Democracia Cristiana 
(DC), Partido Socialista (PS), Partido 
Radical Social Demócrata (PRSD)- o 
bien, a la Alianza, es decir, a Renova-
ción Nacional (RN), o la Unión Demó-
crata Independiente (UDI) (Alemán & 
Saiegh, 2007).

Esta última variable, será una varia-
ble de control. Esto tomando en cuen-
ta algunas evidencias empíricas, acer-
ca de cómo influye la relación de los 
miembros de la Cámara de Represen-
tantes con el gobierno, sin mencionar, 
estudios que vinculan la aprobación 
de acuerdos en Chile -por parte de le-
gisladores de izquierda- a la pertenen-
cia de la coalición de gobierno (Feliú 
& Oliveira, 2018).

IV. Resultados

En esta sección se exponen los re-
sultados del análisis de los datos. Este 
análisis se hará observando los acuer-
dos por separado, para así poder de-
terminar cuál variable influyó en la 

decisión de no votar a favor de la rati-
ficación del acuerdo en cuestión (optar 
por rechazo o abstención).
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Como bien se mencionó, en el apar-
tado correspondiente al diseño me-
todológico, se aplicó a la Cámara de 
Diputados una regresión logística a 
la variable dependiente (voto hacia el 
acuerdo), en base a variables indepen-
dientes que corresponden a la ideo-
logía y a las industrias afectadas por 
el acuerdo y que están presentes en 
el distrito.

En esta Cámara, durante el período 
de la Concertación, pareciera existir 
un voto que no se encontraría sujeto 
bajo una lógica partidaria -o bien ideo-
lógica- sino que más bien respondería 
a las características socioeconómicas 
del distrito al que pertenece el con-
gresista, principalmente vinculado a 
la industria que se presenta en dicho 
sector. Ahora, lo principal es ir anali-
zando caso por caso.

a) Caso del Acuerdo de 
Complementación Económica N° 
35 de Mercosur y Chile:

De los cuatro acuerdos que se ana-
lizaron en la Cámara de Diputados, el 
ACE N°35 es el primero en tramitarse 
y aprobarse por el Congreso, desde 
el retorno a la democracia. No está 
demás decir que, este acuerdo -en su 
contenido- trajo un cierto grado de 
oposición debido a la presencia de 
sectores sensibles, pertenecientes al 
sector agrícola y ganadero (carne por-
cina, jamones, aves, mantequilla, ceba-
da, avena, maíz, etc.), cómo también 
al sector productivo correspondiente 

al industrial manufacturero (calzado, 
textiles, sulfato de cobre, entre otros), 
los cuales pertenecían a la categoría 
de “especial sensibilidad” (BCN, 1996).

Lo primero que nos muestran los 
datos respecto a este caso, es que la po-
sición a favor del Acuerdo de Comple-
mentación Económica tuvo una apro-
bación del 61,86%, es decir, 73 votos de 
diputados que optaron por la ratifica-
ción. En contraste, la opción de optar 
por la postura abstención o de votar 
en contra, corresponden a 45 votos, es 
decir al 38.14% de los presentes en di-
cha sesión (BCN, 1996).

Lo que cabe preguntarse ahora es 
de dónde procede tal oposición. En 
este caso, y a simple vista -tal y como 
ya se había mencionado en la sección 
anterior, la oposición a el proceso de 
ratificación se dio, principalmente, por 
los miembros de partidos opositores. 
Por otro lado, la postura favorable a di-
cho acuerdo comercial correspondería 
a la coalición que en esa época gober-
naba, es decir, la Concertación (Tabla 1).
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La Tabla 2, nos muestra el resulta-
do de dicha regresión, indicando qué 
tanto incide cada variable a la proba-
bilidad de que la posición frente a la 
ratificación -adoptada por un congre-
sista- sea contraria, o bien, de absten-
ción. Según estos resultados, en el caso 
del ACE N°35, la variable vinculada a 
la industria -presente en el distrito- in-
fluye de manera significativa, pero lo 
hace de modo particular en el sector 
ganadero y agrícola. Por otro lado, en 
el caso del sector manufacturero, la 
influencia que ejerce dicha variable 
no es significativa, ya que cuenta con 
un valor p>0,05. Ahora bien, si consi-
deráramos una significancia al 90% de 
confianza, esta variable, podría tener 
efectos significativos en la decisión de 
los legisladores al momento de apro-
bar, o no, el acuerdo (Tabla 6).

De tal manera, y por lo menos en el 
caso de la agricultura y ganadería, se 
aprueba la hipótesis uno ya que, a me-
dida que existe mayor porcentaje en el 

distrito de trabajadores pertenecientes 
al sector agrícola y ganadero, mayor 
probabilidad de que los legisladores 
voten en contra de la ratificación.

Por último, en el caso de la variable 
correspondiente a la ideología, se tiene 
que su influencia en la probabilidad 
de que un miembro de la Cámara de 
Diputados opte por rechazar o abste-
nerse -en base a factores ideológicos-, 
no arroja resultados significativos. Pro-
bablemente, esto se deba a que la ma-
yor parte de los opositores pertenecen 
a la derecha chilena. Por lo tanto, y 
considerando un valor p>0,05, se des-
echa la hipótesis dos, aprobándose la 
hipótesis nula (Tabla 2).

 

Tabla 1. Posición frente a la ratificación del ACE N°35 Chile-
Mercosur, según coalición (Gobierno-Oposición)

Posición Frecuencia       %	 Total% Frecuencia	      %	 Total%

Favor       63            92,65        92,65       10            20,00       20,00

Rechazo/Abstención        5               7,35       100,00       40           80,00      100.00

Gobierno Oposición

Fuente: Elaboración y estimación propia a partir de datos e información obtenidas de la 
Biblioteca del Congreso Nacional.
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Así mismo, importante es la men-
ción de las variables de control, y que, 
según la bibliografía, podrían tener in-
fluencia en la toma de decisiones de un 
diputado -por lo menos- en materia de 
ratificación de acuerdos comerciales. 

Por un lado, se encuentra el desem-
pleo que, a pesar de ser significativo, 
los valores de los coeficientes indican 
que existe una relación inversa. Esto 
quiere decir que, a mayor tasa de des-
empleo, menor probabilidad de que 

Variables Coeficiente

Industria Manufacturera 6.741*
(4.090)

Ganadería y Agricultura 6.146***
(1.388)

Tasa de desocupación -41.17***
(13.51)

Coalición 5.953***
(1.548)

Posición ideológica del partido -0.632
(0.542)

Constante -4.885**
(2.160)

Observaciones

Pseudo R Cuadrado 0.5387

Prob. Chi Cuadrado 0.0000

Tabla 2. Resultados de modelo de Regresión logística aplicado en el ACE N°35.

Nota: Error estándar en paréntesis.
*** p<0.01, ** p<0.05, * p<0.1

Fuente: Elaboración y estimación propia a partir de datos del Instituto Nacional de 
Estadísticas, de Biblioteca del Congreso Nacional, datos del Instituto Nacional de Estadísticas 
(INE) y la encuesta de Élites Parlamentarias en América Latina (PELA), de la Universidad de 

Salamanca.
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se rechace -o que se abstenga- la rati-
ficación del acuerdo. Estos resultados, 
contrastan en cierta medida con el tra-
bajo de Feliú (2012), en tanto que según 
este autor la relación entre dichas varia-
bles sería directa, algo que no ocurre en 
este caso.

Por otra parte, si bien existe signifi-
cancia en la variable coalición (Gobier-
no u Oposición), la ideología no posee 
significancia, teniendo un valor p>0,05. 
De esta manera, la postura contraria a la 
ratificación por parte de los diputados 
pertenecientes a partidos opositores no 
tendría vínculo con la ideología.

Por último, si tuviéramos que anali-
zar, cuál fue el impacto de cada variable 
sobre la decisión del legislador al mo-
mento de votar este acuerdo, se hace 

necesario la revisión de los efectos mar-
ginales de cada una de las variables.

Por un lado, tenemos la variable co-
rrespondiente a “Ganadería y Agricultu-
ra”. Según los resultados, mientras mayor 
presencia de trabajadores -en el distrito- 
vinculados a la agricultura o ganadería, 
mayor es la probabilidad de que el legis-
lador opte por rechazar -o emitir voto de 
abstención- la ratificación al acuerdo co-
mercial con el Mercosur. Por lo tanto, en 
aquellos distritos en los que se presenta 
mayor porcentaje de trabajadores agríco-
las y ganaderos, existe una mayor proba-
bilidad de que el congresista ejerza una 
abstención o un voto de rechazo. Esto, 
queda plasmado en el Gráfico 2, que nos 
ilustra del impacto en la probabilidad, 
por parte dicha variable independiente.

Gráfico 2. Efectos Marginales, según la variable Ganadería y Agricultura en 
el acuerdo del ACE N° 35 Chile-Mercosur.

Fuente: Elaboración propia a partir de datos recolectados del Instituto Nacional de Estadísticas 
(INE) y la Historia de la Ley en la Biblioteca del Congreso Nacional
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Ahora bien, tal como se pudo ob-
servar en los resultados del modelo de 
regresión logística, si bien la ganadería 
y agricultura tienen un efecto significa-
tivo en la variable dependiente (siendo 
la única variable independiente signifi-
cativa), lo cierto es que también se hace 
necesario comparar las otras variables 
(significativas) del modelo.

Por un lado, tenemos la variable 
de control "coalición", que se vincula 
al ámbito partidista de las variables. 
Según el Gráfico 3, un legislador que 
pertenezca a la coalición opositora ten-
derá a tener 91% más de probabilida-
des de votar en contra del ACE N°35, 
esto en relación con los pares legisla-
dores pertenecientes a la Concertación 
(Grafico 3).

Gráfico 3. Efectos Marginales, según la variable Coalición en el acuerdo del 
ACE N° 35 Chile-Mercosur

Fuente: Elaboración propia a partir de datos recolectados de Instituto Nacional de Estadística, y 
la Historia de la Ley en la Biblioteca del Congreso Nacional

Por último, se encuentra la variable 
correspondiente al desempleo presente 
en el distrito. Como ya vimos, la relación 
entre dicha variable y la probabilidad de 
rechazar -o abstenerse- el acuerdo co-
mercial, es contraria a la esperada. Entre 

más desempleo en el distrito, pareciera 
que las probabilidades de rechazo o abs-
tención se disminuyen (Gráfico 4).

De esta manera, y según lo ilustra-
do por el Gráfico 4, en los distritos con 
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mayor tasa de desocupación, la proba-
bilidad de que el legislador -vinculado 
a dicho distrito- votase en contra, o se 
abstuviera de votar por la ratificación 
del acuerdo, era menor que en el caso de 
distritos con bajas tasas de desocupación. 

En el caso de estos últimos, la probabi-
lidad de que se optara por rechazar o 
abstenerse de la ratificación del acuer-
do, era aún mayor (cerca del 80% en los 
casos con menor tasa de desocupación).

Gráfico 4. Efectos Marginales, según la variable Tasa de desocupación en el 
acuerdo del ACE N° 35 Chile-Mercosur

Fuente: Elaboración propia a partir de datos recolectados del Instituto Nacional de Estadística 
(INE), y la Historia de la Ley en la Biblioteca del Congreso Nacional.

b) Caso del Tratado de Libre 
Comercio entre Chile y Canadá.

Posterior a el ACE N°35, el debate se 
centra en el Tratado de Libre Comer-
cio de Chile con Canadá, uno de los 
miembros del Nafta. En este acuerdo, 
al igual que en el caso del ACE N°35, 
también se contó con sectores de la 
economía chilena afectados, y que, en 

cierta medida, tomaron parte de las 
discusiones en la sala (BCN, 1997).

Dichos sectores afectados por el 
acuerdo, corresponderían -principal-
mente- al sector agrícola y ganadero. 
Destacan aquí, los casos de los produc-
tores de cebada, cerveza, malta, jugos 
de fruta, avena, carne de cerdo, embu-
tidos, remolacha, trigo, etc. Así mismo, 
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destacan algunos sectores industria-
les y manufactureros afectados por el 
acuerdo, principalmente algunos texti-
les e industrias madereras (BCN, 1997).

Este Tratado de Libre Comercio, 
contó con un número de oposición 

considerable, siendo los votos en con-
tra y de abstención equivalentes a la 
cuarta parte del total de miembros en 
ejercicio, y alrededor de un 29% en el 
caso de los presentes en la votación en 
sala (Tabla 3).

Tabla 3. Posición de diputados frente al Acuerdo de Libre Comercio Chile- 
Canadá, según coalición.

Fuente: Elaboración y estimación propia a partir de datos e información de la biblioteca del 
Congreso Nacional.

Posición Gobierno Oposición Total

Favor 65 12 77

% 100.00% 28.57% 71.96%

Rechazo/ Abstención 0 30 30

% 0.00% 71.43% 28.04%

Total de votos 65 42 107

Porcentaje total 100.00% 100.00 % 100.00%

Ahora bien, tal y cómo se puede apre-
ciar en la tabla, a pesar de contar con una 
gran oposición, la particularidad -de la 
votación- recae en la composición de la 
oposición al ratificar dicho acuerdo. Es 
verdad que, en este acuerdo la oposición 
proviene de la derecha, principalmente. 
La diferencia radica en que, en este caso, 
la opción de abstenerse o votar en con-
tra del acuerdo provino en un 100% de 
la coalición de oposición (Renovación 

Nacional y Unión Demócrata Indepen-
diente) (Tabla 8).

Debido a lo anterior, es que la variable 
de control de “Coalición” no se aplicó 
en este caso particular, siendo el único 
caso de los acuerdos en que esto ocu-
rre. Esto se debe, principalmente, a que 
cómo solo existen votos en contra -o de 
abstención- por parte del bando opositor, 
al momento de incluir dicha variable en 
la regresión, esta quedaría omitida.

Alfonso Nicolás Leiva Bustamante
“Entre la ideología y el distrito”: factores que influyen en el proceso de ratificación de los 
Acuerdos Comerciales en la Cámara de Diputados del Congreso Nacional de Chile, durante 
los Gobiernos de la Concertación



30

Estudios Internacionales 208 (2024) • Universidad de Chile

Lo que interesa ahora es determinar 
a qué se debe dicha oposición al Trata-
do de Libre Comercio con Canadá, por 
parte de la Derecha chilena. Para ello, 

es importante considerar el modelo de 
regresión en el caso del TLC de Canadá 
con Chile, representado en la Tabla 4.

Tabla 4. Resultados de modelo de regresión Logística aplicado al Tratado 
de Libre Comercio Chile-Canadá

 Nota: Error estándar en paréntesis. *** p<0.01, ** p<0.05, * p<0.1
Fuente: Elaboración y estimación propia a partir de datos del Instituto Nacional de Estadísticas, 

de Biblioteca del Congreso Nacional, datos del Instituto Nacional de Estadísticas (INE) y la 
encuesta de Élites Parlamentarias en América Latina (PELA), de la Universidad de Salamanca.

VARIABLES Coeficient

Industria Manufacturera -12.35*
(7.042)

Ganadería y Agricultura 4.977*
(2.739)

Tasa de desocupación -2.137
(17.00)

Posición ideológica del partido 2.011***
(0.612)

Constante -10.93***
(3.654)

Observaciones 107

Pseudo R Cuadrado 0,5591

Prob. Chi Cuadrado 0.0263

Según estos resultados, a diferencia 
del caso anterior, la presencia de indus-
tria afectada no influye en la probabi-
lidad de que la decisión de un legisla-
dor sea la de optar por abstenerse -o 

rechazar- el acuerdo comercial. Así pues, 
con un valor p>0,05 en ambos sectores 
productivos afectados -industria manu-
facturera o sector agrícola y ganadero- se 
rechaza la hipótesis uno, aprobándose la 



31

hipótesis nula. Aunque cabe resaltar que, 
dichas variables, serían significativos si 
se considera una confianza de 90%. En 
el caso de la ideología, se presentan va-
lores significativos -con un valor P<0,05- 
por lo que se deduce que, entre más de 
derecha se está, mayor es la probabili-
dad de votar contra el acuerdo (o bien, 
abstenerse).

Frente a lo anterior, hay que tener 
en cuenta que, más que por los valores 
correspondientes a la ideología de los 
partidos de derecha, el no votar a favor 
se puede deber a que la totalidad de 
los opositores fueron miembros de la 
oposición. De este modo, posiblemen-
te, la posición adoptada frente al acuer-
do se debe a la relación opositora con 
el gobierno de turno, algo que -según 
la teoría- podría facilitar la oposición a 

un acuerdo (Magee, 2010; Porras, 2003). 
En este sentido, de un voto ejercido por 
una coalición opositora, y no tanto por 
una ideología, propiamente tal. Es así 
como, en el caso de Canadá, la hipótesis 
dos de la investigación queda aprobada, 
rechazándose la hipótesis nula.

c) El caso del Tratado de Libre 
Comercio EE. UU. y Chile.

Como ya se mencionó en la sección 
anterior, este acuerdo no solo se carac-
terizó por ser polémico en cuanto a su 
contenido, pues recordemos que supri-
mía las bandas de precios destinadas a 
proteger al sector agrícola, sino que ade-
más fue un caso extremo de negociación 
en el que Chile debió ceder en diferentes 
ámbitos (Wehner, 2007).

Tabla 5. Posición de diputados frente a ratificación de TLC EE. UU.-Chile, 
según coalición.

Fuente: Elaboración y estimación propia a partir de datos del Instituto Nacional de Estadísticas 
y de Biblioteca del Congreso Nacional.

Posición Gobierno Oposición Total

Favor 37 49 86

% 82.22% 85.96% 84.31%

Rechazo/Abstención 8 8 16

% 17.78% 14.04% 15.69%

Total 45 57 102

Total% 100.00% 100.00% 100%
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El Acuerdo de Libre Comercio de Es-
tados Unidos con Chile no es diferente 
al resto en cuanto a oposición, pues un 
15,69% corresponde a la oposición de la 
ratificación del acuerdo, aun cuando sea 
la más baja de los cuatro casos. De esta 

oposición a la opción de ratificar, un 
50% corresponde a la Concertación y 
el otro 50% al bando opositor (Tabla 5).

Como bien se mencionó, en este 
acuerdo los sectores que protagonizaron 

Tabla 6. Resultados de modelo de regresión logística aplicado al TLC 
Chile-EE.UU.

Nota: Error estándar en paréntesis.
*** p<0.01, ** p<0.05, * p<0.1

Fuente: Elaboración y estimación propia a partir de datos del Instituto Nacional de Estadísticas, 
de Biblioteca del Congreso Nacional, datos del Instituto Nacional de Estadísticas (INE) y la 

encuesta de Élites Parlamentarias en América Latina (PELA), de la Universidad de Salamanca.

VARIABLES Coeficiente

Ganadería y Agricultura 4.325**
(2.180)

Industria Manufacturera 3.089
(7.462)

Tasa de desocupación 16.68**
(8.499)

Coalición -0.0940
(1.142)

Posición ideológica del partido -0.0392
(0.268)

Constante -4.866**
(2.069)

Observaciones 102

Pseudo R Cuadrado 0.0891

Prob. Chi Cuadrado 0.0000
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el debate correspondieron al sector agrí-
cola tradicional, pues la eliminación de 
las bandas de precio perjudicaba a aque-
llos vinculados a la industria del azúcar, 
remolacha, trigo y harina de trigo, entre 
otros (Leight, 2008; Wehner, 2007). Aho-
ra, respecto a la influencia que ejercen 
las variables independientes frente a la 
variable dependiente, queda expresado 
en la siguiente tabla de resultados del 
modelo de regresión logística, lo cual 
no difiere en gran medida del caso del 
ACE N°35 (Tabla 6).

Como bien se puede apreciar en 
los datos otorgados por el modelo de 
regresión, la única variable indepen-
diente que influye en el acuerdo es 
la correspondiente a la presencia de 
trabajadores en el distrito, siendo más 
concretos, la variable relacionada con 
la agricultura y ganadería. De esta ma-
nera, con un valor p<0,05, se da por 
aprobada la hipótesis uno de la in-
vestigación, en tanto que la presencia 
de sectores productivos afectados en 
el distrito -en este caso vinculados al 
sector agrícola y ganadero- influye en 
la probabilidad de que el diputado 
decida optar por no ratificar el acuer-
do comercial (rechazar o abstenerse).

El caso de la manufactura, con un 
valor p>0,05, se deduce que la variable 
no influye en la decisión de los legisla-
dores respecto del acuerdo. Lo mismo 
ocurre en el caso de la ideología, en el 
que el modelo vuelve a otorgar un va-
lor no significativo a la variable inde-
pendiente. En el caso de la tasa de des-
empleo, al poseer un valor p<0,05, se 

estima que tiene una influencia signifi-
cativa -por lo menos en lo que respecta 
a este modelo- en la probabilidad del 
legislador a optar por una opción de 
abstención o contraria de la ratifica-
ción del tratado. En este caso, se está 
en concordancia con lo expuesto por 
Pedro Feliú (2012), aunque en el resto 
de los casos, dicha variable, no tiene el 
efecto que se esperaba.

Analizando los efectos marginales 
de este caso, se tiene que, efectivamen-
te, son dos las variables que impactan 
(de modo significativo) en la variable 
dependiente. Una de ellas, es la relacio-
nada con la ganadería y la agricultura, 
que según el Gráfico 5, a medida que 
aumenta el porcentaje de trabajadores 
-vinculados a este sector- en el distrito, 
aumenta de manera gradual la proba-
bilidad de que el legislador opte por 
rechazar -o votar por abstención- el 
acuerdo de libre comercio. Ahora bien, 
cabe notar que, en este caso la variable 
en análisis posee un impacto menor, si 
lo comparamos con el caso del ACE 
N°35 entre Chile y Mercosur.

Finalmente, se encuentra la variable 
correspondiente a la tasa de desocu-
pación que, en este caso en concreto, 
cuenta con el impacto esperado, según 
lo expuesto. Es así como, a mayor pre-
sencia de desocupación en el distrito, 
mayor impacto en la probabilidad de 
rechazar -o abstenerse a- la ratificación 
del acuerdo comercial (Gráfico 6).
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Gráfico 5. Efectos Marginales, según la variable Ganadería y Agricultura en 
el TLC Chile-Estados Unidos

Fuente: Elaboración propia a partir de datos recolectados del Instituto Nacional de Estadística 
(INE) y la Historia de la Ley en la Biblioteca del Congreso Nacional.

Gráfico 6. Efectos Marginales, según la variable Tasa de desocupación en el 
TLC Chile-Estados Unidos

Fuente: Elaboración propia a partir de datos recolectados del Instituto Nacional de Estadística 
(INE) y la Historia de la Ley en la Biblioteca del Congreso Nacional.
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Bajo estos criterios y resultados, -en 
el caso del Tratado de Libre Comercio 
entre Chile y Estados Unidos- sólo se 
aprueba la hipótesis uno en el presente 
acuerdo. De esta manera, podríamos 
deducir que, a medida que aumenta 
la presencia de trabajadores afectados 
por el acuerdo comercial en el distri-
to, aumenta la probabilidad de recha-
zar, o bien, de abstenerse al acuerdo 
comercial.

d) Caso del Acuerdo Estratégico 
Transpacífico de Asociación 
Económica (Chile, Singapur, Brunei 
y Nueva Zelanda).

Por último, analizaremos el caso del 
conocido P4, que involucra a cuatro 
países de un tamaño económico simi-
lar a Chile (Wehner, 2007). En este caso 
en particular, la dificultad se presentó 
en los productos vinculados al sector 
ganadero, siendo más específicos, los 
lácteos. En concordancia, sería lógi-
co pensar que en el presente acuerdo 
también existirá una influencia por 
parte de las industrias perjudicadas, 
en el comportamiento legislativo de la 
Cámara de Diputados (Wehner, 2007; 
BCN, 2006).

En los acuerdos estudiados ante-
riormente, la mayoría de las posturas 
destinadas a no aprobar la ratificación 
vino del bando opositor, es decir de 
la derecha chilena. En este caso la si-
tuación es un tanto diferente, por lo 
menos en lo que respecta al plano des-
criptivo. Centrémonos entonces en la 

siguiente tabla que nos ilustra cual 
fue la posición de los miembros de la 
Cámara de Diputados, frente al acuer-
do comercial, y concretamente, en si 
pertenecían -o no- a la coalición del 
gobierno de turno.

En este caso en concreto, se observa 
una mayor cantidad de miembros del 
bando que optaron por votar en con-
tra, o bien, por abstenerse a aprobar 
el TLC. Del total de cuarenta legisla-
dores miembros de la Concertación, 
diecisiete congresistas - 29,82% de los 
que asistieron- optaron por una op-
ción contraria al del resto del grupo. 
De esta manera, y por primera vez, se 
puede apreciar que el bloque de cen-
troizquierda chilena supera a la de-
recha en la oposición de ratificar un 
tratado comercial (ver Tabla 7).

No obstante, la derecha no estuvo 
ausente y presentó diez legisladores 
(21,28% de los congresistas opositores) 
que optaron por no ratificar el acuerdo. 
Esto hace plantearse la probabilidad 
de que, en este caso en concreto, la 
posición ideológica pudiese tener un 
mayor protagonismo.

Una vez aplicado el modelo de re-
gresión logística, podemos ver cuáles 
son las variables que influyen en la de-
cisión de los miembros de la Cámara 
de Diputados. En el acuerdo del P4, 
al igual que en el resto de los acuer-
dos, los datos demuestran que la pre-
sencia de sectores agrícolas y ganade-
ros -en este caso, los afectados son los 
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vinculados al sector de los lácteos- nue-
vamente juegan un papel significativo. 
Con un valor p<0,05, se tiene que, a la 
presencia de miembros del sector agrí-
cola y ganadero, trae consigo mayores 
probabilidades de optar por una op-
ción de abstención -o de rechazo- de la 
ratificación del acuerdo, aprobándose 
la hipótesis uno.

En concordancia con los demás ca-
sos analizados, el sector manufacturero 
no presenta un valor significativo. Lo 
mismo ocurre con la hipótesis corres-
pondiente a la ideología, pues a pesar 
de las suposiciones de que podría exis-
tir significancia respecto de este factor 
y la variable dependiente, producto 
de la presencia de un mayor número 
de legisladores de gobierno contra la 
ratificación del acuerdo. Pero lo cierto 

es que los datos muestran lo contrario, 
presentando un valor p>0,05, dicha 
variable y sus efectos sobre el com-
portamiento legislativos no son sig-
nificativos, rechazándose la hipótesis 
dos de la investigación, aprobándose 
su hipótesis nula (Tabla 8).

Asimismo, el resto de las variables 
tampoco poseen un efecto significa-
tivo. La variable correspondiente a la 
tasa de desocupación del distrito, no 
presenta- con valor p>0,05- un efecto 
significativo sobre la variable depen-
diente. De manera que, según los re-
sultados de este modelo, una mayor 
presencia de desocupación en el distri-
to no significa necesariamente mayor 
probabilidad de apoyar a una opción 
contraria al acuerdo comercial y su 
ratificación.

Tabla 7. Voto Posición de diputados frente al P4, según coalición.

Fuente: Elaboración y estimación propia a partir de datos e información de la Biblioteca del 
Congreso Nacional

Posición al acuerdo Gobierno Oposición Total

Favor 40 37 77

% 70.18% 78.72% 74.04%

Rechazo/Abstención 17 10 27

% 29.82% 21.28% 25.96%

Total 57 47 104

Total% 100.00% 100.00 % 100%
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Finalmente, lo mismo ocurre con 
la variable “Coalición”, pues a pesar de 
existir un mayor número de oposito-
res provenientes de la izquierda chile-
na, la coalición a la cual pertenecen 
los legisladores no parece tener un 

rol significativo. Esto se puede deber, 
en parte, al hecho de que ser miem-
bro de la izquierda sigue sin ser un 
factor determinante (por ello el valor 
no significativo en ideología), pues el 
gobierno -de esa época- que negoció 

Tabla 8. Resultado Modelo de Regresión logística en el acuerdo del P4.

Nota: Error estándar en paréntesis.
*** p<0.01, ** p<0.05, * p<0.1

Fuente: Elaboración y estimación propia a partir de datos del Instituto Nacional de Estadísticas, 
de Biblioteca del Congreso Nacional, datos del Instituto Nacional de Estadísticas (INE) y la 

encuesta de Élites Parlamentarias en América Latina (PELA), de la Universidad de Salamanca.

VARIABLES Coeficiente

Ganadería y Agricultura 5.558***
(1.838)

Industria Manufacturera 3.389
(5.091)

Tasa de desocupación 10.55
(13.69)

Coalición -0.689
(1.250)

Posición ideológica del partido 0.0559
(0.313)

Constante -3.658
(2.597)

Observaciones 102

Pseudo R Cuadrado 0.1666

Prob. Chi Cuadrado 0.0002
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y presentó el acuerdo para su ratifica-
ción correspondía a uno de la Con-
certación. Por lo mismo, muchos de 

los que apoyaban dicho acuerdo eran 
miembros de dicho sector.

Gráfico 7. Efectos Marginales, según la variable Ganadería y Agricultura en 
el caso del Acuerdo del P4

Fuente: Elaboración propia a partir de datos recolectados de Instituto Nacional de Estadística 
(INE) y la historia de la ley en la Biblioteca del Congreso Nacional.

Los efectos marginales nos mues-
tran que, a medida que aumenta el 
porcentaje de trabajadores vinculados 
al sector agrícola y ganadero en los dis-
tritos, las probabilidades de que los di-
putados -perteneciente a dichos distri-
tos- opten por una opción de rechazo 
-o de optar por la abstención- frente a 
la ratificación del acuerdo, van en au-
mento, hasta llegar a un 54% de pro-
babilidades (Gráfico 7).

De esta manera, se tiene que este 
es el tercer caso en el que el sector 

agrícola y ganadero (en cuanto a por-
centaje de trabajadores presentes en 
el distrito), influye en la decisión 
(de rechazar o abstenerse) de los di-
putados sobre un acuerdo comercial. 
Es, además, el tercer caso, en el que 
la ideología no posee influencia, sin 
mencionar que, el desempleo -a modo 
general- no presenta influencia en el 
voto legislativo.
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V. Discusión

Los resultados son significativos 
para la variable correspondiente a los 
trabajadores vinculados a sectores eco-
nómicos del distrito, estando acorde 
tanto con trabajos a nivel internacio-
nal, como también, con artículos pro-
venientes del propio escenario acadé-
mico chileno (Baeza Freer & Lopez 
Varas, 2012; Borges, 2018; Cuevas, 2019; 
Henisz & Mansfield, 2006). Como se 
pudo observar, el único caso en el que 
no se cumple dicha relación entre va-
riables vinculadas a las actividades 
presentes en el distrito- con respecto 
a la variable dependiente-, es el caso 
de Canadá. En este caso, la oposición 
pareciera venir de los miembros de 
partidos ubicados en la derecha del 
espectro ideológico. Ahora bien, ello 
no nos permite decir que es la ideo-
logía propiamente tal la que influye, 
sino más bien la pertenencia al sec-
tor de oposición. Todos los opositores 
pertenecían a la derecha chilena. No 
olvidemos, tal como plantea (Feliú y 
Oliveira, 2018), en esta época los votos 
sobre la ratificación de acuerdos co-
merciales tienden a tener una lógica 
partidaria y de coalición, en donde 
la izquierda (partidos pertenecientes 
a la Concertación) es menos proclive 
a oponerse, en comparación con los 
miembros de la derecha.

Ahora, y continuando con la discu-
sión de los resultados obtenidos, y en 
concordancia con lo expuesto en el 

marco teórico, se observa que, por lo 
menos en los cuatro casos de acuerdos 
aprobados en el período de la Concer-
tación, el consenso -acerca de la polí-
tica exterior y comercial del país- no 
se percibió en el mismo grado que en 
el resto de los acuerdos suscritos en la 
época de los gobiernos de esta coali-
ción (Baeza Freer & Lopez Varas, 2012; 
Cuevas, 2019).

Según los resultados obtenidos, di-
cha negativa de votar a favor de la ra-
tificación de los acuerdos, se debería 
-por un lado- a la presencia de industria 
o sectores económicos afectados. De 
un modo más concreto, el sector de la 
agricultura y ganadería, quienes verían 
una respuesta por parte de legislado-
res pertenecientes, principalmente, a 
la derecha chilena. Obviamente, la ex-
cepción sería el caso de Canadá. 

En la mayoría de los casos de oposi-
ción a los acuerdos comerciales, dichas 
posturas corresponden a regiones del 
país en las cuales está más presente 
el trabajo vinculado a la ganadería y 
agricultura. Se repiten (en el caso de 
los acuerdos que afectan el sector agrí-
cola), las regiones de La Araucanía, Los 
Lagos, el Biobío, el Maule, entre otras. 
Esto se debe a que, en estas regiones, 
tal y como menciona Rodolfo Disi 
(2020), existe mayor actividad vincu-
lada al mundo agrícola (incluyendo 
el tradicional) y ganadero.
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Como bien se explicó en el marco 
teórico, uno de los principales motivos 
para acudir a la protección económica 
frente a una política de liberalización, 
es el desempleo (Henisz & Mansfield, 
2006). Pero no sólo el desempleo en 
sí, sino que también la posibilidad de 
que el nuevo acuerdo al cual se sus-
cribe tenga como efecto el incremen-
to del desempleo (vinculado al sector 
económico), o bien, se perjudique la 
industria sensible. Esto es lo que, pre-
sumiblemente, estaría ocurriendo en 
estos cuatro casos en concreto. Al exis-
tir sectores de la economía afectados, 
los grupos de interés influyen en los 
diputados para votar en contra o abs-
tenerse de la ratificación (Kaempfer & 
Marks, 1993; Magee, 2010).

Se reitera que, el sector que más ha 
incidido -en cuanto a significancia- ha 
sido el del sector agrícola y ganadero, 
el cual, frente a posibles efectos negati-
vos en su sector, producto del acuerdo 
(Por ejemplo; el trigo en los acuerdos 
de Estados Unidos, Mercosur, o bien, 
los lácteos en el caso del P4), se pro-
duce la movilización de los distintos 
grupos de interés, expresando su pre-
ocupación, e incidiendo en el voto de 
un representante de la Cámara de Di-
putados. De esta manera, se destaca la 
presencia de representantes de distin-
tos grupos privados, como es el caso de 
la Sociedad Nacional de Agricultura 
(SNA), la cual se presenta como un 
importante contendor a la apertura 
en los casos de Estados Unidos y Mer-
cosur (BCN, 2006; BCN, 1996).

El segundo punto, tiene que ver con 
el sector industrial manufacturero, el 
cual es, en un principio un tanto cu-
rioso y digno de observar, ya que aun 
cuando este sector se ve desfavorecido 
por un acuerdo comercial (Mercosur, 
por ejemplo), su influencia en la vota-
ción de la Cámara de Diputados no es 
la misma que en el caso de los agricul-
tores, o de los lácteos en el caso del P4.

Por último, se puede observar que 
tal cómo plantea Borges (2018) en re-
lación con el carácter proactivo del 
Congreso Nacional (considerando la 
materia de política exterior), tenemos 
que los resultados presentados en este 
artículo presentan similitudes con los 
de su trabajo.

Efectivamente, existe oposición por 
parte del Congreso, y si bien, este au-
tor se basaba en el acuerdo de los Es-
tados Unidos con Chile al afirmar que 
las discusiones y votaciones en sala se 
dieron más por factores geográficos 
y menos dominado por temas vincu-
lado al factor partidismo, lo cierto es 
que, también se aplican en otros ca-
sos. Esto va en la misma línea de otros 
autores cómo Rodolfo Disi (2020), o 
Baeza y López (2012), quienes también 
apuntan a una influencia del distrito, 
o región geográfica a la que pertenece 
el diputado, que de un manifiesto de 
partido o ideología.

Vinculado a lo antes expuesto, y 
atendiendo a algunos casos particula-
res- diferentes al TLC con los Estados 
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Unidos- lo cierto es que, la signifi-
cancia en el caso de la ideología en 
el acuerdo con Canadá no otorga un 
sentido ideológico, sino más bien par-
tidario. El sólo hecho que la mayo-
ría de los casos de abstención o en 
contra del acuerdo provengan de los 
miembros de la derecha, nos indica 
que la ideología podría tener una in-
fluencia. Pero, al momento de analizar 
desde una perspectiva más normativa 
o ideológica -en donde la izquierda 
apoya al proletariado y por ende polí-
ticas proteccionistas, mientras que los 
miembros de los partidos de derecha 
optarán por una opción que favorez-
ca el libre mercado- no es aplicable 
en este caso (Milner & Judkins, 2004; 
Boix, 2000).

Los datos indican que, en el caso 
de Canadá, entre más de derecha se es, 
más probabilidad de votar por una op-
ción no favorable al acuerdo comercial. 
Pareciera que la ideología y el partidis-
mo jugaron un papel en la decisión 
sobre el acuerdo, pero de un modo 
contrario a lo esperado. Surge así, la 
importancia de destacar el trabajo rea-
lizado por Boix (2000), pues no sepul-
ta la discusión ideológica o partidaria 
en estos temas, sino que aboga por la 
existencia de debates más pragmáticos, 
por lo menos desde el siglo XX.

Pareciera que la oposición de los 
miembros de la derecha no se da por 
una cuestión ideológica. Sin mencio-
nar que, en el caso concreto del ACE 

N°35 con el Mercosur, se debe más a 
una lógica de coalición. Algo que ya 
se había mencionado en el apartado 
teórico y conceptual. El apoyo de la 
izquierda y la oposición de los miem-
bros de la derecha se debería a una 
lógica de Gobierno-Oposición. Par-
tidos de izquierda deben mantenerse 
unidos en forma conjunta, como un 
grupo cohesionado. 

Ahora, en lo que respecta a los 
acuerdos comerciales con Estados 
Unidos y el P4, se tiene que estos no 
poseen una influencia de la variable 

“Coalición”. En estos casos, sobre todo 
en el P4, existe mayor oposición al li-
bre mercado por parte de legisladores 
pertenecientes al gobierno. La ideolo-
gía, como también su variable control 

“Coalición”, no poseen un valor signi-
ficativo, lo que indicaría que aquí el 
distrito -o características geográficas 
en las que está inserto el legislador- y 
sus grupos de interés, son lo que prin-
cipalmente influyen en la decisión. So-
bre todo, si se considera el efecto del 
acuerdo sobre el sector de los lácteos, 
aunque no se deja de lado la discu-
sión agrícola. El mismo diputado de la 
Araucanía -René García- deja entrever 
esa situación, resaltando el problema 
de la pobreza en su región y de la inca-
pacidad de agricultores (de la papa, por 
ejemplo) de hacerle frente al acuerdo, 
sin mencionar que, en el sector de los 
lácteos, tampoco habría competencia 
leal (BCN, 2006, p. 50-51).
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De tal manera, la presente investiga-
ción logra concluir que -por lo menos 
en los gobiernos de la Concertación- la 
oposición a los acuerdos comerciales 
(ACE N°35 con Mercosur, TLC con Es-
tados Unidos y el P4), no vino dada por 
las ideologías que poseían los miem-
bros del Congreso, sino que más bien, 
por los propios distritos. Particular-
mente, por la presencia de grupos afec-
tados y que, por su capacidad de ejercer 
presión, logran que el congresista vote 
en contra, o decida abstenerse (Henisz 
& Mansfield, 2006; Lowi, 1964).

No obstante, el hecho de que el fac-
tor ideológico en el presente modelo 
no arroje resultados significativos en 
algunos casos, no nos está indicando 
que la ideología haya quedado relega-
da del debate en la política chilena, y 
más concretamente, en las discusiones 
de política exterior y referentes a su 
política comercial. Por un lado, sirve 
acogerse en parte a las palabras de Mil-
ner y Judkins (2004)-y en parte de Boix 
(2000)- quienes nos dicen que el hecho 
de que en un momento dado la ideo-
logía de los partidos no influya en la 
política comercial -por ejemplo, debi-
do a la globalización-, no quiere decir 
que deje de influir permanentemen-
te, o que se convierta en una variable 
poco relevante. Es más, según Rodolfo 
Disi (2020), al momento de describir a 
nuestro país, también afirma que en la 
política exterior puede ser susceptible 
a la ideología, aunque no es el caso del 
acuerdo de los Estados Unidos.

Sumado a lo anteriormente expues-
to, no está de más recordar que existe 
una reforma electoral reciente que ha 
cambiado la composición de los distri-
tos y el número de escaños correspon-
diente a cada distrito y circunscripción 
(aumentando el número de senadores 
y diputados). Además, dichos cambios, 
podrían traer consigo el ingreso de 
nuevas fuerzas (Gamboa & Morales, 
2016).

Cómo se planteó antes, las institu-
ciones tienen su influencia en la polí-
tica comercial de un país, y en el caso 
concreto de Chile, se tiene que el sis-
tema electoral permitía un desdibuja-
miento ideológico de los partidos, por 
lo que los partidos actuaban en coali-
ción y no en base a su identidad ideo-
lógica (Porras, 2003). Esta situación ha 
de analizarse, pues en el 2017 comenzó 
a regir la reforma electoral, por lo que 
podría ocurrir un cambio en cuanto al 
comportamiento legislativo (Nielson, 
2003; Milner & Judkins, 2004).

Es más, si bien las instituciones y los 
regímenes políticos no siempre influ-
yen del mismo modo que en el caso 
de las características propias del dis-
trito, si puede influir en ciertos casos 
(ya sea directa o indirectamente). Re-
cordemos que, las instituciones son las 
que marcan las reglas del juego y -por 
lo tanto- estas nuevas reglas del juego 
(con aumento de escaños y cambios 
en la composición de los distritos) po-
drían generar un cambio o variación 
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de los resultados, en relación con los 
presentados en la época de los gobier-
nos de la Concertación (Milner & Ju-
dkins, 2004; Porras, 2003).

Posterior a la reforma, existen acuer-
dos que han gozado una amplia oposi-
ción por parte de la Cámara de Diputa-
do, como los casos de los acuerdos del 
TPP-11 y el Acuerdo de Libre Comer-
cio con Brasil (Cámara de Diputados, 
2019; Cámara de Diputados, 2020).

En concordancia con lo anterior, 
la nueva reforma electoral acaecida 
en Chile representa un motivo más 
que suficiente para adentrarse en el 
comportamiento legislativo, tanto en 

lo distrital (y los grupos de interés pre-
sentes), como en las instituciones e 
ideología de los partidos. 

Frente a estos nuevos cambios ins-
titucionales, bien podría ocurrir que 
la ideología -o factores partidarios- 
vuelvan a estar presentes, o bien, que 
surjan nuevas variables a parte de lo 
geográfico -vinculado específicamen-
te al distrito, a los trabajadores y gru-
pos de interés pertenecientes al sector 
agrícola, como tendió a ocurrir en la 
concertación- y que impacten signi-
ficativamente en la probabilidad del 
rechazo a la ratificación por parte de 
un legislador.
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cada uno con diferentes niveles de experiencia: alto, promedio, y 
bajo. A través de un enfoque cualitativo e histórico, se analizaron 
estos tres grupos interna y comparativamente para identificar 
patrones en su relación con el poder ejecutivo. Los estudios de 
casos revelaron que las legislaturas menos experimentadas tien-
den a adoptar una postura más desafiante y menos colaborativa 
hacia el ejecutivo. Por otro lado, las con más experiencia parecen 
poseen agendas propias y desafían más al gobierno. A su vez, las 
legislaturas con niveles promedios de experiencia sugieren ser más 
cooperativas y han logrado implementar reformas políticas sig-
nificativas. Concluimos que la experiencia parlamentaria sugiere 
tener importancia para la relación legislativo-ejecutivo.

Palabras Clave: Congreso – legislaturas – experiencia parlamen-
taria – poder ejecutivo. 

ABSTRACT

This paper investigates parliamentary experiences and compares 
legislatures in the Congress of Chile from 1828 to 2022, conside-
ring the uniqueness of Chile as an outlier case compared to Latin 
America. We collected original data from all congress members 
and senators using Chile's National Congress Library bibliogra-
phical data. Using a data analysis, we combined quantitative des-
criptive analysis and qualitative historical case studies. Initially, we 
quantitatively described the experiences across different historical 
constitutions and legislative career tracks. Afterward, we divided 
three groups of legislatures for case studies, each with varying 
experience levels: high, average, and low. We examined and com-
pared these groups through a qualitative and historical approach 
to identify patterns in their relationship with the executive branch. 
The case studies revealed that less experienced legislatures tend 
to adopt a more challenging and less collaborative standpoint 
toward the executive. In contrast, more experienced ones sug-
gested having their own agendas and challenged the government 
more. Finally, legislatures with average experience appear more 
cooperative and have implemented significant political reforms. 
We conclude that parliamentary experience matters for the legis-
lative-executive relationship.

Keywords: Congress – legislatures – parliamentary experience – 

executive power.  
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Introducción

A lo largo de poco más de dos siglos de trayectoria institucional de su Con-
greso, Chile se constituye en un caso particular en Latinoamérica, tanto por su 
larga historia y desarrollo legislativo, que presenta muy bajas interrupciones 
institucionales. Si bien no es el más antiguo (lo es el venezolano por pocos 
meses de diferencia), dentro de las escasas evaluaciones existentes respecto a la 
dimensión institucional para los legislativos latinoamericanos, enfocadas prin-
cipalmente en el Congreso estadounidense (Palanza et al., 2016), el caso chile-
no cuenta con el mayor nivel de institucionalización de su proceso decisorio, 
dentro un conjunto de 18 pares legislativos regionales, seguido de Uruguay, Co-
lombia y Brasil (Palanza et al., 2016, p. 25). Junto con ello, el legislativo chileno 
se caracterizaría, en comparación a su símiles en la región, por su estabilidad 
en el tiempo (Alemán, 2009; Alemán & Navia, 2009; Alemán & Saiegh, 2007).

Si bien los primeros registros de existencias de poderes legislativos datan 
de las primeras décadas del siglo XIX, la regularidad en su funcionamiento 
es bastante inestable, destacando Argentina, Brasil, Chile, Guatemala, México, 
Perú, como las experiencias nacionales con las que se cuenta mayor informa-
ción disponible (Coppedge et al., 2023a). No obstante, su existencia legal no 
necesariamente implicó que los Congresos latinoamericanos fueran un poder 
del Estado capaz de ser un contrapeso institucional al gobierno. Tomando el 
índice de Contrapeso al Poder Ejecutivo, elaborado por Varieties of Democracy 
(V-Dem), Chile, en promedio, tendría el cuarto legislativo más poderoso (Co-
ppedge et al., 2023a). Sin embargo, presenta el valor más alto en el período y 
asimismo períodos más extensos y crecientes en altos niveles de instituciona-
lización (Gráfico 1). 

Ello lo hace ser el Congreso más estable en estos términos en la región, condi-
ción que aparece más llamativa en el contexto latinoamericano, siendo resistente 
a importantes cambios en sus diseños institucionales con tres constituciones, 
diferentes sistemas electorales y heterogeneidad en la experiencia de los congre-
sistas, siendo importante estudiar el caso chileno en específico, para a partir de 
ello, plantear posibles comparaciones, a realizarse posteriormente, con las expe-
riencias en América Latina, lo que resalta el énfasis en el carácter descriptivo de 
la presente investigación (Gerring, 2012), pues en este caso es mejor una buena 
descripción que una mala explicación (G. King et al., 2018, p. 56). Por lo tanto, 
este artículo describe, con propósitos exploratorios, la experiencia parlamen-
taria e implementa un estudio de caso, al interior del mismo, comparando de 
las legislaturas en Chile (1828-2022). Los datos de las experiencias son descritos 
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por cohortes constitucionales, tipo de 
carrera y divididos por niveles de ex-
periencias. La descripción cuantitativa 
orienta la selección de los casos com-
parados, los cuales son analizados en 
tres grupos para buscar patrones de 

asociación entre experiencia legislati-
va y su relación con el ejecutivo. Por 
ende, utilizamos técnicas de investiga-
ción empleando análisis y evidencias 
cuantitativas y cualitativas. 

Gráfico 1: Índice de contrapeso al Poder Ejecutivo en América Latina.

Fuente: Elaboración propia en base a V-DEM v13.

El quehacer legislativo es un tra-
bajo extenuante que requiere un co-
nocimiento específico y práctico que 
sólo se aprende en el oficio. Así la ex-
periencia de un integrante del poder 
legislativo es importante para su des-
empeño político individual e institu-
cional (King 1981). Un congresista con 
más años en el ejercicio de su cargo 
será un parlamentario con un mayor 

conocimiento de los procedimientos 
y normas que rigen su actuar, además 
de conocer los códigos informales 
que constriñen su actividad congre-
sal. De esta manera, contará con ma-
yores recursos, lo que tendrá efecto 
en las relaciones entre el legislativo y 
el presidente. Así preguntamos: ¿los 
niveles experiencia parlamentaria por 
legislatura explican la dinámica de la 
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relación entre el Congreso y el po-
der ejecutivo en Chile? Nuestros ha-
llazgos sugieren que las experiencias 
políticas de los congresales tienden a 
asociarse con el tipo de relación que 
establecen con el presidente. Así que 
legislaturas más seniors, más jóvenes, 
o intermedias importan para el tipo 
de relación institucional que se instala 
entre los poderes, dictando el equili-
brio o desequilibrio en la conducción 
del gobierno. 

Sea la distinción clásica de carreras 
discretas, estáticas y ambiciosas (Schle-
singer (1966) o las estructuras de opor-
tunidad y cómo éstas inciden en los 
ascensos (Abramson et al., 1987; Cope-
land, 1989; Maisel et al., 1997; Maisel & 
Stone, 2014; Rohde, 1979), la literatura 
especializada se centra principalmente 
en el impacto que tiene las carreras le-
gislativas en el sistema político. De ahí 
que se examinaron en los incentivos 
económicos (Francis, 1993; Herrick & 
Moore, 1993; Squire, 1988; Treul, 2008), 
las capacidades agenciales de los con-
gresistas y el uso estratégicos de los re-
cursos y las relaciones con sus electores 
(Hibbing, 1986; Payne, 1982). 

El estudio de la experiencia política 
de los parlamentarios se ha enfocado 
por la permanencia en el cargo y las 
posiciones institucionales, y cómo es-
tas tendrían un efecto positivo en la 
eficacia de los parlamentarios produc-
to de un aprendizaje práctico, por un 
lado (Miquel & Snyder Jr., 2006, p. 360). 

Por otro, han sugerido que los políti-
cos con mayor oficio u años ejerciendo 
un papel destacado, se concentran más 
en defender o mejorar su posición en 
el circuito (Russo, 2011, p. 294). De esta 
manera, estos estudios invitan a con-
sideran la experiencia parlamentaria 
como un potencial elemento conflic-
tivo en la relación entre el presidente 
y el Congreso. 

	
En su mayoría, los estudios en Amé-

rica Latina sobre carreras parlamen-
tarias se han centrado en los factores 
estructurales. En sus explicaciones, se 
realzan los intereses, la institucionali-
dad y la función de los partidos (Des-
posato, 2006; Morgenstern & Nacif, 
2002; Siavelis & Morgenstern, 2008). 
Examinaron también la estructura 
de oportunidad sea desde la variedad 
de cargos –a nivel nacional y local– o 
cómo ésta se expresa en la organiza-
ción partidaria y sus efectos en el sis-
tema político (Altman & Chasquet-
ti, 2005; Basabe-Serrano, 2018; Botero, 
2010; Samuels, 2003; Santos & Pegu-
rier, 2011).

Más próximo a los intereses de esta 
investigación, vinculados a la experien-
cia parlamentaria en América Latina, 
se ha trabajado en construir índices 
para medir los niveles de profesiona-
lización, incluyendo variables tales 
como experiencia política y grado de 
especialización (Rincón, 2011). Son 
puntuales las investigaciones que se re-
montan históricamente a estudiar en 
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detalle las carreras de los congresales 
y la institucionalización del Congreso 
(Agor, 1973; González-Bustamante & 
Cisternas, 2016; Heise, 1974; Obando 
Camino, 2011). 

La selección de candidatos, estra-
tegias electorales, y el papel de los in-
cumbentes (Bunker, 2010; Bunker & 
Navia, 2015; Díaz Rioseco et al., 2006; 
Toro Maureira & García, 2008; To-
ro-Maureira & Valenzuela, 2018) fue-
ron también investigados así como los 
arreglos institucionales y partidarios 
tienen efectos en la producción legis-
lativa (Campos-Parra & Navia, 2022; 
Cisternas, 2021; Navia & Mimica, 2021). 
Otros, han elaborado indicadores a 
nivel país del funcionamiento orga-
nizacional, de la relación interinstitu-
cional entre poderes, evaluación de sus 
funciones legislativas o de representa-
ción (Coppedge et al., 2023b; Fish & 
Matthew, 2009).

Hay también aportes importantes 
que indagan los efectos de la experien-
cia parlamentaria en la producción le-
gislativa. Por ejemplo, los avances de 
los proyectos de ley dentro del Con-
greso (2006-2010) demuestran, entre 
otras variables, que las iniciativas ini-
ciadas por parlamentarios con menor 
experiencia tienen menos probabili-
dad de avanzar en los trámites legis-
lativos (Dockendorff, 2021). No obs-
tante, en un estudio bajo un intervalo 
más amplio sobre los Diputados (1990-
2018) ha apuntado que los proyectos 

presentados por parlamentarios poco 
experimentados no tienen un impacto 
importante en su aprobación (Faún-
dez Caicedo et al., 2022, p. 13). 

Recientes estudios apuntan preci-
samente a que la profesionalización 
parlamentaria consolida los equipajes 
institucionales como habilidad y co-
nocimiento para desafiar el ejecutivo 
en América Latina (Shair-Rosenfield 
& Stoyan, 2017). Nuestros resultados 
avanzan sobre tal intuición, aportando 
que demasiada experiencia política en 
el Congreso dificulta la relación con el 
poder ejecutivo, o sea, una mayor pre-
sencia de experimentados, habituados 
con la caja de herramientas institucio-
nal, tiende a generar conflictos en las 
relaciones entre el legislativo y el eje-
cutivo. De otro lado, avanzamos en el 
sentido de que parlamentarios novatos 
parecen, sea por el poco conocimiento 
practico, por la indisciplina partidaria, 
y/o la necesidad de los actores por fi-
delizar a sus electores, abrir márgenes 
para trabar y obstaculizar la relación 
con el presidente. A su vez, las legisla-
turas en torno a una experiencia pro-
medio muestran en general una mayor 
cooperación, facilitando la negocia-
ción entre el legislativo y el presidente.

La estructura del artículo es la si-
guiente. La primera sección introduce 
la experiencia parlamentaria por legis-
latura y cortes histórico-constituciona-
les, y el tipo de carrera legislativa que 
los actores adoptaron. A continuación, 
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promediamos las experiencias por le-
gislaturas, cumpliendo el análisis de 
datos el papel de orientar la selección 
de los grupos de casos y respaldar la 
construcción de un argumento sus-
tentado en una relación de tipo des-
criptivo (Gerring, 2012, p. 724), que se 
desarrolla posteriormente. La sección 
siguiente analiza las distintas legislatu-
ras y cómo la experiencia parlamenta-
ria que se desarrolla en ellas se vincula 
en la relación con el poder ejecutivo 
en Chile, desarrollando una explica-
ción argumental que se apoya en una 

extensiva sistematización, triangula-
ción e integración de fuentes histó-
ricas y secundarias. Finalmente, en la 
sección de conclusiones presentamos 
la síntesis de nuestros hallazgos consi-
derando los grupos de casos de parla-
mentarios más y menos experimenta-
dos, con los de experiencia promedio, 
y sugerimos una tipología para la aso-
ciación entre el nivel de experiencia 
y la relación que se establece con el 
ejecutivo. 

Las características del caso chileno

Extraemos información biográfica 
de parlamentarios desde el sitio de 
la Biblioteca del Congreso Nacional 
(BCN) por medio de minería de sitios 
web (webscrapping), en un período que 
abarcó desde los inicios del Congreso 
hasta la legislatura de 2022 (1818-2022). 
A partir de ello, se sistematizó y estu-
dió la experiencia de las legislaturas 
bajo periodos constitucionales-histó-
ricos y de tipos de carrera que se re-
presentan en los primeros dos gráfi-
cos. El tercero muestra las experiencias 
promedio por legislaturas y orienta la 
selección de casos con mayor, menor e 
intermedias, las que fueron examina-
das en profundidad.

Consideramos tanto el período 
constitucional como el tipo de carre-
ra que los actores han tenido por sus 
respectivas legislaturas en los primeros 

dos gráficos. En ellos, las mayores ex-
periencias se ven reflejadas en las áreas 
oscuras. Desde una perspectiva histó-
rica, en el gráfico 2 los actores políti-
cos que tienen más experiencia están 
principalmente bajo la constitución 
de 1833 en que se observa los tonos de 
gris más pronunciados. Entre las le-
gislaturas 6 y 17 se ilustra un proceso 
en que se ha implantado un paquete 
importante de reformas instituciona-
les y electorales que tenía por objetivo 
debilitar el poder del ejecutivo (Are-
llano-González & Martínez, 2020; Co-
rrea, 2015). Estas reformas no cambiaron 
la constitución de 1833, solo sumaron 
nuevas reglas y reinterpretaron otras 
(Arellano-González & Martínez, 2020). 
Tal cambio gradual, según la literatura, 
puede originarse por el tipo de acto-
res y el contexto político (Mahoney & 
Thelen, 2010). Así la experiencia previa 
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de los agentes, aunque no explica por si 
sola todos los cambios, ofrecen indicios 
iniciales de que las reformas graduales 
de fortalecimiento del legislativo sugie-
ren relacionarse en algún nivel con el 
aumento de la experiencia legislativa. 

Así la constitución de 1833 tenía una 
arquitectura institucional que estable-
cía en el poder ejecutivo el control de 
la competencia política, disponía de 
reglas electorales con poco incentivo 
a la aparición de nuevos competidores. 

Por el contrario, en la carta fundamen-
tal del 1925 había un sistema de par-
tidos consolidado y competitivo, su-
mado a un sistema proporcional que 
facilitaba la creación de emergentes 
tiendas partidarias. Historia muy dis-
tinta con la constitución de 1980, que 
posee un sistema electoral binomi-
nal (1989-2015) que asegura un cupo a 
las principales coaliciones (Gamboa, 
2006; Navia, 2005), sumado a algunos 
enclaves autoritarios tales como sena-
dores designados.

Fuente: Elaboración propia en base a información 
de la Biblioteca del Congreso Nacional (BCN).

Gráfico 2: Experiencia parlamentaria, según legislatura y constitución

Nota: Para efectos de mejor visualización del gráfico 2 recomendamos inspeccionarlo a través del link 
https://rpubs.com/RodrigoCuevasOssandon/116818.
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En el gráfico 3 dividimos el tipo 
de carrera entre quienes han transita-
do entre ambas casas legislativas (di-
putados y senadores) y aquellos que 
tuvieron experiencia solamente en la 
cámara baja o en la cámara alta, por 
legislatura. En esta nueva agregación 
los tonos cambian y están más difusos, 
aunque entre la legislatura 6 al 17, se 
observa que los más experimentados 
actuaron principalmente entre ambas 

cámaras legislativas a lo largo de sus 
carreras (diputados y senadores). Quie-
nes solo fueron diputados o senado-
res presentan alguna carga en dicho 
periodo y también, contemporánea-
mente, entre las últimas legislaturas 
registradas. Con esto observamos la 
presencia de una carrera parlamenta-
ria que es enriquecida por el tránsito 
entre ambas cámaras. 

Fuente: Elaboración propia en base a información de la Biblioteca del Congreso Nacional.

A continuación, presentaremos 
los promedios de años de experien-
cia parlamentaria a nivel individual 
y agregado por legislatura, un tipo de 
análisis que nos permitirá construir 
tipologías de análisis, clasificar y co-
nocer nuestro objeto de estudio (Ge-
rring, 2012; G. King et al., 2018), para 
posteriormente emplear, mediante su 

orientación, la selección de los casos 
(Seawright y Gerring 2008). Entre ellos, 
adoptamos como como criterio los ca-
sos subtípicos, o sea, aquellos que están 
más alejados del promedio. Es decir, la 
muestra analizada busca experiencias 
altas y bajas (casos subtípicos) y los 
casos típicos son los que se ubican en 
torno al promedio (Gerring 2017). La 

Nota: Para efectos de mejor visualización del gráfico 3 recomendamos inspeccionarlo a través del link https://
rpubs.com/RodrigoCuevasOssandon/1168205.

Gráfico 3: Experiencia Parlamentaria, según legislatura y tipo de carrera
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descripción de los datos individuales 
de los congresales y de ellos agregados 

en legislaturas se representan en la ta-
bla 1. 

Tabla 1. Experiencia de parlamentarios, nivel de individuo y              
promedio por legislatura.

Nivel de 
Experiencia

Promedio Desvío Estándar Mínimo Máximo N

Individual 8.89 8.46 0 63 6747

Legislatura 9.06 2.07 2.35 12.5 49

Fuente: Elaboración propia en base a Biblioteca del Congreso Nacional.

Al analizar diferentes niveles de 
experiencia, podemos identificar di-
ferentes factores (X) que afectan los 
resultados (Y) de manera variada. Los 
casos son considerados diversos cuan-
do ellos representan todos los poten-
ciales factores (Z), incluyendo conjun-
ciones causales, que pueden explicar 
la variación en los resultados (Y); se 
presupone que los factores causales 
reales (X) pueden ser encontrados en 
Z (Gerring 2017). Esto es un aspecto 
metodológico importante porque los 
resultados pueden ser influenciados 
bajo diferentes configuraciones cau-
sales. Al comparar múltiples casos, no 
solo buscamos medir parte de estes 
fenómenos, sino también exploramos 
descriptivamente patrones que emer-
gen intra e entre grupos.

Así el estudio de varios casos nos 
ayuda a comprender mejor qué 

significan y qué alcance tienen los di-
ferentes tipos de resultados en relación 
a una variable dependiente (Slater & 
Ziblatt, 2013), o sea, la relación entre el 
legislativo y el ejecutivo. En lugar de 
simplemente centrarse en cómo una 
sola variable causa un resultado (X → 
Y), este enfoque considera cómo múl-
tiples variables que están (X) pueden 
influir en un resultado específico (Y). 
En este sentido, la experiencia (X) y 
la posterior comparación cualitativa 
de múltiples casos encuadraría el pre-
sente artículo no solamente como de 
metodología mixta como también un 
estudio descriptivo de las causas-de-
los-efectos en contraste al estudio de 
los efectos-de-las-causas (Gerring, 2017; 
Mahoney & Goertz, 2006). 

De manera distinta a los estudios 
cuantitativos tradicionales, la descrip-
ción de la experiencia servirá aquí 
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como guía para la selección de los ca-
sos que componen el estudio de múlti-
ples casos. Una vez que seleccionamos 
los grupos de casos subtípicos y típicos 
descriptivos, recaudamos evidencias 
cualitativas de monografías históricas 
las cuales fueron “trianguladas” para 
garantizar la robustez de las informa-
ciones para los estudios de casos. Así 
para evitar sesgos de interpretación 
histórica utilizamos la estrategia de 
cuatros pasos de Lustick (1996) que 
incluyen: i) identificar el enfoque his-
toriográfico de los textos elegidos y 
enunciar sus limitaciones; ii) ante una 

amplia producción historiográfica es-
tablecer las regularidades, las cuales 
puedan ser contrastadas con la teoría 
a proponer; iii) construir una narrativa 
sobre la base de una ‘triangulación’ de 
afirmaciones sostenidas por distintos 
historiadores, desde diferentes fuen-
tes y enfoques para elevar los niveles 
de confianza del relato; iv) frente a la 
diversidad de relatos realizar juicios 
cualitativos que den cuenta de las op-
ciones y justifiquen la selección de los 
textos (Lustick, 1996, pp. 615-616).

Estudios de legislaturas comparadas

Tal como se desprende del gráfico 
4, las tres primeras legislaturas (1, 2 y 3) 
abren la descripción de las experiencias 
promedio. Para fines de mantener el 
criterio de casos diversos y representa-
tivos intragrupo y entre grupos, dichos 
casos suelen ser desviados para los tres 
primeros registros. Es decir, las prime-
ras legislaturas pertenecen a un perio-
do de inestabilidad política y de orga-
nización de la república chilena hasta 
más o menos 1830. Fue un periodo de 
motines liderados por militares, de ex-
perimentos constitucionales y gobier-
nos provisorios, definidos por algunos 
como anarquía y por otros como una 
aprendizaje (Edwards, 1928; Heise, 1978). 
El Congreso, por ende, se ve impactado 
por este convulsionado contexto políti-
co, y las tres primeras legislaturas poseen 
una experiencia parlamentaria bastante 

breve. Además, sus actores carecen de un 
equipaje político previo.

A su vez, tenemos también las an-
tepenúltimas y penúltimas legislaturas 
registradas (53 y 54), correspondientes al 
primer gobierno de Sebastián Piñera y al 
segundo de Michelle Bachelet. Ambos 
casos representan la experiencia acumu-
lada de un ciclo político iniciado en 1990, 
con el retorno a la democracia, que cris-
talizó una clase política sin restricción 
a la reelección y un sistema electoral 
que aseguró cupos a las dos principales 
coaliciones, o sea, “un seguro contra las 
mayorías” (Navia, 2005, p. 263). Es in-
teresante destacar que la legislatura 54 
se aprobó la Ley N°20.840 que colocó 
fin al sistema binominal e instaló uno 
proporcional inclusivo, cambiando las 
reglas del juego electoral. En resumen, 
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para los propósitos de selección de casos, 
se excluirán las primeras legislaturas (1, 2 
y 3) y las penúltimas y antepenúltimas 
(53 y 54). Esto se debe a que o bien son 
casos desviados o presentan una homo-
geneidad que no es representativa en 
su conjunto.

Así, con el propósito de analizar gru-
pos de legislaturas que sean diversos, 
heterogéneos y representativos, en tér-
minos de la experiencia parlamentaria, 
hemos decidido inicialmente seleccio-
nar tres grupos de casos. De estos, dos 
serán grupos diversos (subtípicos), mien-
tras que uno representará el promedio 
(típico). En esta selección, se han exclui-
do los casos desviados o homogéneos y 
no representativos, como se mencionó 

anteriormente. El primer grupo selec-
cionado son las legislaturas que presen-
tan la menor experiencia promedio y es 
representado por las legislaturas 36, 23 y 
34. A su vez, el segundo grupo, engloba 
las legislaturas con una experiencia alta 
en la que se destacan las legislaturas 7, 12 
y 52 como ejemplos emblemáticos. Por 
último, el tercer grupo fue seleccionado 
debido a su proximidad de las experien-
cias individuales promedios de los con-
gresales (línea solida) y de su agregación 
por legislatura (línea punteada). Consi-
derando que tres casos se sobreponen 
al centro de la línea sólida, dicho grupo 
tendrá excepcionalmente más que tres 
casos, se conformado por las legislaturas 
45, 10, 17, 19 y 15.

Gráfico 4: Experiencia Parlamentaria, según los promedios por legislaturas

Fuente: Elaboración propia en base a información de la Biblioteca del Congreso Nacional.
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En resumen, el primero corres-
ponde a los periodos legislativos con 
baja experiencia parlamentaria, mien-
tras que el segundo grupo se refiere 
a los periodos legislativos en los que 
se observa una alta acumulación de 
experiencia. Ambos grupos están ra-
zonablemente lejos del promedio, 

constituyéndose en casos diversos o 
subtípicos. El tercero grupo, sobre el 
promedio y la mediana, corresponde 
a los periodos legislativos en que se 
evidencia una experiencia normal, co-
nocidas también como casos típicos 
(Gerring 2017). 

Legislaturas 23, 34, y 36: Crisis, intervencionismo y 
amateurismo de los novatos

Un ejemplo de la incidencia que 
pueden tener las reformas electorales 
en legislaturas con poca experiencia 
parlamentaria es la conocida “Ley de 
Comuna Autónoma”, aprobada en 1891. 
Esta ley fue aprobada y promulgada 
por la legislatura 23 (1891-1894), siendo 
el segundo caso emblemático entre las 
legislaturas con menos experiencia. Di-
cho caso fue precisamente después de 
la “Guerra Civil” de 1891. Esta elección 
dejó fuera al bando perdedor, lo que 
perjudicó la experiencia parlamentaria 
en su conjunto.

Por otro lado, la Ley de Comuna 
Autónoma de 1891 fue aprobada y eli-
minó de manera definitiva el control 
central sobre las elecciones parlamen-
tarias y otras enmiendas asociadas a 
la incompatibilidad de cargos. En las 
elecciones siguientes (1894), con las 
reglas del juego electoral ya reformu-
ladas, las facciones políticas perdedo-
ras se reintegraron al Congreso en la 
legislatura 24, ganando así experiencia 

parlamentaria por encima del prome-
dio histórico.

En la legislatura 34, el Parlamento 
fue conformado durante el gobierno 
de Arturo Alessandri y duró solo cua-
tro meses, desde junio hasta septiem-
bre del año 1924, cuando el Congreso 
fue cerrado abruptamente por una in-
tervención militar. Durante el periodo 
legislativo anterior (1921-1924), se ob-
servó una disminución en la participa-
ción parlamentaria debido a la falta de 
organización en los partidos políticos 
y a la desmotivación de ciertos polí-
ticos tradicionales que eligieron no 
postularse para la reelección (Heise, 
1982, p. 187). Como resultado, las elec-
ciones al Congreso en 1924 estuvieron 
fuertemente influenciadas por una in-
tervención a gran escala por parte del 
poder ejecutivo.

El presidente Arturo Alessandri, en 
su determinación de llevar a cabo pro-
fundas reformas en lo que restaba de 
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su mandato, llegó a afirmar: “...Yo me 
encargaré de purificar los escaños par-
lamentarios, para que representen la 
voluntad general...” (Citado por Heise, 
1982, p. 194). Sus palabras, emitidas en 
diciembre de 1923, fueron el preludio 
de una intervención por parte del Po-
der Ejecutivo que evocó las antiguas 
prácticas electorales del siglo XIX. El 
resultado fue la formación de un Con-
greso compuesto por parlamentarios 

“regionalistas” y de “clase media”, des-
plazando a la tradicional “burguesía 
santiaguina” (Heise, 1982, p. 197). 

Sin embargo, a pesar del éxito de los 
candidatos respaldados por Alessandri, 
principalmente liberales, éstos no se 
mostraron persuadidos para aprobar 
su conjunto de reformas. Ello lo llevó 
a acercarse a los militares, quienes pos-
teriormente clausuraron el Congreso 
(Faúndez, 2011, p. 84).

Por su parte, la legislatura núme-
ro 36 coincidió precisamente con el 
período en el cual fue elegido el de-
nominado “Congreso Termal”. Esta le-
gislatura (1930-1932) se caracterizó por 
su naturaleza antidemocrática, ya que 
fue el resultado de la manipulación 
directa de las elecciones por parte del 
dictador Carlos Ibáñez del Campo. Bá-
sicamente, Ibáñez asignó de manera 
discrecional cupos entre distintos par-
tidos con el fin de llenar los escaños, 
solicitando una lista de candidatos a 
sus respectivos líderes y seleccionando 
a las personas más afines (Correa et al., 
2015, p. 105). Los partidos aceptaron 

esta fórmula por temor a la agitación 
social, dando inicio, a principios de 
1930 a un Congreso “a la medida de 
Ibáñez”. Sin embargo, a pesar de este 
evidente intervencionismo por parte 
del ejecutivo, debido a los problemas 
económicos del país y a la mala admi-
nistración del gobierno, muchos de los 
parlamentarios seleccionados por Ibá-
ñez le retiraron su apoyo en el trans-
curso de su gestión (Faúndez, 2011, p. 
91). La depresión económica de 1929 y 
la falta de respaldo político, llevaron 
a que el gobierno autoritario encabe-
zado por Ibáñez se viera obligado a 
dimitir a mediados de 1931.

En resumen, aunque la baja expe-
riencia del Congreso también tuvo cri-
sis políticas y de intervenciones por 
parte del poder ejecutivo, observamos 
dos patrones desde los estudios de ca-
sos de las legislaturas. La escasa acu-
mulación de experiencia sugiere resul-
tar, de un lado, en parlamentarios más 
sumisos, sea debido a su inexperiencia 
para lidiar con el gobierno, sea por el 
conocimiento limitado de los recursos 
institucionales que poseen. De otro, 
se nota parlamentarios más indisci-
plinados, tanto carentes de cohesión 
partidaria, como con poco equipaje 
para conducir los códigos informales 
que rigen la política institucional. Para 
ambos los patrones las relaciones entre 
congresales y el ejecutivo se ven des-
equilibradas y obstaculizadas.
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Legislaturas 7, 12, 52: Díscolos, personalistas y conflictivos 
entre los demasiado experimentados

En el primer caso de los periodos 
legislativos experimentados, destaca 
la séptima legislatura que transcurrió 
entre 1843 y 1846 y se insertó en un con-
texto de alta intervención del poder 
ejecutivo. En aquella época, las listas 
parlamentarias eran definidas directa-
mente por el gobierno, reduciendo así 
la competencia al mínimo (Valenzuela, 
1987). El periodo legislativo mencio-
nado no escapó de esta realidad, tal 
como lo describe la literatura, en la 
que se reconoce la intervención de 
la administración del presidente Ma-
nuel Bulnes a través de sus ministros 
Ramón Irarrázaval y Manuel Montt 
(Barros Arana, 1905, p. 325). Por lo ge-
neral, este Congreso es considerado 
como tranquilo, si bien se destacan 
más las legislaturas 8 y 9. Al contar 
con un promedio alto de experiencia, 
se corre el riesgo, por primera vez, de 
rechazar la ley anual de presupuesto, 
también conocida como ley periódica 
(Collier, 2005, p. 126; Heise, 1974, p. 30).

A pesar de la importante acumula-
ción de experiencia durante el periodo 
legislativo 7, la actividad parlamentaria 
no estuvo exenta de tensiones con el 
gobierno, a pesar de que este Congreso 
fue elegido con mucha intervención 
por parte del ejecutivo (Barros Arana, 
1905, p. 325). Si examinamos las legis-
laciones debatidas, es posible observar 
que el gobierno enfrentó dificultades 
inesperadas para aprobar sus proyectos 

y obtener los recursos solicitados al 
Congreso. De hecho, fue en 1846 cuan-
do se iniciaron las interpelaciones a 
los ministros (Heise, 1974, p. 61). En 
cuanto a los proyectos legislativos pa-
trocinados por el ejecutivo, como la 
ley de matrimonios para no católicos 
(conocidos como "disidentes") y otra 
sobre la supresión del fuero para los 
diputados y senadores, tuvieron un co-
mienzo bastante complicado durante 
estos años (Barros Arana, 1905, p. 356).

El primer proyecto no logró ser 
aprobado en esta legislatura, lo cual 
es comprensible en un contexto en 
el que la relación entre el Estado y la 
Iglesia Católica seguía siendo muy es-
trecha. La segunda iniciativa afectaba 
directamente a los parlamentarios, ya 
que eliminaba la exclusividad de ser 
juzgados únicamente por la Corte Su-
prema en caso de una acusación civil 
o criminal. También se presentaron 
diferencias entre las distintas cámaras, 
lo que acentuó este carácter indisci-
plinado. Un ejemplo de esto fue la ley 
de “allanamiento de casas”, que otor-
gaba a las autoridades locales la facul-
tad de autorizar la visita, inspección y 
reconocimiento de una casa. Esta ley 
fue aprobada en el Senado, pero lue-
go rechazada por la Cámara de Dipu-
tados debido al revuelo público que 
causó. La actitud desobediente de este 
Congreso experimentado también se 
manifestó en la dificultad que tuvo el 
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ejecutivo para aprobar un aumento 
de gastos en el presupuesto fiscal por 
conceptos de sueldos, viajes de autori-
dades y otros recursos de carácter más 
doméstico (Barros Arana, 1905, p. 356).

En un ambiente políticamente ten-
so, los parlamentarios experimentados 
de la legislatura número 12 (1858-1861) 
tuvieron un alto nivel de conflicto con 
el poder ejecutivo. Durante la legisla-
tura anterior (1855-1858), los senadores 
presionaron al gobierno para que rea-
lizara un cambio de gabinete, lo que 
postergó la aprobación de la ley de pre-
supuesto en agosto de 1857 e incluso 
llevó al presidente Montt a considerar 
renunciar a su cargo (Edwards, 1932b, p. 
214). Las elecciones que dieron forma 
al Congreso de 1858 revivieron las hos-
tilidades políticas. Así lo describe el 
historiador Alberto Edwards al retratar 
la oposición legislativa que enfrentaba 
la administración de Montt: “El am-
biente en el que comenzó sus sesiones 
el nuevo Congreso estaba, por lo tanto, 
muy tenso y solo encontró hostilidad 
sistemática para rechazar todas sus ini-
ciativas” (Edwards, 1932a, p. 171).

Tanto el proyecto de instrucción 
primaria, una iniciativa emblemática 
de Montt, como el proyecto de ley de 
Bancos de Crédito, enfrentaron difi-
cultades para ser aprobados, siendo fi-
nalmente promulgados recién en 1860. 
Las interpelaciones a los ministros y 
las obstrucciones al trámite de los pro-
yectos fueron mecanismos utilizados 

por estos parlamentarios rebeldes. Esta 
actitud hostil del Congreso se enmarca 
en un proceso gradual de desconcen-
tración del poder presidencial (Are-
llano-González & Martínez, 2020), el 
cual incluso llevó al país a una revuelta 
en 1859, que contó con el apoyo de mu-
chos parlamentarios de la oposición.

Por otro lado, el periodo legislativo 
52 (2006-2010) también evidencia una 
acumulación de experiencia contun-
dente. En el primer periodo de admi-
nistración de la Presidente Michelle 
Bachelet, la aprobación de proyectos 
de ley enviados por el ejecutivo duran-
te este periodo comienza a descender 
(57,1%) si lo comparamos con casi dos 
tercios de aprobación obtenido con el 
gobierno de Lagos (Gamboa & Doc-
kendorff, 2022, p. 66). Esta tendencia se 
mantiene en las siguientes legislaturas 
y presentan a congresos con parlamen-
tarios con mucha experiencia. Aunque 
dichas cifras muestran alta capacidad 
de producción legislativa, esta impor-
tante baja puede ser explicada en parte 
por cambios institucionales del 2005 
en favor del legislativo (Godoy & Na-
via, 2023). Por ejemplo, Toro y Hurta-
do (2016) plantean en un estudio para 
este periodo que la coordinación car-
telizada en los distintos comités del 
Congreso fueron clave para explicar la 
aprobación de las iniciativas presiden-
ciales. Consideramos que este compor-
tamiento se hace posible también por 
el nivel de experiencia acumulada por 
dicho grupo. 
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En síntesis, los casos supra mencio-
nados sugieren que parlamentarios 
más experimentados, actores con más 
conocimiento en las prerrogativas del 
cargo, de sus habilidades, y mayor ma-
nejo entre sus pares, pueden implicar 
mayores dificultades o restricciones 

en la agenda del gobierno. Dicho ha-
llazgo se suma a las evidencias que la 
profesionalización legislativa aumenta 
su capacidad institucional de desafiar 
al ejecutivo (Shair-Rosenfield & Sto-
yan, 2017). 

Legislaturas 10, 15, 17, 19 y 45: Cooperación y reformas bajo 
las experiencias promedio 

La legislatura 10 (1852-1855) fue in-
augurada después de la “Revolución 
de 1851” en los inicios del primer go-
bierno de Manuel Montt (1851-55). Se 
recuerda este periodo como uno de 
los más prósperos de la época por sus 
progresos materiales y de tranquilidad 
política (Collier, 2005, p. 255; Edwards, 
1932b, p. 127). Si bien la amnistía solici-
tada por algunos parlamentarios para 
los responsables del levantamiento de 
1851 generó algún grado de tensión al 
gobierno, esto no logró ensombrecer 
su relación con el poder legislativo. La 
oposición había quedado desarticula-
da luego de ser sofocada la revuelta, 
logrando el gobierno elegir a la mayo-
ría de sus adherentes en el parlamento, 
desplegando toda su capacidad inter-
ventora en el proceso electoral. Par-
tamos por señalar que durante este 
periodo legislativo, el Congreso no 
tuvo inconvenientes en renovar sus 
facultades extraordinarias, dejando al 
presidente con un poder casi absolu-
to, en reacción ante algunos motines 
de aquella época (Collier, 2005, p. 250). 

En términos legislativos, no se per-
ciben mayores reformas políticas, pero 
no es menor la aprobación de la ley de 
orgánica de municipalidades, la cual 
permitió darle mayores atribuciones a 
los gobiernos comunales. También fue 
en este período, en el que se tramitó 
en una comisión del Congreso, bajo la 
directa supervisión del presidente Ma-
nuel Montt, el Código Civil. Si bien su 
promulgación fue el 14 de diciembre 
del 1855, su real avance para su apro-
bación se desarrolló en esta legislatura 
(Edwards, 1932b, p. 140). Sin ir más lejos, 
en este Congreso se aprobó la ley que 
disolvió los mayorazgos, la cual generó 
un importante debate entre el mun-
do conservador y liberal en el perio-
do legislativo anterior, siendo resuelto 
con su promulgación en 1852 (Donoso, 
1946, p. 166; Edwards, 1932b, p. 142). Si 
bien no fue un periodo con muchas 
reformas políticas, tampoco se obser-
vó una posición hostil del Congreso. 

Durante la legislatura 15 (1867-1879) 
se aprobó una enmienda que declaraba 
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reformables un número importante de 
artículos de la Constitución de 1833. 
Esta enmienda, aprobada en agosto 
de 1867, abrió las puertas a un paquete 
de reformas que terminaría por dismi-
nuir el poder presidencial. Este perio-
do legislativo ha sido calificado como 
un “Congreso sin oposición” (Heise, 
1982, p. 39) debido al nivel de interven-
ción que tuvo en el proceso electoral. 
Además, la profundidad de esta refor-
ma habla de un espíritu colaborativo 
entre las fuerzas políticas de forma 
transversal. Con el correr de los años, 
este proceso culminará en el fortaleci-
miento del poder legislativo.

En efecto, es durante la legislatura 
17 (1873-1876) que encontramos el pe-
riodo de las “más importantes refor-
mas” a la Constitución (Correa, 2015, p. 
49). Bajo la administración liberal del 
Presidente Federico Errázuriz Zañartu 
(1871-1876), se realizaron grandes refor-
mas políticas que debilitaron el po-
der presidencial (Arellano-González 
& Martínez, 2020; Correa, 2015; Hei-
se, 1982). Es un periodo que gradual-
mente se inició con la preponderancia 
del poder legislativo sobre el ejecutivo, 
desplegándose en un comienzo, por 
la activación de algunas prerrogativas 
del Congreso para contener el poder 
presidencial y que luego se ampliaron 
con la reforma al orden constitucional 
vigente (Arellano-González & Martí-
nez, 2020; Heise, 1982). A pesar de este 
contexto favorable a la reforma, el pre-
sidente Errazuriz, un eximio liberal, 
miembro de la polémica Sociedad de 

la Igualdad, parlamentario experimen-
tado y uno de los reconocidos promo-
tores de la necesidad de reformar a la 
carta de 1833, no le fue fácil tramitar sus 
proyectos de reformas en el Congreso 
(Heise, 1982, p. 45). De hecho, el deci-
mosexto periodo legislativo (1870-1873), 
denominado “Constituyente”, con más 
años de experiencia, fue bastante im-
productivo en ese sentido, aprobándo-
se únicamente la reforma que impedía 
la reelección presidencial.

Fue durante la legislatura 17 en la 
que se impulsó el mayor número de re-
formas destinadas a fortalecer el poder 
del Congreso y ampliar la base electo-
ral de los partidos políticos (Collier & 
Sater, 1999, p. 115; Edwards, 1932a, pp. 
160-161; Valenzuela, 1985, p. 37). Como 
ejemplo del mayor oficio y espíritu 
colaborativo de los parlamentarios 
de este periodo legislativo, destaca la 
rapidez con que se acordó sugerir la 
reforma del artículo 54, que exigía el 
quorum de mayoría absoluta en cada 
una de las Cámaras, lo que generaba 
enormes problemas en la convocatoria 
y aprobación de las mismas (Edwards, 
1932a, p. 161). Esto permitió agilizar el 
trámite de las otras reformas políticas 
que se buscaban implementar. 

Si bien es cierto que el contexto po-
lítico propendía a una reforma profun-
da del sistema político, concretamente 
la disminución del poder presidencial 
en favor del poder legislativo, se pre-
sentaron diferencias entre el ejecuti-
vo y la mayoría del Congreso, que se 
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explican fundamentalmente porque el 
partido conservador decide distanciar-
se de los liberales. Por ejemplo, estas 
discrepancias entre el gobierno y el 
Congreso se constatan en la aproba-
ción de la reforma electoral, en que la 
mayoría de los congresistas apoyó la 
idea que se depositara el poder electo-
ral en la Junta de Mayores Contribu-
yentes y no en el Municipio, contradi-
ciendo las pretensiones del gobierno 
(Heise, 1982, p. 45; Valenzuela, 1985, p. 
103). También se sostuvieron desave-
nencias entre poderes respecto al voto 
acumulativo, lo que incluso obligó al 
presidente Errazuriz a utilizar su po-
der de veto objetando el artículo, el 
cual fue aprobado finalmente por el 
Senado para su pronta promulgación 
(Donoso, 1946, p. 423). 

Se confirma este espíritu colabora-
tivo y reformista del parlamento con 
experiencia promedio en lo aconteci-
do en la legislatura 19 (1879-1882). Du-
rante este periodo, se aprueba que las 
reformas a la Constitución puedan ser 
impulsadas por mociones de cualquie-
ra de los parlamentarios. También se 
restringe la capacidad de veto del pre-
sidente1. Además, es en este periodo 
donde se inicia la discusión sobre las 
necesidades de las incompatibilidades 
parlamentarias, resultando en la apro-
bación de una ley al respecto que más 
tarde se incorporaría a la Constitución 

1	 Reforma a la Constitución promulgada el 
12 de enero 1882. Véase: [https://www.bcn.
cl/leychile/navegar?idNorma=131721]

(Donoso, 1946, p. 485). En otras pala-
bras, estos congresos tienen la capaci-
dad de impulsar reformas, ampliar sus 
prerrogativas y consolidar un equili-
brio con el ejecutivo.

Finalmente, la legislatura 45 (1965-
1969), se destacó también por ser un 
periodo legislativo en el que se apro-
baron importantes reformas. Este 
parlamento le permitió al presidente 
Eduardo Frei Montalva (1964-1970) te-
ner una posición más cómoda para im-
pulsar un importante conjunto de re-
formas. Con una votación que bordeó 
el 40% logró obtener la mayoría en la 
Cámara de Diputados, consiguiendo 
82 asientos. No obstante, este tsunami 
electoral no le permitió tener mayo-
ría en la segunda Cámara obteniendo 
solamente 13 escaños (Collier & Sater, 
1999, p. 267) bajo los mecanismos de 
reemplazo en el Senado. Bajo este es-
cenario el gobierno estaba obligado a 
negociar con la oposición de derecha 
e izquierda si quería implementar su 
programa asociado a reformas como: a 
la promoción popular, la reforma agra-
ria, democratización y tecnificación de 
la Educación, y control de la mayoría 
de la propiedad (chilenización) de la 
gran minería del cobre (Huneeus & 
Couso, 2018).

La profundidad de las reformas 
planteadas por la administración de 
Frei Montalva se dio en un contexto 
de polarización del sistemas de parti-
dos (Valenzuela, 1989; Valenzuela, 1995), 
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siendo un movimiento centrifugo que 
se intensificó con el triunfo de la De-
mocracia Cristiana en las elecciones 
presidenciales (1964) y parlamentarias 
(1965) (Scully, 1992, p. 218). Si bien el 
escenario político electoral fue favo-
rable para esta colectividad, la escena 
política en el Congreso y en el sistema 
político en general hizo poco auspicio-
so un proceso de reformas. 

A pesar de este escenario político 
complejo para la aprobación de inicia-
tivas legislativas, éste es uno de los pe-
ríodos que arrojó profundas reformas 
políticas. Su estrategia fue muy simple; 
tratar de conseguir sus reformas con 
los votos de la derecha y la izquierda, 
dependiendo de las características de 
cada proyecto (Faúndez, 2011, p. 182). 
Su estrategia fue correcta, porque con-
siguió aprobar su política de “chileni-
zación del cobre” con los votos de la 
derecha; y aprobar la reforma agraria 
y la sindicalización del campesinado 
con los votos de la izquierda (Baeza, 
2018, p. 82; Collier & Sater, 1999, pp. 
269-275; Faúndez, 2011, p. 184). Los pro-
cesos de tramitación de los iniciativas 
legislativas fueron lentos y sujetos a 
muchas modificaciones (Cumplido, 
1976, p. 37), por lo que se espera que 
un congreso con parlamentarios expe-
rimentados cumpla un rol activo en la 
negociación de los proyectos, conside-
rando que el partido de gobierno no 
tenía los votos para sacar sus reformas.

No esta demás recordar que esta le-
gislatura le denegó al presidente Frei 
Montalva la aprobación de la Reforma 
Constitucional, Ley 17.284, demostran-
do su oficio y capacidad negociadora 
ante un proyecto que, entre otras cosas, 
ampliaba las facultades del poder eje-
cutivo en el proceso de la formación de 
la ley (Cumplido, 1976, p. 13). Presenta-
do originalmente el primer proyecto 
el 1 de diciembre de 1964, tuvo 5 años 
de dura tramitación, principalmente 
en el Senado, donde el gobierno no 
tenía mayoría, en que se rechazaron 
disposiciones de resolución de conflic-
tos entre poderes como el plebiscito, 
la disolución del congreso y llamado 
a nuevas elecciones, pero aprobando 
la modificación de reglamentos para 
aceleración de la tramitación de un 
proceso de ley; la facultad para que las 
Cámaras pudieran declarar la urgencia 
a las leyes; y la delegación de facultades 
legislativas en el presidente (Cumpli-
do, 1976, p. 18). Es decir, el proceso para 
aprobar esta reforma implicó la pre-
sentación de dos proyectos, sufriendo 
ambos fuertes modificaciones y larga 
en la tramitación2, lo que da cuenta 
de parlamentarios con fuertes capaci-
dades de negociación.

En el caso de la revisión de las legis-
laturas que evidencian una experien-
cia promedio, los congresistas pare-
cen ser lo suficientemente viejos para 

2	 El proyecto fue despachado finalmente el 
29 de diciembre en el cuadragésimo sexto 
periodo (1969-1973)



67

no ser revolucionarios y son lo sufi-
cientemente jóvenes para no caer en 
el inmovilismo. A pesar de múltiples 
diferencias y tensiones entre poderes, 
se nota que las legislaturas con expe-
riencia intermedia poseen o una rela-
ción más cooperativa con el ejecutivo 
o incluso momentos de protagonismo. 
De todas maneras, dichas legislaturas 

se mostraron capaces de trabajar con-
juntamente al gobierno al avanzar y 
lograr la aprobación de reformas y le-
yes importantes para el país. 

Conclusiones

En prácticamente doscientos años de 
historia casi ininterrumpida del Congre-
so en Chile observamos que bajo la cons-
titución de 1833 se generaron periodos 
legislativos con mayor acumulación de 
experiencia parlamentaria. Eventos po-
líticos contingentes o transformaciones 
estructurales en el sistema político tal 
como son los marcos constitucionales, 
o también conocidos como “coyuntu-
ras críticas” (Capoccia & Kelemen, 2007; 
Capoccia & Ziblatt, 2010), pueden tener 
un impacto en el surgimiento de nue-
vas generaciones de congresales aumen-
tando o disminuyendo la experiencia 
promedio de las legislaturas respectivas. 
A su vez, también observamos que los 
actores que han construido sus carreras 
transitando entre las cámaras legislati-
vas son más experimentados en prome-
dio que los actores que estuvieron solo 
como diputado o senador a lo largo de 
sus trayectorias. 

La experiencia política, por lo tanto, 
es relevante no solo para la eficiencia 

parlamentaria, sino también para la re-
lación con el ejecutivo (Miquel & Sn-
yder Jr., 2006; Russo, 2011). Al analizar 
cómo diferentes niveles de experiencia 
parlamentaria están asociados en la re-
lación con el poder ejecutivo, de acuer-
do a nuestros resultados, las legislaturas 
con menor experiencia presentan una 
actitud más indisciplinada o menos co-
laborativa, incluso aquellas que fueron 

“elegidas” con intervención unilateral y 
de forma autoritaria desde el ejecutivo. 
Es decir, aún con la máxima interferen-
cia por parte del presidente éste aun así 
no tiene garantías de un Congreso to-
talmente servil. La falta de experiencia, 
por lo tanto, sugiere afectar la relación 
legislativo-ejecutivo generando múlti-
ples obstáculos al gobierno. 

Por otro lado, observamos que los 
periodos legislativos con demasiada ex-
periencia no necesariamente implican 
relaciones cooperativas con el ejecutivo. 
Estas legislaturas parecen eventualmen-
te ser más desafiantes al defender sus 
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propias agendas o estando compuestas 
por actores más personalistas o con me-
nor aversión al riesgo a la hora de optar 
por la confrontación. Probable que estos 
actores posean una gran cantidad de ha-
bilidades y conocimientos acumulados a 
lo largo de una carrera más desarrollada. 
Sumase a ello congresos mínimamen-
te profesionalizados, lo que favorece el 
aumento de incentivos para desafiar el 
ejecutivo (Shair-Rosenfield & Stoyan, 
2017). Así, los parlamentarios con más 
experiencia parecen generar dificulta-
des o restricciones a la conducción del 
gobierno, lo que resulta en mayores po-
sibilidades de conflicto.

Finalmente, las legislaturas interme-
dias fueron las que presentaron un pa-
trón más cooperativo, lo que resultó en 
importantes reformas políticas y la pro-
ducción de leyes significativas. La expe-
riencia parlamentaria promedio parece 

facilitar la relación con el ejecutivo, sugi-
riendo más equilibrio entre los poderes, 
aunque no exenta de conflictos. Estos 
son casos de distintos periodos histó-
ricos marcados por tensiones políticas 
en Chile, pero las legislaturas interme-
dias han demostrado tener la capacidad 
pragmática y programática para llevar a 
cabo cambios importantes, a pesar de las 
diferencias políticas e ideológicas con 
el ejecutivo.

En resumen, observamos que la varia-
ción en la experiencia parlamentaria es 
relevante para la relación entre el legis-
lativo y el ejecutivo. Los hallazgos de los 
estudios de casos histórico-comparados 
han demostrado que los niveles de expe-
riencia de las legislaturas están asociados 
con distintos tipos de relaciones con el 
gobierno. Los resultados y contribucio-
nes del artículo se resumen en la tabla 
a continuación.

Tabla 2 – Casos legislaturas comparadas y patrones de relaciones con el ejecutivo

Legislatura Período Tipo de 
Experiencia

Promedio 
experiencia*

Contextos políticos e 
institucionales

Relación 
legislativo- ejecutivo

23
34
36

1891-1894
1924

1930-1932

Baja 7.27 (10.1)
7.36 (7.32)
5.17 (1.47)

Post-Guerra Civil, 
intervención militar, 

y congreso autori-
tariamente impues-
to por el ejecutivo 

ponen aún más tra-
bas en la relación 

legislativo-ejecutivo

Obstaculizada
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Dado que este estudio abarca una 
perspectiva temporal extensa, abre las 
puertas a nuevos estudios y enfoques. 
Al llevar a cabo un examen más deta-
llado de los periodos legislativos con 
mayor o menor experiencia, se podría 
descubrir las prácticas de políticos con 
mayor o menor habilidad en la trami-
tación de las leyes, investigar las trayec-
torias personales o hacer seguimiento 
a generaciones de parlamentarios que 
construyen carreras conjuntas. Ade-
más, se podría fortalecer el concepto 
de experiencia parlamentaria al incluir 
en el análisis no solo la experiencia en 
el parlamento, sino también en el eje-
cutivo u otros tipos de cargos políticos.

En última instancia, esta investiga-
ción, que abarca aproximadamente 
dos siglos de historia parlamentaria 
en el caso chileno, plantea diversas 
preguntas y resalta la relevancia del 
funcionamiento del parlamento en los 
sistemas presidenciales, especialmente 
en el contexto latinoamericano en que 
es frecuente el conflicto interinstitu-
cional entre poderes. Estas perspec-
tivas adicionales podrían ofrecer un 
mayor entendimiento de los matices 
de la dinámica parlamentaria y su re-
lación con el poder ejecutivo.

Fuente: Elaboración propia. *Entre paréntesis se indica desvío estándar.

7
12
52

1843-1846
1858-1961
2006-2010

Alta 11.3 (9.13)
11.3(10.7)
11.2(7.39)

Legislaturas experi-
mentadas tienden a 

buscar agendas propias 
o poseen actores de-

masiado personalistas 
que desequilibran o 
desafían el ejecutivo

Conflictuada

10
15
17
19
45

1852-1855
1867-1870
1873-1876
1979-1882
1965-1969

Promedio 8.86 (8.24)
9.09 (11.9)
8.88 (9.94)
8.95 (8.57)
8.86 (6.47)

Aunque hubo rela-
ciones tensas o coali-
ciones minoritarias, 

legislaturas promedio 
lograron aprobar refor-
mas y leyes importan-
tes junto al ejecutivo

Equilibrada
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País Primer 
Congreso

Promedio Desvío 
estándar

Min Max

Argentina
Bolivia
Brasil
Chile
Colombia
Costa Rica
Ecuador
El Salvador
Guatemala
Honduras
México
Nicaragua
Panamá
Paraguay
Perú
República Dominicana
Uruguay
Venezuela
 

1816
1825
1824
1811
1821
1825
1830
1824
1825
1824
1821
1913
1904
1813
1822
1844
1830
1811

0,57
0,23
0,41
0,62
0,71
0,64
0,38
0,15
0,20
0,20
0,28
0,14
0,34
0,24
0,44
0,09
0,72
0,32

0,15
0,18
0,24
0,24
0,08
0,23
0,17
0,17
0,23
0,06
0,26
0,20
0,25
0,22
0,23
0,06
0,21
0,34

0,23
0,06
0,06
0,22
0,15
0,13
0,13
0,02
0,02
0,14
0,03
0,02
0,03
0,04
0,07
0,04
0,06
0,01

0,84
0,75
0,94
0,98
0,84
0,96
0,80
0,80
0,78
0,53
0,77
0,76
0,78
0,80
0,97
0,40
0,94
0,92

Valenzuela, J. S. (1987). Hacia la formación 
de instituciones democráticas: Prácticas 
electorales en Chile durante el siglo XIX. 
Estudios Públicos, 215-257.

Valenzuela, J. S. (1995). Orígenes y trans-
formaciones del sistema de partidos en 
Chile. Estudios Públicos, 58, 5-80.

Fuente: Elaboración propia en base a sitios institucionales de 
poderes legislativos latinoamericanos y V-DEM.

Año de fundación del Primer Congreso e Índice de                       
Contrapeso al poder.

Anexo 1: Características institucionales Congresos de 
América Latina

Juan Carlos Arellano - Rodolfo de Camargo Lima - Rodrigo Cuevas
Experiencias del Congreso en Chile (1828-2022): un caso atípico en América Latina 
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RESUMEN

Uno de los problemas clásicos de la economía política ha sido 
comprender la relación entre los salarios y la productividad labo-
ral ya que, si ambas variables crecen a la par, la participación de 
los ingresos laborales en el PIB permanece sin cambios. No obs-
tante, la evidencia empírica de Estados Unidos, Europa y Japón 
ha mostrado un desacople donde las variaciones positivas en 
la productividad no se reflejan completamente en aumentos de 
los ingresos laborales reales. Ante ello, este estudio busca deter-
minar si una tendencia similar se presenta en América Latina, 
investigando en qué medida el crecimiento real de los salarios ha 
estado asociado con el crecimiento de la productividad laboral 
en ocho países de la región durante el período 1975-2018, una 
vez controlados otros factores que afectan el crecimiento de la 
remuneración. Los resultados indican que existen significativas 
diferencias en las trayectorias de crecimiento o decrecimiento de 
los salarios y la productividad entre los países. A su vez, aunque 
el desacople entre productividad y salarios es evidente, su mag-
nitud varía: en cinco países, los incrementos de productividad 
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no se trasladan completamente a aumentos salariales, mien-
tras que en los tres restantes, los salarios aumentan más que 
la productividad. Un análisis de descomposición del desacople 
para Argentina, Brasil y México identifica que los cambios en 
la participación del ingreso laboral sobre el ingreso total y la 
desigualdad salarial son los factores más relevantes para explicar 
la brecha entre productividad y salarios.

Palabras Clave: productividad laboral – salarios reales – partici-
pación asalariada – inequidad salarial.  

ABSTRACT

One of the classical problems in political economy has been unders-
tanding the relationship between wages and labor productivity. If 
both variables grow in tandem, the labor income share in GDP 
remains unchanged. However, empirical evidence from the United 
States, Europe, and Japan has shown a decoupling where increases 
in labor productivity are not fully reflected in rises in real labor 
incomes. This article seeks to determine whether a similar trend 
exists in Latin America, investigating to what extent real wage 
growth has been associated with labor productivity growth in 
eight Latin American countries from 1975 to 2018, while contro-
lling for other factors affecting compensation growth. The results 
reveal significant wage trajectories and productivity growth diffe-
rences among these countries. Although the decoupling between 
productivity and wages is evident, its magnitude varies: in five 
countries, productivity increases do not fully translate into wage 
growth, while in the other three, wages rise more than productivity. 
A decomposition analysis of the decoupling in Argentina, Brazil, 
and Mexico identifies that changes in the share of labor income 
over total income and wage inequality are the most relevant factors 
explaining the gap between productivity and wages.

Keywords: labor productivity – real wages – labor share – wage 

inequality.
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I.- Introducción

Los aumentos de los salarios rea-
les y de la productividad laboral tie-
nen importantes implicaciones para 
el bienestar, ya que son indicativos del 
grado en que los trabajadores se be-
nefician del crecimiento económico. 
Es decir, la ruta más directa en que 
el producto por trabajador afecta los 
estándares de vida es mediante las ga-
nancias en los ingresos laborales reales.

No obstante, América Latina exhi-
be una larga y profunda desigualdad 
de ingresos, explicada por una per-
sistente heterogeneidad estructural 
(Amarante et al., 2023). Esta heteroge-
neidad se manifiesta en significativas 
diferencias de productividad laboral 
tanto intra e intersectoriales como 
entre diferentes tamaños de empre-
sa dentro de los países (Infante, 2011). 

Estas características están interre-
lacionadas: un entramado empresa-
rial heterogéneo genera un mercado 
laboral segmentado, en el cual los 
trabajadores se insertan en estratos 
productivos con grandes brechas de 
productividad. En otras palabras, la 
heterogeneidad de la estructura pro-
ductiva se refleja en el mercado de 
trabajo, donde coexiste un pequeño 
grupo de trabajadores en estratos mo-
dernos con alta productividad y eleva-
das remuneraciones, junto a un nume-
roso grupo de ocupados en estratos 
de productividad media y baja con 

ingresos laborales bajos. Esto se tra-
duce en salarios muy desiguales entre 
los trabajadores.

Este mercado laboral fragmentado 
en América Latina ha impulsado una 
larga agenda investigativa en la región, 
como se constata en que CEPAL (2014) 
lo define como la llave maestra para la 
igualdad. Ello se justifica, por una par-
te, ya que la fuerza de trabajo resulta 
esencial para cualquier proceso pro-
ductivo y por los empleos que allí se 
generan, y, por otra parte, dado que el 
ingreso laboral de un asalariado cons-
tituye prácticamente en su totalidad el 
ingreso de un hogar, lo que representa 
el sustento para el progreso material. 

A la par, CEPAL (2018) también 
enfatiza que la remuneración a nivel 
agregado desempeña un rol clave tan-
to en la distribución funcional y per-
sonal del ingreso como en la participa-
ción de la masa salarial en el producto, 
siendo objetivos clave en la consecu-
ción de un desarrollo inclusivo basado 
en una distribución más justa y en un 
mayor peso del ingreso laboral en el 
ingreso total.

En este respecto, el estudio de la 
dinámica salarial y su relación con la 
productividad, tanto desde el punto 
de vista de la distribución funcional 
del ingreso como del traspaso de las 
variaciones de la productividad a las 
de la remuneración de los ocupados, 
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ha suscitado un extenso debate teóri-
co y empírico.

En lo referente a la repartición del 
ingreso entre el trabajo y el capital, ha 
habido una tendencia decreciente en 
la participación de la remuneración 
de los trabajadores en el ingreso total 
desde la década de los ochenta en el 
mundo desarrollado y luego en las dé-
cadas de 1990 y 2000 en las economías 
en desarrollo. En este sentido, Abeles 
et al. (2014), Alarco (2014, 2016) y Alar-
co y Castillo (2018) han estudiado la 
participación del ingreso laboral en el 
ingreso total en América Latina, cons-
truyendo meticulosamente series de 
largo plazo para un número importan-
te de países en la región. En tanto, Abe-
les et al. (2017) extienden el análisis de 
la distribución funcional del ingreso a 
una perspectiva sectorial en Argentina, 
Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, 
Guatemala, Honduras y México para 
el periodo entre 2000 y 2010.

En lo referente a la indexación o 
traspaso de las variaciones de la pro-
ductividad laboral a los salarios, se ha 
manifestado un significativo desacople 
en el crecimiento de los ingresos labo-
rales respecto al crecimiento del pro-
ducto por trabajador en las economías 
avanzadas, como se evidencia en Esta-
dos Unidos (Bivens & Michels, 2015; 
Stansbury & Summers, 2017) y Europa 
(Schwellnus et al., 2017; Pasimeni, 2018; 
Theodoropoulou, 2019).

Ante ello, este estudio busca con-
tribuir a la literatura empírica estu-
diando la relación a largo plazo entre 
la productividad laboral y los salarios 
reales para América Latina desde la 
década de 1970. Esto resulta de sumo 
interés toda vez que los análisis empí-
ricos en la materia se han concentra-
do en países avanzados, mientras que 
para América Latina el foco ha estado 
principalmente en la construcción de 
series largas de remuneraciones para 
investigar la distribución funcional 
del ingreso desde una óptica de lar-
go plazo.

En tal sentido, este artículo utiliza 
las encuestas de hogares y las cuentas 
nacionales de Argentina, Brasil, Boli-
via, Chile, Colombia, Costa Rica, Mé-
xico y Perú para investigar la relación 
a largo plazo de la dinámica de la pro-
ductividad laboral y los salarios reales 
para el período entre 1975 y 2018. Los 
datos agregados para América Latina 
señalan que hay una divergencia en el 
crecimiento de la productividad por 
trabajador y los salarios, ya que ambas 
variables crecieron en 0.4% y -0.4%, 
respectivamente, entre 1975 y 2018. En 
el caso de los ingresos laborales reales 
de los asalariados, esto equivale a esta-
blecer que el nivel de renta salarial en 
2018 era un 14% más bajo que el regis-
trado en 1975, lo que se traduce en una 
pérdida en el poder adquisitivo de los 
trabajadores.
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El magro crecimiento de la pro-
ductividad y el decrecimiento de los 
salarios para el conjunto de la región 
Latina esconde, no obstante, profun-
das heterogeneidades entre países en 
la relación de los salarios respecto a 
la productividad. En efecto, en base a 
las trayectorias de las remuneraciones 
y el producto por trabajador se cons-
truye una taxonomía para los países 
de la región. 

Chile, Colombia y Costa Rica pre-
sentan trayectorias ascendentes en el 
crecimiento de los ingresos laborales 
y la productividad, en los que los sala-
rios reales crecieron, en promedio, un 
210% y el producto por trabajador un 
181% desde 1975 a 2015, lo que equivale 
a un aumento real de 2% y 1.5% al año 
en remuneraciones y productividad, 
respectivamente.

 
Por otra parte, Argentina, Brasil y 

Bolivia exhiben un comportamiento 
errático en la evolución de los salarios 
reales, donde caen fuertemente en las 
décadas de 1980 y 1990 para luego ini-
ciar una fase de recuperación desde 
2003 en adelante, mientras que la pro-
ductividad crece un 125% durante el 
período, lo que equivale a un aumento 
de 0.6% al año. Por último, México y 
Perú presentan una abrupta disminu-
ción tanto de la productividad como 
de los salarios reales. En estos países, 
ambas variables son menores en nivel 
en 2015 a los niveles registrados en 1975.

Las regresiones aplicadas a cada país 
corroboran tanto el desacople de los 
salarios reales respecto a la producti-
vidad como las diferencias en la mag-
nitud de la desvinculación. Argentina, 
México y Colombia presentan un coe-
ficiente de desacople en torno a 0.7 y 
0.8, lo que implica que un aumento de 
10% en la productividad lleva a un in-
cremento de los salarios reales de 7-8%. 
Por otro lado, Bolivia, Chile y Perú ex-
hiben coeficientes superiores a uno en 
la relación de la productividad con los 
salarios, lo que indicaría que aumentos 
de productividad llevan a aumentos 
aún mayores de los salarios reales, lo 
que podría indicar desequilibrios ma-
croeconómicos. Cabe consignar, eso sí, 
que la dinámica de salarios y producti-
vidad en Chile y Perú son totalmente 
distintas. En efecto, Perú en 2018 re-
gistró una caída de la productividad y 
de los salarios reales de un 11% y 60%, 
respectivamente, respecto a su nivel de 
1975, lo que lleva a que el coeficiente 
de desacople sea igual a 2.38, lo que es 
equivalente a decir que una caída de 
la productividad de un 10% conduce a 
una disminución de los salarios reales 
en un 24%. En tanto, los salarios reales 
y la productividad en Chile más que 
se duplicaron entre 1975 y 2017, por lo 
que el coeficiente de desacople es de 
1.73, lo que implica que un alza de un 
10% en la productividad lleva a un in-
cremento de un 17% de los ingresos 
laborales reales.

Fernando Sossdorf
La relación a largo plazo entre la productividad y los salarios reales: evidencia para América 
Latina en el período 1975-2018



82

Estudios Internacionales 208 (2024) • Universidad de Chile

Además, el desacople del crecimien-
to del salario real medio respecto al 
crecimiento medio de la productivi-
dad ha ido aparejado con una reduc-
ción en la desigualdad salarial, como 
se evidencia en que la remuneración 
del trabajador en la mediana de la dis-
tribución de los salarios ha crecido 
más que los salarios medios reales des-
de la década de 2000 en adelante para 
gran parte de los países en la región. 
Esto marca una importante diferen-
cia respecto a lo acaecido en los países 
avanzados, donde el crecimiento de 
los salarios medianos ha ido a la zaga 
del crecimiento de los salarios medios, 
lo que ha contribuido al aumento de 
la desigualdad en las remuneraciones. 

En segundo término, los salarios 
son deflactados por el índice de pre-
cios al consumidor para reflejar el po-
der de compra de un ingreso laboral, 
mientras que el producto interno bru-
to (PIB) en valores corrientes es divi-
dido por el deflactor del PIB para ob-
tener la medida de productividad, por 
lo que ambas variables podrían estar 
desacopladas por el hecho de usar de-
flactores distintos. No obstante, para 
los ocho países de la región incluidos 
en la muestra, se tiene que los precios 
de la producción crecen mucho más 
rápido que los precios al consumidor, 
lo que constituye una segunda diferen-
cia respecto a los países avanzados. En 
efecto, el desacople en América Latina 
es aún mayor al usar el deflactor del 
PIB para obtener los salarios reales, lo 

que refleja la caída en la participación 
laboral que han sufrido los países de 
la región.

A su vez, hay una amplia variación 
en el crecimiento de la productividad 
y los salarios reales a nivel sectorial. En 
efecto, la industria manufacturera ha 
experimentado un bajo crecimiento 
de la productividad, pérdidas de com-
petitividad y una menor representa-
ción en el PIB y en el empleo en gran 
parte de los países de la región. 

Esto se refleja, por ejemplo, en el 
aumento del desacople en la manu-
factura en Argentina y México entre 
1980 y 2018, toda vez que la brecha en-
tre la productividad y el salario me-
diano real ha crecido en estos países 
a una tasa anual promedio de 0.3% y 
0.34%, respectivamente. En contraste, 
hay sectores que han contribuido al 
incremento de la productividad me-
dia, como el sector financiero, debido 
a su mayor peso en la participación del 
empleo, aunque esto no ha tenido un 
correlato en el alza del valor agrega-
do por puesto de trabajo en tal sector. 
En efecto, la productividad en Brasil 
en este sector ha crecido a una tasa 
anual promedio de 0.34% entre 1980 y 
2018, siendo una de las industrias con 
peor desempeño de la productividad; 
a la vez, el salario mediano real en el 
sector financiero ha decrecido a una 
tasa anual de -0.7%, con lo que se ha 
ampliado la brecha pese a que esta 
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industria ha empujado la remunera-
ción y productividad media agregada.

Asimismo, para entender los facto-
res que afectan la brecha de la produc-
tividad respecto a los salarios reales, se 
realiza un ejercicio de descomposición. 
En sí, el desacople se explica por tres 
variables: i) cambios en la participa-
ción asalariada, ii) variaciones en la re-
lación de intercambio entre los índices 
de precios al consumidor y el índice de 
valor agregado, y iii) modificaciones 
en la inequidad salarial, medida por 
la relación entre el salario promedio y 
el salario mediano. La descomposición 
de la brecha de la productividad res-
pecto al salario real indica que los fac-
tores más relevantes son los cambios 
en el peso del ingreso laboral sobre el 
ingreso total y la desigualdad salarial.

El informe se estructura de la si-
guiente forma tras la presente in-
troducción. La parte dos presenta el 
marco teórico para analizar la relación 
entre la productividad laboral y los 
salarios reales. La sección tres discute 
la evolución histórica de los mercados 
laborales y la estructura productiva 
en América Latina desde 1970 en ade-
lante. La parte cuatro introduce los 
datos empleados y analiza la metodo-
logía utilizada en el estudio, explican-
do con detalle la descomposición de 
la brecha. La sección cinco analiza los 
principales resultados para cada uno 
de los ocho países de América Latina 
incluidos en la muestra. Por último, 
la sección seis discute las principales 
conclusiones del artículo.

II. Marco teórico

Dentro del análisis de diversas teo-
rías económicas, se establece que, en 
mercados competitivos, las remune-
raciones recibidas por los trabajadores 
varían según los cambios en la produc-
tividad laboral. Sin embargo, diversas 
fricciones y dinámicas pueden llevar 
a un desacople entre estas variables. 
Diferentes enfoques teóricos pueden 
ayudar a explicar estas discrepancias.

Para la teoría neoclásica, en un 
mercado perfectamente competitivo 
en que haya ausencia de fricciones 
de mercado, los salarios reales de los 

trabajadores y el producto marginal 
deberían ser iguales. En caso de no 
ser así, los salarios estarán por debajo 
del producto marginal con lo que a las 
empresas les resultaría rentable con-
tratar más trabajadores; ello, a su vez, 
provocará una presión al alza sobre los 
salarios y a la baja sobre la productivi-
dad. Por otro lado, si los salarios son 
superiores a la productividad marginal 
de los trabajadores, a las empresas les 
resultaría rentable despedir a los traba-
jadores, ejerciendo un movimiento a 
la baja sobre los salarios y hacia arriba 
sobre la productividad. Por lo tanto, en 
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equilibrio, la tasa salarial de un traba-
jador debería ser igual a lo que puede 
producir. Bajo esta lógica, se espera 
que los cambios en el ingreso laboral 
real vayan en paralelo a los cambios en 
la productividad de los trabajadores.

En modelos de negociación se tiene 
que hay mercados donde los salarios se 
determinan a través de la negociación 
entre trabajadores y empleadores, y las 
dinámicas de poder pueden influir sig-
nificativamente en la distribución del 
ingreso. Esto puede resultar en un des-
acople si, por ejemplo, los empleado-
res tienen más poder de negociación.

En mercados con competencia 
imperfecta, los empleadores pueden 
tener poder monopsonístico, permi-
tiéndoles fijar salarios por debajo del 
nivel de productividad marginal. Esto 
es especialmente relevante en merca-
dos laborales altamente concentrados 
o con pocas alternativas de empleo 
para los trabajadores.

La teoría de los salarios de eficiencia 
sugiere que las empresas pueden pagar 
salarios más altos para aumentar la 
productividad de los trabajadores, in-
centivando un mayor esfuerzo. En tan-
to, la perspectiva neokeynesiana reco-
noce imperfecciones en los mercados 
que pueden distorsionar la relación 
entre salarios y productividad. Estas 
imperfecciones pueden bloquear par-
cialmente la transmisión de aumentos 

en la productividad a los salarios de 
los trabajadores.

A su vez, habrá factores como la 
urbanización, la política migratoria, 
los cambios demográficos, y el papel 
de las relaciones de poder, entre otros, 
que afectan la oferta y demanda labo-
ral y la estructura productiva 

En el caso de la urbanización, ésta 
influye significativamente ya que las 
áreas urbanas tienden a tener una ma-
yor concentración de empleos y opor-
tunidades, lo que puede llevar a mayo-
res salarios debido a la competencia 
entre empleadores. Sin embargo, tam-
bién puede aumentar la desigualdad 
salarial si las oportunidades de empleo 
no son equitativas.

En cuanto a las políticas migrato-
rias, éstas afectan la disponibilidad de 
mano de obra. Una política migratoria 
restrictiva puede limitar la oferta de 
trabajadores, presionando al alza los 
salarios en ciertos sectores. Por el con-
trario, una política más abierta puede 
aumentar la oferta de mano de obra, 
posiblemente reduciendo los salarios 
debido a una mayor competencia en-
tre trabajadores.

A su vez, los cambios demográ-
ficos, como el envejecimiento de la 
población, afectan la estructura del 
mercado laboral. Una fuerza laboral 
envejecida puede llevar a una menor 
productividad si no se compensan con 
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inversiones en tecnología o capacita-
ción. Además, una población más jo-
ven y en edad de trabajar puede au-
mentar la productividad, siempre que 
se integren adecuadamente en el mer-
cado laboral.

En lo referente al poder político 
y las instituciones sociales y cultura-
les, éstas juegan un papel crucial en la 
distribución del ingreso. Las políticas 
públicas y las decisiones gubernamen-
tales pueden influir en los salarios y la 
productividad. Por ejemplo, políticas 
laborales que fortalecen los derechos 
de los trabajadores pueden aumentar 
los salarios, mientras que políticas que 
favorecen a los empleadores pueden 
mantener los salarios bajos.

En tanto, la neutralidad del cambio 
tecnológico es esencial para entender 
la relación entre productividad y sala-
rios. Si el cambio tecnológico favorece 
a ciertos trabajadores o capital (tec-
nología sesgada), puede aumentar la 
desigualdad de ingresos. Por ejemplo, 
la automatización puede aumentar la 
productividad en ciertos sectores, pero 
también puede reducir la demanda de 
mano de obra, llevando a un desacople 
entre productividad y salarios.

En la práctica, la comparación entre 
el producto marginal y los salarios rea-
les es difícil debido a la complejidad 
de medir con precisión el producto 
marginal de los trabajadores. Sin em-
bargo, los cambios en la productivi-
dad media del trabajo pueden servir 
como aproximación bajo mercados 
competitivos.

Asimismo, aunque la teoría neoclá-
sica asume la ausencia de fricciones de 
mercado, la realidad de los mercados 
laborales se aleja de estos supuestos. 
Por lo tanto, la evidencia empírica a 
menudo se basa en modelos de compe-
tencia perfecta, ajustados por factores 
adicionales que afectan el crecimiento 
de los ingresos laborales. 

Para obtener resultados compa-
rables con la evidencia empírica de 
Europa, Estados Unidos y Japón, asu-
miremos un modelo de competencia 
perfecta en el que las remuneraciones 
reales por trabajador crecen en tán-
dem con la productividad laboral. Sin 
embargo, incluiremos variables que 
afecten el crecimiento de los salarios 
reales, considerando las fricciones pre-
sentes en los mercados laborales.

III. Evolución de los mercados laborales y la estructura 
productiva en América Latina

América Latina ha experimentado 
grandes transformaciones en el mer-
cado laboral en las últimas cuatro 

décadas que han repercutido en la evo-
lución de la dinámica salarial y de la 
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productividad (Infante & Klein, 1991; 
CEPAL, 2018). 

El Gráfico 1 muestra, justamente, 
la evolución de ambas variables para 
América Latina en su conjunto. Para 
ello, los salarios corresponden a las 
remuneraciones de los asalariados for-
males, si bien se reconoce la dificultad 
de no incluir los sueldos del sector 
informal, que es significativo en Amé-
rica Latina, debido a la falta de datos 
confiables y extensos para este sector 
desde 1975. La productividad se cal-
cula como el PIB real por trabajador, 
sin dividir por horas trabajadas, dada 
la ausencia de series de datos confia-
bles y prolongadas para los países de la 
muestra. Ciertamente, esta metodolo-
gía puede tener limitaciones, como no 
captar cambios en las horas trabajadas 
promedio por trabajador y los suel-
dos del sector informal, sin embargo, 
se considera una aproximación válida 
dado su uso en otros estudios sobre 
el tópico.

La dinámica de los ingresos labora-
les reales ya sea como promedio pon-
derado1 o simple y de la productividad 
del trabajo da cuenta de cuatro eta-
pas del desacople que coinciden con 
las cuatro fases de grandes cambios 
en el mercado del trabajo: i) cese de 
una fase de gran transformación de la 

1	 Para el cálculo del promedio ponderado se 
utilizó como ponderador el PIB de cada 
país. Utilizando la población empleada 
como ponderador entrega resultados simi-
lares.

estructura del empleo en la que desta-
ca la alta expulsión de empleo del sec-
tor agropecuario hacia sectores de baja 
y media productividad en las urbes; ii) 
década perdida de 1980 que se caracte-
riza por una profundización de la he-
terogeneidad estructural junto a una 
fuerte creación de empleo informal 
dada la incapacidad de las medianas 
y grandes empresas de absorber mano 
de obra con una abrupta caída en las 
remuneraciones reales, iii) década de 
1990 que trae aparejado un proceso 
de reformas con un efecto negativo 
de corto plazo en el empleo debido al 
cierre de empresas y a la reducción de 
la planilla laboral de las empresas por 
privatizaciones que llevaron a una fase 
de crecimiento económico con una 
lenta generación de empleo en donde 
crece fuertemente el empleo informal; 
iv) una cuarta fase que corresponde 
al boom de las materias primas desde 
2003 en adelante que coincide con un 
aumento de las remuneraciones reales 
hasta la ralentización y caída en 2014 
y 2015 producto de las contracciones 
económicas en algunos países de la 
región.
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De esta forma, la primera etapa de 
cambios en el mercado del trabajo 
transcurre desde 1950 a 1980 en la que 
se experimenta una fuerte transforma-
ción en la composición del empleo. 
En efecto, una porción significativa 
de los ocupados en el sector agrícola 
se desplaza hacia el sector secundario 
y terciario en las urbes con lo que se 
expande la población de asalariados 
no agropecuarios. Pese a que la dispo-
nibilidad de datos impide conocer la 
evolución de las remuneraciones de 
asalariados de cuentas nacionales des-
de 1950 a 1970 en los países de la región, 
el Gráfico 1 muestra que el crecimiento 

de los salarios medios reales de los asa-
lariados crece en línea con la produc-
tividad desde 1975 hasta inicios de los 
80s. Este resultado va en línea con las 
estimaciones de Infante y Klein (1991) 
para el período de 1960 a 1980 en don-
de los salarios crecieron en propor-
ción directa con la productividad. De 
este modo, esta primera fase exhibe 
un crecimiento del producto por tra-
bajador alineado con el crecimiento 
de las remuneraciones por lo que el 
desacople es mínimo o prácticamente 
inexistente.

Gráfico 1. Evolución de los salarios reales y la productividad laboral en 
América Latina, 1975-2018 (1975=100)

Fuente: elaboración propia, sobre la base del procesamiento de las encuestas de empleo, de 
hogares y de cuentas nacionales.
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La segunda fase corresponde a la 
década de 1980 en un contexto eco-
nómico de bajas tasas de crecimiento 
combinado con episodios de alta in-
flación que tuvo efectos severos en los 
salarios y el empleo. Al respecto, hay 
un elemento de continuidad respecto 
a las décadas precedentes en cuanto 
a la salida de empleo desde el sector 
agrícola hacia el sector secundario y 
terciario en las urbes metropolitanas 
junto con una expansión de la oferta 
laboral por la incorporación de las mu-
jeres y los jóvenes a la fuerza laboral. 
Esta transformación se enmarca bajo 
un período de ajuste estructural pro-
ducto de la crisis económica que afec-
ta a América Latina. Ello llevó a una 
profundización de la heterogeneidad 
estructural por el aumento de la em-
pleabilidad de gran parte de la pobla-
ción en sectores de baja productividad 
con bajos ingresos laborales y un fuer-
te incremento de la precarización del 
trabajo. Con todo, el Gráfico 1 mues-
tra una caída del 32% del salario real 
medio en la región desde 1980 a 1989 
lo que evidencia la brusca caída del 
poder de consumo de los asalariados. 
Así, esta etapa se caracteriza por una 
ruptura del crecimiento de los salarios 
respecto al crecimiento de la produc-
tividad en donde además aumenta la 
desigualdad salarial entre sectores y 
entre empresas.

En tanto, la tercera etapa que ocurre 
en la década de 1990 se caracterizó por 
reformas económicas e institucionales 
que permitieron la recuperación de las 

economías pero que no fue acompaña-
da con una reducción del desempleo 
o una mejora de los ingresos labora-
les. En efecto, la tasa de desempleo en 
América Latina fue de 9% en 1999. A su 
vez, la estructura sectorial del empleo 
también sufrió profundos cambios a 
raíz de las privatizaciones, la contrac-
ción del empleo público y la caída del 
peso relativo del empleo en los secto-
res transables de alta productividad. 
Ello condujo a una precarización del 
empleo y a un aumento de la informa-
lidad como se evidencia en que dos de 
cada tres nuevos empleos generados en 
esta década fueron informales. Asimis-
mo, la modernización de la estructura 
productiva gracias a las reformas se 
tradujo en una consolidación de las 
exportaciones de productos primarios 
y manufacturas intensivas en recursos 
naturales con escasa generación de va-
lor agregado, baja productividad y ba-
jos salarios. Así, esta fase prolonga el 
desacople entre la dinámica salarial y 
la productividad como queda de ma-
nifiesto en el Gráfico 1 en el cual el 
producto por trabajador crece un 14% 
desde 1990 a 1999 mientras que las re-
muneraciones reales de los asalariados 
crecen un 5%.

La última etapa se inicia con la 
bonanza de las materias primas des-
de 2003 que permitió una caída de la 
desigualdad salarial y del desempleo 
en casi todos los países de la región. 
En adición, el empleo asalariado re-
gistró un fuerte incremento que per-
mitió que esta categoría ocupacional 
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recuperara parcialmente el peso rela-
tivo ya que había mostrado una baja 
de tres puntos porcentuales como pro-
medio regional entre 1990 y 2002. Este 
aumento fue aparejado por una reduc-
ción en la proporción de asalariados 
en sectores de baja productividad que 
redundó en que entre 1990 y 2003 los 
salarios reales aumentaron a una tasa 
media anual del 0.4% mientras que en 
el periodo 2003–2015 lo hicieron a una 
tasa media del 4.4%. En comparativa, 
la productividad creció anualmente 
en un 1.1% desde 1990 a 2003 mien-
tras entre 2003 y 2015 creció a una tasa 
media anual de 2.1%. Este mayor cre-
cimiento de los salarios medios reales 
relativo al producto por trabajador se 

traduce en que esta última fase haya 
un cierre de la brecha aun cuando los 
datos para 2014 y 2015 muestran que 
debido a las recesiones y ralentizacio-
nes del crecimiento económico en los 
países en estos años haya un aumento 
del desacople. 

En suma, la heterogeneidad pro-
ductiva y del mercado laboral que ca-
racteriza a América Latina se traslada 
en un magro crecimiento acumulado 
de la productividad y de los salarios 
medio reales en las últimas cuatro dé-
cadas. Ello ha dado paso a un desaco-
ple entre ambas variables que puede 
agruparse en cuatro fases históricas.

IV. Datos y Metodología

IV.1 Datos 

El análisis de los ingresos labora-
les siguiendo las recomendaciones de 
OIT y de otros estudios empíricos se 
basa en las siguientes fuentes: i) remu-
neraciones de asalariados basados en 
las cuentas nacionales, y ii) encuestas 
de hogares. 

En cuanto a las cuentas nacionales, 
estas se obtienen de cada país en sus 
páginas web (Banco Central e Insti-
tutos de Estadísticas principalmente) 
como de la base de las Naciones Uni-
das tal como se detalla en la Tabla 1. Tal 

como se aprecia en la Tabla, una meto-
dología para establecer los empalmes 
necesarios entre series con diferentes 
unidades monetarias o años de refe-
rencia es necesario para asegurar la 
comparabilidad de los datos en todo 
el período seleccionado. 
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En orden a tener en cuenta la mo-
dificación del año base para cada país, 
cada serie sectorial a precio corriente 
fue empalmada utilizando el método 
de interpolación lineal simple de se-
ries de tiempo, cuyo objetivo es empal-
mar los valores nominales estimados 
por el método de la antigua base, uti-
lizando las discrepancias observadas al 
cambiar el año base. 

En cuanto a las encuestas de hoga-
res en América Latina, las primeras 
encuestas datan de la década de 1960 
siendo aplicadas principalmente a las 
principales urbes y luego siendo ex-
pandidas al resto de las urbes en las 
siguientes décadas. Esto implica que el 
uso de encuestas de hogares requiere 
de extremo cuidado en el tratamiento 

de los ingresos laborales a fin de evi-
tar cambios bruscos en las remune-
raciones medias dadas por cambios 
metodológicos. 

Como prueba de ello, Argentina re-
emplazó la EPH puntual por la EPH 
continua en 2003. Tal cambio generó 
de pasar de sólo dos mediciones al 
año (mayo y octubre) con un perío-
do de observación de una semana en 
la EPH puntual a cuatro estimaciones 
al año con un período de observación 
de un trimestre en la EPH continua. 
Dado que la base de datos del Institu-
to Estadístico (INDEC) de Argentina 
solo provee de la base EPH puntual de 
mayo 2003 y de la EPH continua del 
segundo semestre de 2003, ello genera 
que no sea posible empalmar ambas 

Tabla 1. Cuentas Nacionales en América Latina

País Cuentas Nacionales

Argentina Año Base 1960, 1970, 1986, 1993, 2004

Bolivia Año Base 1958, 1968, 1980, 1990

Brasil Año Base 1953, 1970, 1980, 2000, 2010

Chile Año Base 1961, 1977, 1986, 1996, 2003, 2013

Colombia Año Base 1958, 1975, 1994, 2000, 2005, 

Costa Rica Año Base 1966, 1991, 2012

México Año Base 1960, 1970, 1980, 1993, 2003, 2008

Perú Año Base 1979, 1994, 2007
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bases afectando la comparabilidad de 
los datos de 1974 a 2003 de la EPH pun-
tual y de los datos de 2003 a 2019 de la 
EPH continua. Un segundo punto a 
destacar es que las ondas de 1974, 1980, 
1981, 1982 y 1983 solo incluyen el levan-
tamiento de octubre mientras que en 
las ondas de 1984 a 1986 se incorpora 
el levantamiento de mayo, pero sin in-
cluir el aglomerado de Buenos Aires. 
Solo desde 1987 en adelante se cuenta 
con las ondas de mayo y octubre para 
un conjunto relevante de municipios 
y el Gran Buenos Aires. Un tercer as-
pecto a mencionar es que existían tres 
tipos de bases de la EPH puntual entre 
1974 y 1994: R2, base usuaria y base de 
trabajo. En cuanto a la comparabilidad 
entre la EPH puntual y la EPH conti-
nua, se procede a adoptar y modificar 
la metodología empleada por Linden-
boim et al. (2005) en donde se consi-
dera el valor del segundo trimestre de 
2003 de la EPH continua como el valor 
anual de tal año mientras que al valor 
de la onda de mayo 2003 de la EPH 
puntual se cataloga también como una 
medida anual. De tal modo, se realiza 
un empalme hacia atrás usando la se-
rie surgida de la EPH continua con 
la correspondiente a la EPH puntual.

 Con todo, la Tabla 2 sintetiza las en-
cuestas de hogares tabuladas en el pre-
sente estudio. Dado que algunas de las 
encuestas anuales se realizan cada dos, 
tres o cuatros años es que se procedió a 
realizar interpolación lineal para con-
tar con series anuales de remuneración 

real. Dado que se cuenta con series de 
remuneración real desde la década de 
1970 para los países de América Latina 
es que en aquellos países con encuestas 
de hogares aplicadas desde la década 
de 1980 o 1990 se les aplicó una retropo-
lación usando las tasas de crecimientos 
de las remuneraciones reales de asala-
riados de cuentas nacionales.

En lo que respecta al valor agrega-
do por trabajador, los datos de empleo 
provienen de la base OIT. En lo que 
respecta al PIB a dólares constantes 
de 2010, éste se obtiene de la base de 
datos de CEPAL.

Por último, los datos de deflactor 
del PIB, índices de precios al consumi-
dor y tasa de desempleo son extraídos 
de la base de datos de CEPAL. Asimis-
mo, a modo de comparación de los 
resultados obtenidos para los salarios 
reales, contamos con datos de salarios 
nominales de asalariados tabulados de 
las cuentas de hogares provenientes de 
la OIT, la base de datos Socioeconómi-
cos para América Latina y el Caribe 
(SEDLAC), y CEPAL (solo desde 2000 
en adelante). En sí, las estimaciones 
realizadas en este estudio van en línea 
con los salarios calculados por las 3 
organizaciones.
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Tabla 2. Encuestas de Hogares en América Latina

País Encuesta Años Alcance Temporalidad

Argentina Encuesta Permanente 
de Hogares Puntual

1974 ;1980;1982 Gran Ciudad de 
Buenos Aires

S e g u n d o 
semestre

Argentina Encuesta Permanente 
de Hogares Puntual

1984-1994 Media de 22 mu-
nicipios y la Gran 
Ciudad de Buenos 
Aires

A m b o s 
semestres

Argentina Encuesta Permanente 
de Hogares Puntual

1995-2003 Media de 27 mu-
nicipios y la Gran 
Ciudad de Buenos 
Aires

A m b o s 
semestres

Argentina Encuesta Permanente 
de Hogares Continua

2003-2006 Media de 30 mu-
nicipios y la Gran 
Ciudad de Buenos 
Aires

A m b o s 
semestres

Argentina Encuesta Permanente 
de Hogares Continua

2007-2019 Media de 30 mu-
nicipios y la Gran 
Ciudad de Buenos 
Aires

C u a t r o 
trimestres

Bolivia Encuesta Integrada de 
Hogares 

1989-95 Urbano- 8 capitales 
de ciudades

Anual

Bolivia Encuesta Nacional de 
Empleo

1996-97 Nacional Anual

Bolivia Encuesta de Mejora-
miento de condicio-
nes de Vida

1999-2002 Nacional Anual

Bolivia Encuesta Continua de 
Hogares

2003-04 Nacional Anual
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Bolivia Encuesta de Hogares 2005-18 Nacional Anual

Brasil Pesquisa Nacional por 
Amostra de Domicílios

1972-73;1976-79; 
1 9 8 1 - 9 0 ; 1 9 9 2 -
93;1995-99;2001-
2015

Nacional Anual

Brasil Pesquisa Nacional por 
Amostra de Domicílios 
Continua

1973-2018 Nacional Anual

Chile Encuesta de Caracteri-
zación Socioeconómi-
ca Nacional 

1990;1992;1994;19
96;1998;2000;200
3;2006;2009;2011
; 2013; 2015; 2017

Nacional Anual

Colombia Encuesta Nacional de 
Hogares

1976-2019 Nacional Anual

Costa Rica Encuesta de Hoga-
res de Propósitos 
Múltiples

1987-2019 Nacional Anual

México Encuesta Nacional de 
Ingresos y Gastos de los 
Hogares

1984; 1989; 1992; 
1994: 1996; 1998; 
2000; 2002: 2004-
2006; 2008; 2010; 
2012; 2014.

Nacional Anual

México Encuesta Nacional de 
Ingresos y Gastos de los 
Hogares

2016-2018 Nacional Anual

Perú Encuesta Nacional de 
Hogares

1997-2019 Nacional Anual
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IV.2 Metodología

Una vez obtenidas las series de sala-
rios medios reales y de productividad 

laboral media para cada país, se pro-
pone el siguiente modelo para Amé-
rica Latina:

Donde Log Wit corresponde al lo-
garitmo del salario medio real para 
el país i en el año t mientras que Log  
Productividadit indica el logaritmo de 
la productividad laboral media para 
el país i en el año t. En el caso de los 
salarios reales, los salarios nominales 
son deflactados por el índice de pre-
cios al consumidor para así reflejar el 
poder de compra del trabajador. En 
tanto, el PIB nominal de cada país es 
dividido por el deflactor del PIB. Dado 
que el desacople en el crecimiento de 
los salarios respecto a la productivi-
dad pueda deberse a diferencias entre 
el IPC y el deflactor del PIB, es que la 
regresión también considera el uso de 
los salarios nominales divididos por 
el deflactor del PIB como un test de 
robustez2 para medir la magnitud del 
desacople. μi y ϑt son efectos fijos por 
país y tiempo, respectivamente, y ϵit es 
el término de error.

 
El modelo se expresa en cambios 

anuales indicados por el símbolo ∆ 
ya que las series en niveles son no 

2	 En orden de contar con un documento 
breve, las estimaciones de la regresión 
usando los salarios nominales divididos por 
el deflactor del PIB se encuentran disponi-
bles bajo solicitud al autor.

estacionarias para cada país al aplicar-
les el test de Dickey-Fuller. El coeficien-
te clave en la estimación es el paráme-
tro β que indica cuanto es el cambio 
porcentual de los salarios medios rea-
les cuando hay un cambio porcentual 
en la productividad laboral media. Es 
decir, si la productividad aumenta en 
un x%, el coeficiente β indicará el cam-
bio porcentual en los salarios. Un coe-
ficiente estimado igual a 1 indica que 
los incrementos de productividad son 
plenamente traspasados a los salarios 
mientras que un coeficiente entre 0 y 
1 indica que el traspaso es incompleto 
por lo que existe un desacople en el 
crecimiento de los ingresos laborales 
medio reales respecto al crecimiento 
del producto por trabajador.

 
Una variable crucial que no es in-

corporada en el modelo inicial es la 
institucionalidad laboral. Su medición 
en los estudios empíricos ha sido apro-
ximada por cambios en la tasa de des-
empleo. La lógica tras el uso de esta 
variable es que aumentos en la desocu-
pación se trasladan en un menor poder 
de negociación de los trabajadores por 
lo que se esperaría que un incremento 
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en el desempleo impacte negativamen-
te en los salarios reales. 

Asimismo, incluiremos como varia-
bles de control (Xit) el comercio sobre 
PIB (para medir el impacto de la glo-
balización), tasa de interés real, tipo de 
cambio real, y crédito sobre PIB. En el 
caso de la medida de apertura comer-
cial, se espera que un mayor comercio 
puede aumentar la competencia y la 
eficiencia, potencialmente incremen-
tando la productividad y los salarios. 
Sin embargo, también puede llevar 
a presiones a la baja en los salarios 
debido a la competencia internacio-
nal. A su vez, una tasa de interés más 
alta puede desincentivar la inversión, 

afectando negativamente la creación 
de empleo y el crecimiento de los sala-
rios. Por otra parte, un tipo de cambio 
competitivo puede fomentar las ex-
portaciones, aumentando la demanda 
laboral y los salarios en sectores expor-
tadores. Por el contrario, una aprecia-
ción del tipo de cambio puede reducir 
la competitividad y presionar los sala-
rios a la baja. En tanto, mayor acceso 
al crédito puede impulsar la inversión 
y el crecimiento económico, lo que a 
su vez puede aumentar la demanda de 
trabajo y los salarios.

En tal sentido, el modelo se amplía 
de la siguiente forma y constituye el 
primer modelo a ser estimado:

La ecuación (2) asume que el im-
pacto de la productividad se traslada 
de inmediato a incrementos salaria-
les. Esto es, puede tomar un tiempo 
en que las variaciones positivas de 

productividad tengan un impacto en 
aumentos salariales. Ante ello, el se-
gundo modelo a ser estimado es me-
diante una media móvil de tres años:

IV.2.1	 Descomponiendo el 
desacople de los salarios y la 
productividad 

En sí, el desacople a nivel agrega-
do del crecimiento de los ingresos 

laborales medios reales respecto al cre-
cimiento de la productividad laboral 
refleja desde una perspectiva contable 
i) cambios en la participación del in-
greso laboral en el ingreso total provo-
cados por cambios en el crecimiento 
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de los salarios medios reales respecto 
al crecimiento del producto por tra-
bajador cuando ambas variables son 
normalizadas por el deflactor del PIB; 
ii) cambios en la desigualdad salarial 
dados por cambios en el crecimiento 
de la mediana de los salarios reales 
respecto al crecimiento de los salarios 
medio reales siendo ambas variables 

deflactadas por el índice de precios 
al consumidor (IPC), y iii) cambios 
en las diferencias entre el precio de la 
producción y el precio del consumo al 
comparar el salario nominal dividido 
por el deflactor del PIB y el IPC, res-
pectivamente. Es decir:

 En donde el subíndice j indica el 
país respectivo, En tanto, Y es el valor 
agregado del país mientras que L es el 
empleo total. A su vez, PY es el deflac-
tor del valor agregado mientras que 
IPC es el índice de precios al consumi-
dor en cada país. En lo que respec-
ta a los ingresos laborales, S Promj 

es el salario real medio obtenido 
de los microdatos mientras que C 
Promj es la remuneración de los asa-
lariados del sector proveniente de 
las cuentas nacionales.

 
En términos de tasas de crecimien-

to, la ecuación (4) se convierte en:

En donde ∆ representa la tasa 
de crecimiento de cada variable. La 
ecuación (5) permite calcular las va-
riaciones anuales y acumuladas de 
cada uno de estos términos para el 
período bajo análisis y también para 
determinados sub períodos. De este 
modo, los tres términos del lado de-
recho de la segunda ecuación igualan 
a la variación anual y acumulada de la 
brecha de productividad y salario real 

medio excepto en algunos períodos y 
sub períodos en las que pequeñas in-
teracciones hacen que las sumas sean 
ligeramente diferentes. En adición, la 
ecuación (5) también permite com-
putar la contribución de cada com-
ponente como parte de la suma de 
todas las contribuciones de todos los 
componentes.
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De este modo, la brecha entre la 
productividad y los salarios reales 
medio se explica por cambios en la 
participación asalariada, la relación 
de intercambio y la desigualdad en la 
compensación salarial. Sin embargo, el 
salario real medio puede ser una apro-
ximación incorrecta del sueldo real 

percibido por un trabajador “típico” 
en el caso que la distribución proba-
bilística de los salarios no sea normal. 
En tal sentido, el salario real mediano 
entrega una mejor información de la 
brecha de productividad con lo que la 
ecuación (4) se convierte en:

En este caso, la brecha se define como 
la diferencia entre la productividad y el 
salario real mediano. Aún bajo esta des-
composición, la brecha se explica por 
cambios en la participación asalariada, 

la relación de intercambio y la desigual-
dad en la compensación salarial. No obs-
tante, este último componente puede 
descomponerse aún más con lo que la 
ecuación (6) se reescribe como:

La ecuación (7) desagrega la des-
igualdad en la compensación salarial 
en dos componentes. Una parte co-
rresponde a las remuneraciones de los 
asalariados de cuentas nacionales divi-
dido por los salarios promedio de los 
microdatos. Dado que ambas variables 
difieren en que las remuneraciones de 
la cuenta de ingreso incluyen elemen-
tos como las contribuciones sociales 
pagadas por el empleador es que la 

evolución de este componente refleja 
componentes no salariales. A su vez, el 
cociente entre el salario promedio y el 
mediano obtenido de los microdatos 
refleja la inequidad salarial en el caso 
que el crecimiento del ingreso laboral 
promedio sea mayor al sueldo mediano.

Así, la ecuación (7) puede expre-
sarse como:
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Dado que el foco de este estudio es 
calcular la brecha de productividad y 
de salarios reales, es que una breve ex-
plicación de cada componente en su 
versión más desagregada (ecuación 8) 
se proveerá a continuación: 

IV.2.1.1	Participación asalariada 

El primer componente en la ecua-
ción de crecimiento mostrada en (8) 
indica cuanto del valor agregado de 
un sector es recibido por los trabaja-
dores. Es decir, el peso del ingreso la-
boral en el ingreso total. En muchos 
países, la participación asalariada ha 
disminuido desde la década de 1970, y 
en particular desde 2000. Esta es tam-
bién una de las principales observa-
ciones de los estudios centrados en el 
desacoplamiento de la productividad 
respecto a los salarios en Estados Uni-
dos, pero también de los países euro-
peos (Theodoropoulou, 2019). 

IV.2.1.2	Relación de intercambio 

La relación de intercambio se refie-
re al cociente entre el índice de pre-
cios al consumidor y el deflactor del 
valor agregado. Un crecimiento más 
rápido de los precios de las cosas que 
compran los trabajadores en relación 
con el precio de lo que producen se 
traduciría en un crecimiento de este 
componente que, ceteris paribus los 
otros componentes, haría aumentar 
la brecha. Este componente se origi-
na en que el desacople se basa en una 
productividad que se calcula usando 

el deflactor de la producción mientras 
los salarios medianos nominales se pa-
san a valores reales utilizando el índice 
de precios al consumidor. 

La diferencia entre los dos índices 
de precios viene dada, fundamental-
mente, porque el IPC incorpora pre-
cios de los bienes importados y precios 
de la vivienda que son una gran parte 
del consumo pero que no se incluyen 
en los índices de precios al productor.

IV.2.1.3	Componente no salarial 

El estudio de la brecha utiliza tan-
to la remuneración de los asalariados 
como los salarios obtenidos de micro-
datos. Los sueldos y salarios incluyen 
la remuneración en efectivo (remune-
ración directa, primas y asignaciones, 
pagos por días no trabajados, vacacio-
nes) y en especie (productos de la em-
presa, vivienda del personal, vehículos 
de la empresa, opciones sobre acciones 
y planes de compra de acciones, y ali-
mentación). La remuneración de los 
asalariados comprende los sueldos y 
salarios y, además, las contribuciones 
sociales de los empleadores. A la hora 
de analizar en qué medida los traba-
jadores se han beneficiado del creci-
miento de la productividad la remu-
neración de los asalariados debería ser 
preferida a los salarios, ya que capta las 
ganancias del trabajo de forma más 
amplia. De este modo, si la remune-
ración promedio de los asalariados ha 
crecido más que los salarios prome-
dios es señal de que los componentes 
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no salariales se expanden a una mayor 
tasa que los salarios medios reales.

IV.2.1.4	Inequidad salarial

El cuarto componente relaciona los 
salarios promedio relativo a los salarios 
mediano. Dado que la distribución de 
los ingresos sigue una distribución log 

normal en donde la media es mayor 
que la mediana, el salario mediano real 
refleja cuanto percibe un trabajador “tí-
pico”. De este modo, si el crecimiento 
acumulado de los salarios promedios es 
mayor al del salario mediano es señal de 
un aumento en la desigualdad salarial 
dado por un incremento en los deciles 
superiores de la distribución de ingreso.

V. Resultados

V.1. Estimando el coeficiente de 
desacople en América Latina

Los resultados de las regresiones eco-
nométricas para cada país en la muestra 
indican que las ganancias de producti-
vidad no son plenamente traspasadas a 
los salarios reales en América Latina. La 
Tabla 3, justamente, estima la relación de 
salarios y productividad para cada país. 
Los coeficientes asociados al traspaso 
de la ganancia de productividad a los 
ingresos laborales difieren ampliamen-
te entre países. Por un lado, Argentina, 
Brasil, Colombia, México y Costa Rica 
tiene un coeficiente bajo 1 que indicaría 
que un aumento de la productividad en 
un 1% lleva a un aumento de los salarios 
reales bajo un 1%. Para Brasil, el coefi-
ciente de desacople es de 0.172 y 0.516 
bajo el modelo simple y bajo el modelo 
de media móvil de tres años, respectiva-
mente, que constituye el coeficiente de 
traspaso mínimo entre los países. Por 
otro lado, Chile es el país con el mayor 

crecimiento acumulado de los ingresos 
laborales reales y la productividad. Ello 
trasunta en un coeficiente de traspaso 
de las ganancias de productividad sea 
igual a 1.729 bajo el modelo de media 
móvil de tres años lo que indicaría que 
aumentos de 1% del producto por tra-
bajador lleva a aumento de 1.7% en las 
remuneraciones reales. Este coeficiente 
sobre 1 es encontrado en otros estudios 
empíricos para algunos países de Euro-
pa que también exhiben un veloz creci-
miento acumulado de la productividad 
y los salarios. Por último, el Perú registra 
una caída salarial significativamente ma-
yor a la disminución de la productividad. 
Así, en el caso del Perú se tiene que una 
caída de la productividad de un 10% 
lleva a una disminución de los ingresos 
laborales reales en un 23%.

En cuanto al coeficiente de desem-
pleo (no mostrado en la tabla) como 
una medida de institucionalidad labo-
ral que permita capturar el poder de 
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negociación de los trabajadores, el coe-
ficiente en general es negativo, pero solo 
tiene una significancia estadística en Bra-
sil. Ello pone de relieve que variaciones 

en la tasa de desempleo inciden negati-
vamente en los salarios reales, pero no 
constituyen un factor determinante en 
su evolución.

Coeficiente 
Productividad
 Ecuación (2)

Coeficiente 
Productividad

 Media Móvil 3 años

Período

Argentina 0.371 0.783** 1975-2018

Bolivia 1.389* 3.023*** 1975-2018

Brasil 0.172 0.516*** 1976-2018

Chile 1.431*** 1.729*** 1975-2017

Colombia 0.467* 0.717*** 1975-2018

Costa Rica 0.797* 0.981*** 1975-2018

México 0.604*** 0.705** 1975-2018

Perú 1.604*** 2.380*** 1975-2018

Tabla 3. Salarios medio reales y productividad laboral por país, estimación

Errores estándar ajustados por correlación serial en cada ecuación
ρ*<0.10, ρ**<0.05, ρ****<0.001

Nota: el modelo estimado incluye la variación de la tasa de desempleo, la tasa de desempleo, 
comercio sobre PIB, tasa de interés real, tipo de cambio real y crédito sobre PIB.

Con todo, una taxonomía propues-
ta para clasificar a los países guarda 
relación con ordenarlos de acuerdo 
a las trayectorias del crecimiento de 
la productividad y de los salarios rea-
les. Para ello, habría cuatro cuadran-
tes: i) un primer cuadrante donde la 

productividad y los salarios crecen sos-
tenidamente durante el período; ii) un 
segundo cuadrante en que los ingresos 
presentan un patrón errático de creci-
miento alternando fases de caída y al-
zas con un crecimiento sostenido de la 
productividad; iii) un tercer cuadrante 
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por el cual las remuneraciones crecen 
sostenidamente y la tasa de crecimien-
to del producto por trabajador presen-
ta un comportamiento errático; y iv) 
un cuarto cuadrante donde tanto los 
ingresos laborales como la productivi-
dad caen sostenidamente.

Así, por un lado, Chile, Colombia, y 
Costa Rica se ubican en el primer cua-
drante ya que la tasa de crecimiento de 
los salarios y la productividad presenta 
una tendencia ascendente en el perío-
do. En efecto, los ingresos laborales 
reales y la productividad crecieron de 
forma acumulada en estos países un 
213% y un 181% entre 1975 y 2018. Por 
otra parte, Argentina, Bolivia y Bra-
sil exhiben una caída de los salarios 
reales en donde solo desde 2003 en 
adelante pueden sobrepasar los nive-
les registrados en 1975. En cuanto a la 
productividad, Brasil muestra siem-
pre una tendencia creciente, pero con 
un lento crecimiento, mientras que 
en Argentina y Bolivia hay una caída 
hasta fines de los 80s para luego iniciar 
una trayectoria ascendente. Por último, 
México y el Perú exhiben una caída 
tanto de los salarios reales como de la 
productividad. En el caso de México, 
la productividad laboral cae en un 1% 
desde 1975 a 2018 mientras que los sala-
rios reales disminuyen en un 21% en el 
mismo el período. En el Perú, la caída 
de los salarios es aún más fuerte ya que 
la hiperinflación de mediados de los 
años ochenta significó una violenta 
disminución de los salarios reales toda 
vez que los salarios reales en 2018 eran 

un 60% más bajos que los registrados 
en 1975. A su vez, la productividad cae 
en un 11% entre 1975 y 2018. 

V.2. Un ejercicio de descomposición 
del desacople en Argentina, Brasil y 
México

El acceso a las encuestas de hoga-
res permite calcular la descomposi-
ción del desacople en base al salario 
medio y al salario mediano desde la 
década de 1970 para Argentina, Brasil 
y México. Estas son las tres econo-
mías más grandes de América Latina 
representando un 68% del PIB de la 
región. Por ende, la desagregación 
del desacople permite indagar que 
ha sucedido con los cambios en par-
ticipación laboral, dispersión salarial 
y cambios en los precios al consumi-
dor y productor. 

En sí, en aras de simplificar la pre-
sentación de resultados es que la Tabla 
4, 5 y 6 muestran los factores explicati-
vos y su contribución a la brecha para 
el conjunto de la economía en Argen-
tina, Brasil y México, respectivamente.

 
En el caso de Argentina, la partici-

pación salarial experimentó un ligero 
aumento pasando de un 0.46 en 1974 a 
un 0.48 en 2018. Al permanecer casi in-
alterado el peso de los ingresos labora-
les en el ingreso total, su contribución 
a la brecha es marginal. En cambio, 
tanto el componente no salarial como 
la desigualdad salarial muestran un 
signo negativo reflejando una mejora 
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en la equidad salarial que se traduce en 
una contribución significativa al cierre 
de la brecha (de ahí su signo negativo). 
En lo que respecta a la relación de in-
tercambio, los precios al consumidor 
han crecido por encima de los precios 
del productor. Esto es, si el trabajador 
hubiera enfrentado los deflactores de 
producción habría dispuesto de un 
salario real con mayor poder adquisi-
tivo. Aún más, dado el desajuste en el 
crecimiento de los índices de precios 
se tiene que constituye el componente 
fundamental en explicar el aumento 
en el crecimiento de la brecha. Esta 
situación es completamente diferen-
te a lo experimentado en los países 
industrializados en donde la caída en 
la participación salarial y el aumen-
to de la desigualdad salarial explican 
el desacople teniendo el componente 
de la relación de intercambio un rol 
marginal.

En lo que respecta a Brasil, la par-
ticipación asalariada aumenta su peso 
tanto en el período 1976-2008 como en 
1980-2008. En efecto, la masa salarial 
sobre el ingreso total pasa de 0.31 en 
1976 a 0.51 en 2018. Se aprecia, asimis-
mo, que en cada sub período hubo un 
aumento del peso del ingreso laboral 
sobre el ingreso total. En cuanto a la 
relación de intercambio, los precios 
del productor crecen a una mayor tasa 
que el índice de precios al consumidor 
lo que marca un punto distinto al caso 
argentino. En el caso de la inequidad 
salarial, es el factor más relevante en 
explicar la variación de la brecha. Por 

un lado, el componente no salarial 
aumenta significativamente más que 
el salario promedio lo que da cuenta 
de la importancia de las contribucio-
nes sociales pagadas por el empleador 
como mecanismo de compensación 
no salarial. Por otro lado, la razón en-
tre el salario medio y el mediano ha 
tenido un crecimiento negativo indi-
cando que el ingreso laboral real me-
diano ha crecido a una mayor tasa que 
el salario medio lo que ha reducido 
la desigualdad salarial. Justamente, el 
componente de la inequidad salarial 
es el factor más importante en expli-
car la variación anual promedio de la 
brecha junto a la participación asala-
riada. De forma comparada con Argen-
tina, el rol de cada componente difiere 
sustancialmente en la explicación de 
la brecha.

 
Para México, el fuerte retroceso 

de la participación asalariado a nivel 
agregado explica casi en su totalidad 
el incremento en el desacople de la 
productividad respecto a los salarios 
medios. En efecto, el peso del ingre-
so laboral sobre el total pasa de 0.37 
en 1970 a 0.28 en 2018. Dicho de otro 
modo, el capital se lleva más de un 
70% del valor agregado total gene-
rado en la economía mexicana. En 
el caso de la brecha del producto 
por trabajador respecto a los salarios 
medianos, el componente de la des-
igualdad salarial explica largamen-
te el aumento del desacople. En tal 
sentido, la fuerte caída del peso de 
la masa salarial sumado a una caída 
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Tabla 4. Factor explicativo y contribución al desacople, Argentina

Factor explicativo en la brecha de productividad-salario real mediano

1974-2018 1974-1980 1980-2018 1980-1990 1990-1999 2000-2009 2010-2018

-∆ participa-
ción salarial

-0.1% 3.4% -0.6% 2.1% -0.6% -2.4% -0.3%

∆ relación de 
intercambio

0.8% 2.0% 0.6% -1.3% 3.4% -0.4% -0.5%

∆ componen-
te no salarial

-0.3% -5.0% 0.5% 0.1% -0.2% 3.0% 0.2%

Total 0.5% 0.3% 0.5% 0.9% 2.5% 0.2% -0.5%

1974-2018 1974-1980 1980-2018 1980-1990 1990-1999 2000-2009 2010-2018

-∆ participa-
ción salarial

-0.1% 3.4% -0.6% 2.1% -0.6% -2.4% -0.3%

∆ relación de 
intercambio

0.8% 2.0% 0.6% -1.3% 3.4% -0.4% -0.5%

∆ componen-
te no salarial

-0.3% -5.0% 0.5% 0.1% -0.2% 3.0% 0.2%

c -0.2% 3.1% -0.7% -2.3% 0.5% -0.7% -0.5%

Total 0.3% 3.5% -0.2% -1.4% 3.0% -0.5% -1.0%

mayor en la tasa de crecimiento del 
salario mediano respecto al salario 

medio conduce a un incremento en 
el desacople.
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Contribución relativa a la brecha de productividad-salario real medio

1974-2018 1974-1980 1980-2018 1980-1990 1990-1999 2000-2009 2010-2018

-∆ participa-
ción salarial

12% 53% 36% 64% 17% 48% 714%

∆ relación de 
intercambio

128% -30% 36% 38% 90% -8% -1184%

∆ componen-
te no salarial

-40% 78% 29% -2% -7% 60% 570%

Total 100% 100% 100% 100% 100% 100% 100%

Contribución relativa a la brecha de productividad-salario real mediano

1974-2018 1974-1980 1980-2018 1980-1990 1990-1999 2000-2009 2010-2018

-∆ participa-
ción salarial

17% 102% 57% 38% 15% 56% -65%

∆ relación de 
intercambio

172% -59% 57% 22% 79% -9% 107%

∆ componen-
te no salarial

-54% 151% 46% -1% -6% 70% -52%

∆ desigual-
dad salarial

-35% -94% -60% 41% 12% -17% 109%

Total 100% 100% 100% 100% 100% 100% 100%
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Tabla 5. Factor explicativo y contribución al desacople, Brasil

Factor explicativo en la brecha de productividad-salario real medio

Componente 1974-2018 1974-1980 1980-2018 1980-1990 1990-1999 2000-2009 2010-2018

-∆ participa-
ción salarial

-1.2% -1.3% -1.2% -3.0% -0.6% -1.0% -0.5%

∆ relación de 
intercambio

-0.3% 1.7% -0.6% -2.3% -2.0% -1.5% -0.8%

∆ componen-
te no salarial

2.7% 15.5% 1.9% -48.2% 121.6% 2.0% -1.1%

Total 1.2% 15.9% 0.0% -53.5% 119.1% -0.5% -2.4%

Factor explicativo en la brecha de productividad-salario real mediano

Componente 1974-2018 1974-1980 1980-2018 1980-1990 1990-1999 2000-2009 2010-2018

-∆ participa-
ción salarial

-1.2% -1.3% -1.2% -3.0% -0.6% -1.0% -0.5%

∆ relación de 
intercambio

-0.3% 1.7% -0.6% -2.3% -2.0% -1.5% -0.8%

∆ componen-
te no salarial

2.7% 15.5% 1.9% -48.2% 121.6% 2.0% -1.1%

∆ desigual-
dad salarial

-0.7% -1.8% -0.6% 1.7% -3.8% -0.4% -0.1%

Total 0.5% 14.1% -0.6% -51.7% 115.3% -0.9% -2.4%
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Contribución relativa a la brecha de productividad-salario real medio

Contribución relativa a la brecha de productividad-salario real mediano

Componente 1974-2018 1974-1980 1980-2018 1980-1990 1990-1999 2000-2009 2010-2018

-∆ participa-
ción salarial

33% 7% 49% -6% 1% 67% -32%

∆ relación de 
intercambio

-9% 9% -25% 5% -2% -106% 57%

∆ componen-
te no salarial

76% 83% 75% 101% 101% 139% 75%

Total 100% 100% 100% 100% 100% 100% 100%

Componente 1974-2018 1974-1980 1980-2018 1980-1990 1990-1999 2000-2009 2010-2018

-∆ participa-
ción salarial

41% 8% 65% -7% 1% 95% -31%

∆ relación de 
intercambio

-11% 10% -32% 5% -2% -150% 55%

∆ componen-
te no salarial

95% 93% 100% 105% 104% 196% 72%

∆ desigual-
dad salarial

-25% -11% -32% -4% -3% -42% 4%

Total 100% 100% 100% 100% 100% 100% 100%
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Tabla 6. Factor explicativo y contribución al desacople, México

Factor explicativo en la brecha de productividad-salario real medio

Factor explicativo en la brecha de productividad-salario real mediano

Contribución relativa a la brecha de productividad-salario real medio

Componente 1980-2018 1980-1990 1990-1999 2000-2009 2010-2018

-∆ participación salarial 0.7% 3.2% -1.0% -0.2% 0.6%

∆ relación de intercambio 0.2% 1.5% 0.6% -1.0% -0.4%

∆ componente no salarial 0.1% -3.5% 1.8% 0.6% 2.1%

Total 1.0% 1.3% 1.4% -0.6% 2.3%

Componente 1980-2018 1980-1990 1990-1999 2000-2009 2010-2018

-∆ participación salarial 0.7% 3.2% -1.0% -0.2% 0.6%

∆ relación de intercambio 0.2% 1.5% 0.6% -1.0% -0.4%

∆ componente no salarial 0.1% -3.5% 1.8% 0.6% 2.1%

∆ desigualdad salarial 0.8% 1.3% 1.1% -0.1% 1.5%

Total 1.9% 2.6% 2.4% -0.7% 3.8%

Componente 1980-2018 1980-1990 1990-1999 2000-2009 2010-2018

-∆ participación salarial 170% 62% 30% -77% -48%

∆ relación de intercambio -37% -30% 17% 416% -30%

∆ componente no salarial -34% 68% 53% -239% 178%

Total 100% 100% 100% 100% 100%
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Contribución relativa a la brecha de productividad-salario mediano

1980-2018 1980-1990 1990-1999 2000-2009 2010-2018

-∆ participación salarial -183% 83% 23% -55% -21%

∆ relación de intercambio 39% -41% 13% 297% -13%

∆ componente no salarial 36% 91% 41% -170% 79%

∆ desigualdad salarial 207% -34% 24% 29% 56%

Total 100% 100% 100% 100% 100%

VI. Conclusiones

Este artículo analiza la evolución de 
los salarios reales de los asalariados y la 
productividad laboral en ocho países 
de América Latina en el período 1975-
2018. A este fin, postula que la hetero-
geneidad de la estructura productiva 
en los países de la región constituye un 
elemento crucial en la relación entre 
ambas variables. Tal tejido productivo 
heterogéneo viene dado por la coexis-
tencia de actividades económicas de 
punta y de alta productividad, junto 
con otras de media y baja productivi-
dad con tecnologías atrasadas respec-
to a la frontera internacional. Estas 
últimas actividades concentran gran 
parte del empleo lo que incuba un 
mercado laboral fragmentado en el 
que los trabajadores obtienen salarios 
muy desiguales en base a su inserción 
en los estratos productivos. Es así que 
el ingreso laboral constituye el nexo 

clave entre la heterogeneidad estruc-
tural y la alta desigualdad de ingresos 
en la región.

En este sentido, el documento esti-
ma a través de un modelo economé-
trico la relación a largo plazo entre la 
productividad laboral y los salarios 
reales. Un primer resultado a destacar 
es que existe una gran heterogeneidad 
entre países. En efecto, usando una ti-
pología basada en las trayectorias de 
los salarios y la productividad en las úl-
timas cuatro décadas se encuentra que 
Chile, Colombia y Costa Rica exhiben 
una tendencia ascendente en ambas 
variables mientras que Argentina, Bra-
sil y Bolivia presentan una caída en los 
salarios reales y una tendencia oscilan-
te en productividad, con descensos y 
recuperaciones, que solo se revierte 
en el período 2003-2015 mostrando 
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una fase creciente en los salarios y pro-
ductividad. En tanto, México y el Perú 
muestran una caída tanto en los sala-
rios reales como en la productividad 
en donde ambas variables no alcan-
zan en 2015 los niveles obtenidos en 
1975. En segundo lugar, las regresiones 
para cada país muestran un desacople 
en la relación para Argentina, Brasil, 
Colombia, Costa Rica y México dado 
que la elasticidad entre la producti-
vidad y los salarios es bajo 1 lo que 
señala que las ganancias de producti-
vidad no son plenamente traspasadas 
en ganancias salariales. Por otro lado, 
en Bolivia, Chile y el Perú la relación 
es sobre 1 lo que indica un desajuste 
macroeconómico.

Asimismo, en orden a entender los 
factores que afectan la brecha de la 
productividad respecto a los salarios 
reales es que se realiza un ejercicio de 
descomposición. La descomposición 

de la brecha de la productividad res-
pecto al salario real para Argentina, 
Brasil, y México en el período 1980-
2018 indica que los factores más rele-
vantes son los cambios en el peso del 
ingreso laboral sobre el ingreso total y 
la desigualdad salarial. En tal período 
se constata además que los tres países 
registran un crecimiento promedio 
anual negativo de la productividad lo 
que ante un ligero crecimiento positi-
vo de los salarios reales en Argentina y 
Brasil lleva a una reducción marginal 
de la tasa de crecimiento de la brecha 
en ambas economías que coincide con 
una mejora en la participación asala-
riada y en la inequidad salarial. Mé-
xico, por otro lado, ve deteriorada su 
brecha siendo explicado por la caída 
en el peso del ingreso laboral en el to-
tal y el aumento de la desigualdad de 
remuneraciones. 
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ABSTRACT
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1.- Introducción

Este momento histórico refleja un 
mundo en transformación, caracteri-
zado por crecientes cuestionamientos 
al sistema internacional de posguerra 
y por una distribución de poder cada 
vez más dispersa. La premisa de una 
comunidad internacional fundada en 
principios y valores compartidos en 
materia de derechos humanos se en-
cuentra actualmente vilipendiada, no 
solo por quienes sienten que no han 
participado en su construcción, sino 
también por algunos de los actores 
centrales que la diseñaron y sostuvie-
ron por décadas.

En este escenario de transición ha-
cia un nuevo orden internacional, la 
agenda de derechos humanos enfrenta 
desafíos sin precedentes: la (re)emer-
gencia de conflictos armados, el auge 
de movimientos que desacreditan ac-
tivamente estos derechos, la persis-
tencia de violaciones sistemáticas de 
derechos económicos y sociales y la 
creciente crisis humanitaria en el con-
texto de la migración global. Ante este 
panorama, surge una pregunta fun-
damental: ¿cómo pueden protegerse 
efectivamente los derechos humanos 
en un régimen internacional cada vez 
más fragmentado y escéptico?

Este artículo propone que la con-
ceptualización de la garantía colectiva 
en derechos humanos se erige como 
un componente jurídico y conceptual 
de suma relevancia para abordar este 

desafío. Nuestra tesis central es que la 
garantía colectiva constituye un meca-
nismo esencial para fortalecer la pro-
tección de los derechos humanos en el 
ámbito internacional. Por ello, a través 
de un análisis crítico y reflexivo cen-
trado en la doctrina y jurisprudencia 
aplicable, este artículo indagará en la 
contribución de la garantía colectiva 
al fortalecimiento de la justicia y los 
derechos humanos, enfocándose en 
las Américas.

El texto comenzará entonces ex-
plorando el concepto, dimensiones 
y alcances de la garantía colectiva y 
su evolución histórica. Seguidamen-
te, analizaremos su aplicación en el 
Sistema Interamericano de Derechos 
Humanos (SIDH) y examinaremos 
particularmente el mecanismo de de-
nuncia interestatal como una de sus 
expresiones. Finalmente, discutiremos 
los desafíos para la implementación 
efectiva de la garantía colectiva en la 
región, considerando las tensiones po-
líticas y los debates jurídicos con otros 
principios del Derecho Internacional.

Este documento se enfocará especí-
ficamente en el desafío de la garantía 
colectiva en las Américas porque, a los 
históricos problemas que ha tenido 
la región respecto a la violencia es-
tructural, la impunidad, la corrupción 
sistémica y la fragilidad institucional, 
se le han sumado en los últimos años 
severas crisis democráticas, retrocesos 
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en materia de derechos humanos y el 
surgimiento de liderazgos autoritarios. 
En este contexto, consideramos que la 
garantía colectiva se presenta no sólo 
como un mecanismo jurídico, sino 
como una herramienta potencial para 
poner a prueba la eficacia del sistema 
regional de protección y para fortale-
cer la cooperación regional en la de-
fensa de los derechos humanos.

2. La noción de garantía colectiva 
en derechos humanos

La garantía colectiva en derechos 
humanos emergió como respuesta 
a los horrores de la Segunda Guerra 
Mundial y del Holocausto, lo que des-
pertó una conciencia global sobre la 
importancia de reconstruir el orden 
internacional sobre bases humanistas 
(Cançado Trindade, 2020, p. 15). En ese 
contexto, distintos actores comenza-
ron a abogar por el reemplazo de la 

“sociedad” por una “comunidad in-
ternacional” 1, un cambio que no era 
meramente terminológico, sino que 
implicaba una resignificación de la mi-
sión del Derecho Internacional y un 
avance sobre el principio de soberanía 
absoluta de los Estados (Pinho de Oli-
veira & Marin Herrera, 2021, p.183). La 
posguerra marcó entonces una transi-
ción del sistema westfaliano clásico, 
basado en una sociedad interestatal 

1	 El orden jurídico-político de la posguerra 
se “cristalizó en el programa institucional 
de una sociedad de Estados que quiere deve-
nir comunidad para evitar caer en el pasado” 
(Pinto, 2020, p. 56).

homogénea y excluyente, hacia una 
comunidad internacional que procu-
ró garantizar colectivamente la paz y 
seguridad mediante el desarrollo de 
normas de lógica vertical y un orden 
público global.

Paralelamente, con el nacimiento 
de las Naciones Unidas, se conformó 
el Derecho Internacional de los Dere-
chos Humanos (DIDH) que fue crean-
do distintas normas colectivas para re-
gular la conducta de los Estados a favor 
de la protección de los derechos de las 
personas más allá de las fronteras. Así, 
en la Carta de San Francisco se asig-
nó a la ONU como un propósito el 
promover y lograr el respeto universal 
de la dignidad y libertad de todas las 
personas, en condiciones de igualdad 
y sin discriminación2. Además, en los 
artículos 55 y 56 se estableció el com-
promiso del organismo y de cada Es-
tado de promover el respeto universal 

2	 Se estableció en el Preámbulo “la fe en los 
derechos fundamentales del hombre y en 
la dignidad y el valor de la persona humana” 
y en el Art. 1.3 que uno de los propósitos de 
la ONU era “realizar la cooperación inter-
nacional para el desarrollo y estímulo a los 
derechos humanos y a las libertades funda-
mentales de todos, sin hacer distinción por 
motivos de raza, sexo, idioma o religión”.
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de los derechos humanos, sin ningún 
tipo de distinción3. 

Por ello, la Carta de las Naciones 
Unidas suele ser señalada como el ini-
cio del fundamento legal y conceptual 
de la garantía colectiva en derechos 
humanos. A partir de ese documento, 
la promoción y protección de los de-
rechos humanos pasó de ser un asunto 
exclusivo de cada Estado a una preo-
cupación legítima de la comunidad 
internacional (Pittier, 2020, p.110); por 
ende, se consideró que “el principio 
tradicional de soberanía nacional ha-
bía sido limitado” (Baehr & Caster-
mans-Holleman, 2004, p. 11).

En los siguientes años, el DIDH fue 
profundizado por otros instrumen-
tos como la Declaración Universal de 
Derechos Humanos, la Declaración 
Americana de Derechos y Deberes del 
Hombre y la Convención Europea de 
Derechos Humanos, las cuales fue-
ron ratificando que todos los Estados 
miembro debían esforzarse, cooperar 
y adoptar medidas comunes para el 
respeto efectivo de los derechos y liber-
tades allí enumerados (Pinto, 2020, p. 
7). Y si bien los Estados preservaron la 
competencia primigenia y directa en 

3	 Gómez Isa considera que los artículos 55 y 
56 de la Carta de las Naciones Unidas esta-
blecen “auténticas obligaciones jurídicas en 
materia de derechos humanos tanto para 
la Organización como para todos y cada 
uno de los Estados Miembros, y no meras 
recomendaciones programáticas” (Gómez 
Isa, 2003, p. 38).

la protección de los derechos humanos 
de las personas bajo su jurisdicción, 
la comunidad internacional fue pa-
ralelamente consolidando su interés 
y responsabilidad de que los Estados 
cooperen y adopten mecanismos co-
lectivos de rendición de cuentas (Sa-
laltamacchia Ziccardi & Covarrubias 
Velasco, 2009, p.9).

La garantía colectiva en derechos 
humanos emergió entonces como un 
reflejo de la creciente conciencia de 
que ciertas violaciones, crímenes y 
abusos representan una afrenta a los 
valores fundamentales de la comuni-
dad internacional. La sanción y casti-
go ya no quedó entonces limitada a 
la exclusiva voluntad o capacidad del 
Estado donde se cometieron, sino que 
se convirtió en una responsabilidad 
compartida el crear mecanismos sub-
sidiarios de protección que aseguren 
la efectividad de dicho régimen inter-
nacional. Cada Estado asumió así el 
deber de invertir sus mejores recursos 
y esfuerzos para resguardar el interés 
colectivo de que los derechos huma-
nos sean protegidos por todos y cada 
miembro de la comunidad. 

En conclusión, la garantía colecti-
va en derechos humanos consolidó la 
interdependencia y responsabilidad 
colectiva que se deriva de la noción 
de comunidad internacional. Los Es-
tados ya no solo deben preocuparse 
por sus ciudadanos, sino además por 
toda la humanidad, reforzándose así 
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el cambio de paradigma que impli-
ca concebir a los derechos humanos 
como universales y susceptibles de ser 
protegidos más allá de las respectivas 
soberanías nacionales.

3. La garantía colectiva en derechos 
humanos en el SIDH

La Organización de los Estados 
Americanos (OEA)4 fue creada en 1948 
al suscribirse la Carta de Bogotá, cuya 
primera versión incluyó simultáneas 
referencias explícitas al principio de 
no intervención5 y a la defensa de los 
derechos humanos6. En ese marco, el 
SIDH fue desarrollándose progresiva-
mente con el propósito primordial de 

4	 Actualmente, reúne a 34 Estados de las Amé-
ricas y constituye el principal foro guber-
namental político, jurídico y social del 
Hemisferio.

5	 Principio derivado de la igualdad soberana 
de los Estados, por el cual se buscaba impe-
dir que un Estado o grupo de Estados inter-
venga de forma directa o indirecta en los 
asuntos internos o externos de cualquier 
otro, cualquiera fuera el motivo. Este prin-
cipio fue receptado en los artículos 2.4 y 2.7 
de la Carta de las Naciones Unidas y desa-
rrollado en distintas sentencias emblemá-
ticas de la Corte Internacional de Justicia 
como Canal de Corfú (1946) o Nicaragua c. 
Estados Unidos (1986). El respeto al princi-
pio de no intervención fue receptado explí-
citamente en los artículos 19 y 20 de la Carta 
de la OEA.

6	 Se hallan referencias explícitas al respeto y 
promoción de los derechos humanos en el 
Preámbulo y los artículos 3.l. y 17 de la Carta 
de la OEA.

promover y proteger los derechos fun-
damentales en las Américas7.

Si bien las obligaciones de “respetar” 
y “garantizar” los derechos humanos 
que asumieron los Estados se centra-
lizaron principalmente en las personas 
que se encuentren en su jurisdicción, 
las mismas se extienden también a los 
restantes Estados contratantes8. En este 
sentido, la Corte Interamericana ha 
desempeñado un papel crucial en la 
consolidación de la garantía colectiva 
de los derechos humanos, reflejando la 
interacción compleja entre legitimida-
des y mandatos tanto legales como po-
líticos y lidiando con las tensiones en-
tre la soberanía estatal y la protección 

7	 Este sistema se sustenta en un catálogo de 
derechos y libertades fundamentales inclui-
das en instrumentos como la Declaración 
y la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos (CADH) y se instrumenta a tra-
vés de diversas herramientas centralizadas 
en la Comisión y la Corte Interamericana 
de derechos humanos, como el pedido de 
informes, la realización de visitas in situ, el 
ordenar medidas cautelares y/o provisiona-
les o la tramitación de denuncias individua-
les e interestatales, entre otros.

8	 En la Opinión Consultiva N° 2 sostuvo, por 
ejemplo, que el objeto y fin de la CADH es 

“la protección de los derechos fundamenta-
les de los seres humanos, independiente-
mente de su nacionalidad, tanto frente a su 
propio Estado como frente a los otros Esta-
dos contratantes” (Corte IDH, 1982b, párr. 
9). La Corte ratificó luego que la CADH 
tiene por “objeto y fin la protección de los 
derechos humanos tanto frente al Estado 
como frente a otros Estados” (Corte IDH: 
caso Cuscul Pivaral y otros, sentencia del 23 
de agosto de 2018, párr. 77).
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internacional de los derechos huma-
nos (Engstrom, 2018, p.183).

En forma pionera9, la Corte IDH 
reconoció la existencia de la garantía 
colectiva10, definiéndola como aquella 
que impone a los Estados miembros 
y a la Asamblea General de la OEA el 
interpretar y aplicar las normas sustan-
tivas y procesales del SIDH de modo 
tal que el mecanismo de protección 
regional “sea verdaderamente práctica 

9	 "La jurisprudencia de la Corte Interameri-
cana ha sido pionera en el reconocimiento 
y aplicación de la garantía colectiva, estable-
ciendo que los Estados tienen una respon-
sabilidad compartida en la protección de 
los derechos humanos que trasciende sus 
fronteras nacionales" (Antkowiak & Gonza, 
2017, p. 215).

10	 Al señalar en diversos fallos que la CADH 
y los demás tratados de derechos humanos 

“se inspiran en valores comunes superiores 
(centrados en la protección del ser humano), 
están dotados de mecanismos específicos 
de supervisión, se aplican de conformidad 
con la noción de garantía colectiva, consa-
gran obligaciones de carácter esencialmente 
objetivo y tienen una naturaleza especial, 
que los diferencian de los demás tratados, 
los cuales reglamentan intereses recíprocos 
entre los Estados Partes" (Corte IDH, 1999; 
caso del Tribunal Constitucional, sentencia 
del 24 de septiembre de 1999, párr. 41; caso 
Baena Ricardo y otros c. Panamá, sentencia 
del 28 de noviembre de 2003, párr. 96; Corte 
IDH, 2005c, párr. 104).

y eficaz”11 y se proteja “el efecto útil de 
la Convención Americana y evitar que 
la justicia interamericana se torne ilu-
soria al quedar al arbitrio de las deci-
siones internas de un Estado” (Corte 
IDH, 2021, párr. 128).

En cuanto al debate sobre la intro-
misión que la garantía colectiva podría 
suponer de principios como el de no 
intervención, la Corte sostuvo en la 
Opinión Consultiva N° 26 que el “sis-
tema de protección internacional y la 
noción de garantía colectiva asociada 
al mismo… expresa la intención de 
los Estados de consolidar un régimen 
de libertad personal dentro del cua-
dro de las instituciones democráticas… 
para alcanzar los valores que el sistema 
quiere promover y proteger, entre los 
cuales se encuentra la plena vigencia 
de los derechos humanos”. Consecuen-
temente, “éstos soberanamente han 
consentido en que dicho ejercicio ha 
dejado de ser únicamente un asunto 
de su jurisdicción doméstica, interna 
o exclusiva” (Corte IDH, 2020, párr. 72). 

11	 “Por cuanto la Convención Americana con-
sagra un sistema que constituye un verda-
dero orden público regional, cuyo mante-
nimiento es de interés de todos y cada uno 
de los Estados Partes”. Consecuentemente, 

“el interés de los Estados signatarios es el 
mantenimiento del sistema de protección 
de los derechos humanos que ellos mismos 
han creado, y si un Estado viola su obliga-
ción de acatar lo resuelto por el único 
órgano jurisdiccional sobre la materia se 
está quebrantando el compromiso asumido 
hacia los otros Estados de cumplir con las 
sentencias de la Corte” (Corte IDH, 2012, 
párr. 47).
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En otras palabras, la garantía colectiva 
es una legítima intervención sobre la 
soberanía estatal12. 

En esa misma oportunidad, el Tri-
bunal describió además distintos com-
portamientos exigibles a los Estados 
partes vinculados al ejercicio de la ga-
rantía colectiva en derechos humanos: 
el exteriorizar de forma oportuna las 

“objeciones u observaciones pertinen-
tes en el marco de los espacios institu-
cionales de la OEA”; el no permanecer 

“impasibles e indiferentes”; el “coope-
rar entre sí de buena fe para cumplir 
con sus obligaciones internacionales”; 
el asegurar que el Estado denuncia-
do no se considere desligado “mien-
tras no haya dado cumplimiento a las 
obligaciones de derechos humanos ad-
quiridas, en particular las reparacio-
nes ordenadas por la Corte IDH”; el 

“cooperar para lograr la investigación 
y juzgamiento de las graves violaciones 
de derechos humanos y así erradicar 
la impunidad”; el “otorgar protección 
internacional, admitiendo a potencia-
les solicitantes de asilo, garantizando el 
derecho a buscar y recibir asilo y el res-
peto del principio de no devolución” y 
el “realizar los esfuerzos diplomáticos 
bilaterales y multilaterales, así como 

12	 Hacemos propias las siguientes palabras de 
Kathryn Sykkink: “cuando se hace un lla-
mado o se ejerce presión a los Estados para 
que cumplan con tratados de derechos 
humanos que han ayudado a redactar y que 
han ratificado, esto no constituye coerción; 
en su lugar, hace que los Estados sean res-
ponsables de sus propios compromisos” 
(Sikkink, 2020, p. 31).

ejercer sus buenos oficios de forma pa-
cífica” (Corte IDH, 2020,.párr. 71 y ss.).

En conclusión, la garantía colecti-
va en derechos humanos a nivel in-
teramericano ha sido comprendida 
como la obligación que recae sobre 
los actores miembros del sistema de 
garantizar la aplicabilidad y eficacia 
de las decisiones de los órganos del 
SIDH y de cooperar de buena fe en la 
observancia de los derechos humanos 
(Albanese, 2020, p.2).

4. La denuncia interestatal como 
mecanismo de garantía colectiva

La Convención Americana habilita 
en el artículo 45 que los Estados parte 
puedan denunciar incumplimientos 
de otros Estados ante la Comisión In-
teramericana de Derechos Humanos 
(CIDH). Sin embargo, mientras este 
organismo puede conocer peticiones 
individuales de pleno derecho y sin 
necesidad de consentimiento de los 
Estados denunciados, en el mecanismo 
interestatal se exigen requisitos que le 
restan relevancia y eficacia.

En primer lugar, las denuncias in-
terestatales sólo pueden ser opuestas 
entre Estados que hayan ratificado 
la CADH, lo cual excluye a muchos 
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Estados que integran el SIDH13. Ade-
más, el reconocimiento de la com-
petencia de la Comisión para las de-
nuncias interestatales es adicional y 
opcional, por lo que una comunica-
ción de un Estado sólo puede avanzar 
si el Estado denunciado aceptó expre-
samente esta intervención de la Co-
misión por tiempo indefinido, por un 
período determinado o si la aceptase 

13	 Sólo 23 de los 34 Estados partes de la OEA 
ratificaron la CADH (Cuba no es conside-
rado dada su suspensión del organismo 
regional): Argentina, Barbados, Bolivia, 
Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, Domi-
nica, Ecuador, El Salvador, Granada, Guate-
mala, Haití, Honduras, Jamaica, México, 
Nicaragua, Panamá, Paraguay, Perú, Repú-
blica Dominicana, Surinam y Uruguay. Por 
su lado, Trinidad y Tobago denunció la 
Convención en 1999 por su desacuerdo con 
la Corte IDH respecto a la aplicación de la 
pena de muerte. Finalmente, el caso de 
Venezuela es más complejo. En septiembre 
de 2013, bajo el gobierno de Hugo Chávez, 
Venezuela se retiró de la CADH. En enero 
de 2019, Juan Guaidó, reconocido por varios 
países como presidente interino, notificó 
formalmente a la OEA la intención de 
revertir esta decisión y restablecer la adhe-
sión de Venezuela a la Convención. Esta 
ratificación fue incluida en la página web 
de la OEA, aunque su efectividad y acepta-
ción están en discusión.

en el caso particular14. Por último, en 
tanto rige el principio de reciprocidad, 
sólo pueden ser denunciantes aquellos 
Estados que también hayan reconoci-
do la competencia de la CIDH para 
recibir denuncias interestatales15.

De este modo, a diferencia de las 
peticiones individuales en las cuales la 
CIDH adquiere jurisdicción de forma 
automática y de pleno derecho, en el 
caso de comunicaciones estatales debe 
corroborarse que el Estado denun-
ciado, además de haber ratificado la 
CADH, haya declarado expresamente 
aceptar la competencia de la Comisión 

14	 Según el artículo 48 del Reglamento de la 
CIDH, en caso de que un Estado parte en 
la CADH que aceptó la competencia de la 
Comisión para recibir y examinar comuni-
caciones interestatales presenta una comu-
nicación contra otro Estado, la Comisión 
la transmitirá independientemente que el 
denunciado haya aceptado o no su compe-
tencia. Si no lo hubiera hecho, el Estado 
denunciado puede ejercer su opción de 
reconocer la competencia de la Comisión 
para el caso específico de la comunicación. 
Si así lo hiciera, el trámite se rige por las 
mismas disposiciones que cualquier trá-
mite presentado ante la CIDH (CIDH, 2007, 
párr. 126; CIDH, 2010, párr. 66).

15	 La CIDH indicó que su competencia para 
conocer comunicaciones interestatales 
opera exclusivamente sobre la base de la 
reciprocidad, de modo que sólo la pueden 
ejercer Estados Partes en la CADH que 
hayan formulado una declaración similar 
(CIDH: Informe N° 11/07, supra, párr. 169). 
La Corte Interamericana ha ratificado que 

“para que un Estado pueda presentar una 
denuncia contra otro Estado cada uno de 
ellos debe haber aceptado la competencia 
de la Comisión para tramitar denuncias 
entre Estados” (Corte IDH, 1982b, párr. 32).
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para recibir y examinar comunicacio-
nes de otros Estados partes y que el 
Estado denunciante haya formulado 
una declaración similar para cumplise 
con la reciprocidad exigida.

En relación a la garantía colectiva, 
una particularidad relevante de este 
mecanismo es que la Comisión ha se-
ñalado que la capacidad de denuncia 
de los Estados es mucho más amplia 
que la de los individuos en tanto se 
pueden extender no sólo a hechos que 
hayan afectado a víctimas individuali-
zadas o determinables sino también a 
situaciones generalizadas de violacio-
nes masivas o sistemáticas a los dere-
chos humanos (CIDH, 2007, párr. 195). 
Este punto nos demuestra que las de-
nuncias interestatales operan bajo la 
lógica de la garantía colectiva y que, en 
esencia, se fundan en el compromiso 
colectivo de lograr la protección efec-
tiva frente a posibles violaciones del 
orden público regional en derechos 
humanos16.

16	 La CIDH argumentó ello al vincular las 
denuncias interestatales con la existencia 
de un orden público regional derivado del 
Preámbulo y del artículo 35 de la CADH: 

“La Convención Americana consagra un 
sistema que constituye un verdadero orden 
público regional, cuyo mantenimiento es 
de interés de todos y cada uno de los Esta-
dos Partes. El interés de los Estados signa-
tarios es el mantenimiento del sistema de 
protección de los derechos humanos, y si 
un Estado viola su obligación de garantizar 
los derechos humanos a los individuos bajo 
su jurisdicción también está violando su 
compromiso hacia los otros Estados” 
(CIDH, 2007, párr. 197).

Por su lado, si bien la Corte IDH 
nunca intervino en un caso interesta-
tal, se ha explayado en distintas opor-
tunidades sobre el tema17. Ahora bien, 
quien más desarrolló al respecto ha 
sido el ex presidente del Tribunal, 
Cançado Trindade. En principio, des-
cribió a las denuncias interestatales 

17	 En la Opinión Consultiva N° 20 se describió 
así a este mecanismo: “No sólo ´cualquier 
persona o grupo de personas´ sino también 

´todo Estado Parte´ en la Convención 
puede presentar comunicaciones ante la 
Comisión Interamericana, en las que se 
alegue que otro Estado Parte ha incurrido 
en violaciones de los derechos humanos 
establecidos en dicho tratado” (Corte IDH, 
2009a, párr. 32). En esa Opinión estableció 
además que “el contexto de los casos con-
tenciosos originados en comunicaciones 
interestatales” es “marcadamente diferente 
al que se suscita en los casos originados en 
peticiones individuales, e inclusive en otros 
asuntos conocidos por la Corte Interame-
ricana” (Corte IDH, 2009a, párr. 36).
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como “un embrión de actio popula-
ris”18, que “pueden ser interpuestas de 
modo desinteresado para asegurar la 
observancia de las obligaciones con-
vencionales erga omnes partes”. En tal 
sentido, para el ex presidente del Tri-
bunal, tales peticiones “constituyen un 
mecanismo par excellence de acción 
de garantía colectiva”19.

Ahora bien, más allá del interés que 
existe desde la teoría por promover el 

18	 La CIJ afirmó en sus observaciones en el 
caso del Sudoeste Africano (1966) que “un 
actio popularis, o derecho inherente a cual-
quier miembro de una comunidad para 
emprender acciones legales en defensa de 
un interés público... no es reconocido por 
el derecho internacional en su estado 
actual… Las consideraciones humanitarias 
pueden constituir la base inspiradora de las 
normas jurídicas, al igual que, por ejemplo, 
las partes preambulares de la Carta de las 
Naciones Unidas constituyen la base moral 
y política para las disposiciones legales espe-
cíficas que se establecen a continuación. Sin 
embargo, dichas consideraciones no cons-
tituyen en sí mismas reglas de derecho. 
Todos los Estados están interesados, tienen 
un interés en tales asuntos. Pero la existen-
cia de un 'interés' no implica necesaria-
mente que este interés tenga un carácter 
específicamente jurídico. ... Para generar 
derechos y obligaciones legales, debe expre-
sarse jurídicamente y revestirse de una 
forma legal” (CIJ, 1966, párr. 6). Esta postura 
fue revertida por el Tribunal en el caso Bar-
celona Traction (1970), donde reconoció 
que “ciertas obligaciones de derechos 
humanos son obligaciones erga omnes, en 
la medida en que se puede sostener que 
todos los Estados tienen un interés legal en 
su protección” (CIJ, 1970, párr. 33).

19	 Voto concurrente del juez Cançado Trin-
dade (Corte IDH, 2002b, párr. 3) y Voto 
concurrente del juez Cançado Trindade 
(Corte IDH, 2003, párr. 79).

deber de los Estados de interponer 
denuncias interestatales contra incum-
plimientos de terceros, el compromi-
so demostrado en la práctica ha sido 
muy pobre20. Como fuera detallado, 
este mecanismo ha sido opuesto sólo 
en dos ocasiones ante la CIDH y la 
Corte Interamericana no ha llegado 
a intervenir en ningún caso. Por todo 
ello, es dable concluir que el mecanis-
mo de denuncias interestatales en las 
Américas no ha logrado convertirse 
en una herramienta eficaz de garan-
tía colectiva para la protección de los 
derechos humanos.

Lamentablemente, poco ha cam-
biado desde aquella evaluación críti-
ca que Cancado Trindade hizo sobre 
su aplicación en el SIDH: “El hecho 
de que el mecanismo de las mencio-
nadas peticiones interestatales, como 
embrión de la actio popularis bajo 
la Convención Americana, no haya 
sido utilizado en el sistema interame-
ricano de protección hasta la fecha, 
sugiere que los Estados Partes en la 
Convención todavía no han revelado 

20	 Sólo Bolivia, Costa Rica, Chile, Ecuador, 
Jamaica, Nicaragua, Perú, Uruguay y Vene-
zuela han formulado inequívocamente una 
declaración aceptando la competencia de 
la CIDH para recibir y examinar comuni-
caciones de otros Estados alegando que han 
incurrido en violaciones de los derechos 
consagrados en la Convención. Argentina 
y Colombia reconocieron también la com-
petencia de la Comisión por tiempo inde-
finido y bajo condición de estricta recipro-
cidad, pero sólo sobre casos relativos a la 
interpretación o aplicación de la Conven-
ción.
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su determinación de construir un ver-
dadero ordre public internacional ba-
sado en el respeto por los derechos 
humanos”21.

5. Conclusiones

Al establecer la responsabilidad 
compartida entre los miembros de la 
comunidad internacional para preve-
nir y abordar las violaciones a los de-
rechos humanos, la garantía colectiva 
se constituye en un mecanismo funda-
mental para lograr la protección de los 
derechos humanos a nivel internacio-
nal. Sin embargo, consideramos que 
este concepto aún requiere un desa-
rrollo teórico más profundo que per-
mita fortalecer su aplicación efectiva 
en diferentes contextos regionales y 
nacionales y abordar los desafíos sin 
precedentes que enfrenta actualmente 
la agenda de derechos humanos.

El caso del Sistema Interamerica-
no nos ofreció una oportunidad para 
analizar y profundizar en la aplicación 
de la garantía colectiva, tomando en 
cuenta sus desafíos y oportunidades. 
En este ámbito, es dable concluir que 
la garantía colectiva enfrenta desafíos 
considerables que limitan su efectivi-
dad.  Particularmente, consideramos 
que el mecanismo de denuncia interes-
tatal tendría potencial para activar la 
corresponsabilidad de los Estados ante 
la violación de los derechos humanos; 

21	 Voto concurrente del juez Cançado Trin-
dade (Corte IDH, 2002b, párr. 6).

sin embargo, la existencia de obstácu-
los normativos, como el requisito del 
consentimiento previo del Estado de-
nunciado y el principio de reciproci-
dad, restringen su uso y eficacia.

Para superar estos obstáculos, con-
sideramos necesario implementar re-
formas a la Convención Americana, 
inspiradas en el modelo europeo, que 
eliminen tales restricciones. A pesar de 
las dudas que puedan existir sobre el 
compromiso de los Estados con estas 
reformas, la evolución del DIDH su-
giere una tendencia positiva hacia la 
aceptación de mayores compromisos 
en la protección de los derechos hu-
manos. Por todo ello, consideramos 
esencial profundizar en la definición 
y aplicación de la garantía colectiva, 
promoviendo una mayor compren-
sión que permita fomentar la paz, la 
estabilidad y la cohesión entre los Es-
tados miembros.
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outros fóruns para além daqueles que abordam especificamente 
a norma, para verificar se há uma estratégia sistemática de con-
testação. O artigo explora primeiramente a evolução da norma 
desde a institucionalização até a contestação em um processo 
não-linear; depois aprofunda o contexto teórico acerca de nor-
mas internacionais para preparar a análise do caso. Em relação 
ao caso da China, o artigo concentra-se em responder três per-
guntas principais: a China utiliza o conceito de R2P sistematica-
mente no fórum sobre a proteção de civis? Em caso afirmativo, 
como Pequim usa o termo? Finalmente, a China transfere seu 
comportamento norm-shaper presentes nas discussões sobre 
R2P para também nos debates sobre proteção de civis? O autor 
utiliza uma combinação de métodos de análise interpretativa e 
qualitativa de conteúdo para entender o comportamento chinês 
e responder a essas perguntas. O artigo visa contribuir para a 
compreensão de como as potências emergentes estão buscando 
expandir seu comportamento norm-shaper sistematicamente 
em fóruns variados nas Nações Unidas.

Palavras-chave:  Responsabilidade de Proteger – Contestação – 
Escola Inglesa – Normas Internacionais – China.  

ABSTRACT

This article addresses the challenges of the institutional progress 
of the Responsibility to Protect (R2P) in the United Nations (UN) 
based on political disputes over normative understandings. It 
argues that emerging powers from the Global South have sought 
to shape the norm by promoting a certain kind of interpretation, 
applying their views in different settings of the organization. Par-
ticularly, the author uses the case of China to evaluate whether 
Beijing uses the R2P concept in other forums than those that 
specifically tackle the norm to see whether there is a systematic 
contestation strategy. The article firstly explores the evolution of 
the norm from institutionalization to contestation in a non-linear 
process; then it deepens the theoretical normative background to 
prepare for the case analysis. With regard to the case of China, 
it focuses on answering three main questions: does China use 
the R2P concept systematically in the forum on the protection 
of civilians? If so, how does China use the term, and is there any 
identified pattern in its position? Finally, does China transfer its 
norm-shaping behavior made in the R2P discussions to this forum 
on the protection of civilians? The author uses a combination of 
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interpretive and qualitative content analysis methods to understand 
China and answer these questions. The article aims to contribute to 
the understanding of how emerging powers are seeking to expand 
their norm-shaping behavior systematically at the UN forums.

Keywords: Responsibility to Protect – Contestation – English 

School – International Norms – China. 

RESUMEN

Este artículo aborda los desafíos del progreso institucional de 
la Responsabilidad de Proteger (R2P) en las Naciones Unidas 
(ONU) basado en disputas políticas sobre entendimientos nor-
mativos. Se argumenta que las potencias emergentes del Sur 
Global han buscado moldear la norma promoviendo un cierto 
tipo de interpretación, aplicando sus puntos de vista en diferentes 
contextos de la organización. Particularmente, el autor utiliza el 
caso de China para evaluar si Beijing utiliza el concepto de R2P 
en otros foros que no traten específicamente la norma, para ver 
si existe una estrategia sistemática de contestación. El artículo 
primero explora la evolución de la norma desde su institucio-
nalización hasta su contestación en un proceso no lineal; luego 
profundiza en el trasfondo normativo teórico para prepararse 
para el análisis de caso. Con respecto al caso de China, se enfoca 
en responder tres preguntas principales: ¿China utiliza el con-
cepto de R2P sistemáticamente en el foro sobre la protección 
de civiles? Si es así, ¿cómo usa China el término y hay algún 
patrón identificado en su posición? Finalmente, ¿China transfiere 
su comportamiento norm-shaper hecho en las discusiones de 
R2P a este foro sobre la protección de civiles? El autor utiliza 
una combinación de métodos de análisis de contenido inter-
pretativo y cualitativo para comprender a China y responder a 
estas preguntas. El artículo tiene como objetivo contribuir a la 
comprensión de cómo las potencias emergentes están buscando 
expandir su comportamiento norm-shaper sistemáticamente en 
los foros de la ONU.

Palabras Clave: Responsabilidad de Proteger –  Contestación –  
Escuela Inglesa –  Normas internacionales – China. 
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1. Introdução

A Responsabilidade de Proteger 
(R2P) foi institucionalizada como nor-
ma das Nações Unidas em 2005, no 
World Summit Outcome Document. Espe-
cificamente, a R2P pode ser classificada 
como uma norma política, diferencian-
do-a, portanto, de normas de Direito In-
ternacional1. Essa norma política serve 
como uma espécie de princípio diretivo 
o qual deve orientar a interpretação de 
regimes jurídicos internacionais espe-
cíficos relacionados à proteção de civis 
contra atrocidades (Rhoads & Welsh, 
2019, p. 603).

Contudo, apesar de quase 20 anos de 
institucionalização, a norma alcançou 
poucos avanços institucionais na orga-
nização. De forma concreta, houve a 
criação do cargo de Special Adviser of the 
Secretary-General on the Responsibility to 
Protect e uma tentativa de sistematizar 
a implementação da norma pelo en-
tão Secretário Geral Ban Ki-Moon, em 
2009 (A/63/77)2. E mais recentemente, 
em 2020, foi aprovado um painel para 
discutir a norma no âmbito do Consel-
ho de Direitos Humanos da ONU (A/
HRC/RES/44/14)3.

1	 O qualificativo “político” serve para diferen-
ciar de normas jurídicas, que surgem no 
seio do Direito Internacional. A R2P não é 
um princípio legal, mas sim político 
(Rhoads & Welsh, 2019, p. 601), podendo ser, 
no máximo, um tipo de soft law.

2	 https://daccess-ods.un.org/access.nsf/
Get?OpenAgent&DS=A/63/677&Lang=E

3	 https://undocs.org/A/HRC/RES/44/14

Durante os primeiros anos, as dis-
cussões em torno da norma na ONU 
foram basicamente centradas em um 
fórum não institucionalizado. Entre 
2009 e 2017, Estados procuraram ajus-
tar suas interpretações sobre a R2P nos 
Diálogos Informais sobre Responsabili-
dade de Proteger 4, porém sem muitos 
avanços. Mesmo não institucionaliza-
do, esse palco foi importante para ex-
trair visões de atores-chave, como as po-
tências emergentes do Sul Global. Por 
meio dele, vários países buscaram pro-
mover suas interpretações sobre o que 
seria a Reponsabilidade de Proteger. 

Na visão sobre a norma, alguns paí-
ses do Sul Global foram simplesmente 
negadores. Esse é caso de Cuba, que che-
gou a lançar, em 2020 (A/C.5/75/SR.8), 
uma proposta para retirar o financia-
mento do escritório do Special Adviser 
e mesmo extingui-lo (Quinton-Brown, 
2023) Porém, outros buscaram uma 
abordagem mais construtiva, inclusive 
lançando documentos específicos sobre 
aplicação da R2P. O Brasil foi um deles, 
ao promover sua visão – ainda na estei-
ra da intervenção da OTAN na Líbia, 
em 2011 – por meio do documento foi 
chamado Responsibility while Protecting5. 
No texto, o Brasil procurou promover 
critérios para a aplicação da norma 

4	 https://www.globalr2p.org/resources/un-ge-
neral-assembly-informal-interactive-dialo-
gue-on-the-responsibility-to-protect-2017/

5	 https://www.globalr2p.org/resources/res-
ponsibility-white-protecting/
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sobretudo em intervenções militares. 
Um ano depois, a China lançou uma 
proposta semelhante, a Responsible Pro-
tection6. Esses tipos de ação apontavam 
para o fato de que, muito mais do que 
norm-rejecters, potências emergentes 
como Brasil e China procurariam mol-
dar a norma, serem norm-shapers. Esse 
padrão de comportamento foi identi-
ficado também nos posicionamentos 
dos Estados nos Diálogos Informais. 
Mas seria essa estratégia apenas utili-
zada quando esses Estados discutem a 
norma em fóruns específicos sobre ela, 
ou essas visões são empregadas também 
de forma sistemática, em outros fóruns 
relacionados? 

Uma das premissas teóricos utiliza-
dos pelos neoliberais institucionalistas 
nas Relações Internacionais (RI) para 
explicar cooperação internacional é o 
de que o jogo da política internacional 
não é jogado apenas em um tabuleiro, 
mas em diversos. Assim, estratégias ins-
titucionais devem ser pensadas como 
conectadas. É o que Axelrold e Keohane 
chamam de multilevel games (Axelrod 
& Keohane, 1985). 

Este artigo não pretende utilizar o 
conceito a partir do espectro teórico 
neoliberal. Para além da concepção 
ontológica de que Estados são – em 
certa medida – atores racionais, não 
se buscará adentrar no framework do 
neoliberalismo. Porém, esse conceito 

6	 https://www.chinadaily.com.cn/opi-
nion/2012-03/15/content_14838467.htm

resume bem o problema central que 
este artigo busca explorar: buscaria as 
potências do Sul Global usar o cons-
tructo da responsabilidade de proteger 
em fóruns correlatos na ONU como 
uma estratégia de contestação sistemá-
tica? Este trabalho explora a atuação 
chinesa no fórum Aberto sobre Pro-
teção de Civis em Conflitos Armados7  
como estudo de caso, por ser esse país a 
potência emergente com maior poder 
relativo e única que é membro perma-
nente no Conselho de Segurança. Desse 
modo, o objetivo central deste artigo é 
justamente explorar como esse engaja-
mento norm-shaper transbordou para 
outras arenas não diretamente focadas 
na R2P, por meio de um engajamen-
to multinível, combinando conceitos 
teóricos particulares do neoliberalis-
mo institucional com uma abordagem 
teórica centrada, interrelacionada entre 
a Escola Inglesa das Relações Interna-
cionais e o construtivismo. Trata-se de 
uma estratégia que procura superar a 
rigidez da análise teórica, em busca de 
um olhar mais eclético (Sil & Katzens-
tein, 2010).

Três questões guiam a análise do 
caso: primeiro, a China usa sistemati-
camente o conceito “responsabilidade 
de proteger” no fórum sobre proteção 
de civis em conflitos armados? Segundo, 
se a China usa o termo literal do con-
ceito, como ela usa? Há algum padrão 
identificado nos posicionamentos? 

7	 ht tps : / /media .un.org/en/asset /k1d /
k1d8jngy84
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Terceiro, Pequim transporta traços de 
seu comportamento norm-shaper fei-
to nas discussões sobre R2P para este 
fórum sobre Proteção de Civis? Os 
traços do comportamento norm-sha-
per foram identificados por em outro 
trabalho, que utilizou o pluralismo da 
Escola Inglesa para mapear a visão sobe-
ranista de potências emergentes (Ribei-
ro et al., 2020). Nesse sentido, Estados 
como a China seriam uma espécie de 
norm-shaper pluralista (Ribeiro, 2020).

Metodologicamente, este trabalho 
se orienta por uma combinação entre a 
abordagem interpretativa, característica 
das análises da Escola Inglesa – o que 
Robert Jackson chama de abordagem 
clássica (Jackson, 2005) – com a Análise 
Qualitativa de Conteúdo, método em 
outros trabalhos sobre China (Ribeiro 
et al., 2020) e Brasil (Ribeiro et al., 2021). 

Partindo de uma estruturação dedu-
tiva, o artigo está dividido da seguinte 
forma: Após esta introdução, 2) o arti-
go traz o framework teórico que guia a 
análise do trabalho; faz-se um enqua-
dramento teóricos da R2P a partir dos 
estudos de norma, focando na teori-
zação sobre contestação normativa. 3) 
Em seguida, discorre-se brevemente so-
bre o processo de institucionalização da 
Responsabilidade de Proteger, identi-
ficando traços de contestação. Por fim, 
4) faz-se o enquadramento da China 
como Estado pluralista e avalia seu en-
gajamento como possível contestador 
sistemático a partir dos posicionamen-
tos nos Debates Abertos sobre Proteção 
de Civis em Conflitos Armados.

2. Teorias das RI, normas internacionais e a R2P

Diversos estudos empíricos passa-
ram a revelar como a esfera interna-
cional é permeada por certas normas, 
regras e instituições as quais são – na 
sua maioria – obedecidas nas relações 
entre os Estados, muitas vezes contradi-
zendo a lógica do autointeresse. Isso é 
bem visto, por exemplo, com o cumpri-
mento cotidiano do Direito Internacio-
nal – como destacou Louis Henkin, em 
sua obra clássica (Henkin, 1979, p. 49). 

Hedley Bull definiu a esfera inter-
nacional como sendo uma sociedade 
anárquica. A noção de que existe uma 
sociedade, apesar de haver um siste-
ma anárquico, tende a refutar a con-
cepção realista/hobbesiana de que in-
teresses comuns só surgiriam a partir 
da existência de uma autoridade cen-
tral (Bull, 2002). Em uma perspectiva 
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construtivista, Alexander Wendt chama 
essa lógica de lockeana (Wendt, 1999)8.

Por causa da relação intensa entre os 
seus atores, essa sociedade é composta 
por uma complexa estrutura normati-
va. Segundo Martha Finnemore, a na-
tureza social da política internacional 
cria entendimentos normativos entre 
os diversos atores internacionais, esses 
entendimentos têm a função de coor-
denar valores, expectativas e comporta-
mentos dos agentes (Finnemore, 1996). 

Atualmente, a estrutura normativa 
internacional é objeto de autores de 
diversas vertentes teóricas. Destacam-se, 
dentre eles, estudos da Escola Inglesa 
(Buzan, 2004; Hurrell, 2007; Linklater 
& Suganami, 2006; Wheeler, 2010), cons-
trutivistas (Finnemore, 1996; Finnemo-
re & Sikkink, 1998; Katzenstein, 1996; 
Wendt, 1999) e racionalistas (Axelrod 
& Keohane, 1985; Krasner, 1982).

Se se pensar em normas – assim 
como valores e instituições – nas prin-
cipais abordagens teóricas que as abar-
cam, é nítida a percepção de que todas 
estão ligadas pela ideia de que elas têm 
a capacidade de moldar o comporta-
mento de agentes pertencentes a um 

8	 Wendt (1999) estabelece três tipos ideais, 
baseado em tipologia previamente feita por 
de Bull, para analisar a anarquia internacio-
nal: hobbesiana, lockeana e kantiana. Em 
cada uma delas a anarquia internacional 
estaria caracterizada por um tipo de cultura 
diferente: do inimigo, do rival e do amigo, 
respectivamente.

grupo social específico (Buzan, 2004). 
A relevância das normas internacionais 
advém principalmente dessa capacida-
de de harmonizar expectativas sobre 
comportamento adequado (Krasner, 
1982). Por causa disso, elas muitas vezes 
limitam as escolhas dos Estados e cons-
trangem suas ações. 

Como normas são comportamentos 
apropriados em certo contexto social, 
o julgamento de o que é ou não é ade-
quado só pode ocorrer no seio de uma 
coletividade (sociedade ou comunida-
de). É possível reconhecer a violação 
de uma norma quando é gerada uma 
situação de desaprovação ou estigma 
em uma coletividade. Ao passo que a 
conformação normativa se visualiza 
quando há um elogio a condutas ou 
quando não há qualquer reação, caso 
em que a norma já foi internalizada 
e o comportamento é tomado como 
natural (take for granted) (Finnemore 
& Sikkink, 1998, p. 904). Quanto aos 
aspectos gerais pertinentes às normas 
internacionais, ainda vale destacar que 
a existência destas e sua dinâmica só 
são possíveis de se visualizar de forma 
implícita (Finnemore & Sikkink, 1998). 
Portanto, o modo de estuda-las passa 
pela investigação desses “rastros” deixa-
dos por elas. 

Essas prescrições internacionais va-
riam em diversas escalas no grau de 
formalidade e de expressão de aceitação. 
Às vezes, Estados demonstram explici-
tamente sua vinculação, por meio de 
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um documento formal. Outras vezes, 
há informalidade e expressão de vin-
culação tácita. Em uma situação de alta 
formalidade, situam-se os tratados in-
ternacionais; no extremo oposto, quan-
do há muito baixo teor formal, estão o 
que Kratochwil chamou de “unspoken 
rules” (Kratochwil, 1987). Na próxima 
subseção, aprofunda-se a discussão so-
bre normas a partir de uma perspecti-
va construtivista, situando processo de 
institucionalização da norma e algumas 
limitações das primeiras abordagens. 

 

2.1. A dinâmica normativa, 
compliance e institucionalização

Boa parte das pesquisas sobre nor-
mas internacionais centram-se na ten-
tativa de responder a seguinte questão: 
por que Estados cumprem (comply) 
normas internacionais? Para autores 
construtivistas, a escala de cumpri-
mento gira em torno de três etapas: 1º 
coerção, 2º autointeresse, 3º legitimi-
dade. Coerção seria então o primeiro 
grau de obediência de uma prescrição 
(Hurd, 1999; Wendt, 1999). Trata-se de 
um estágio no qual determinado ator 
conhece certa norma, mas o seu cum-
primento ocorre unicamente pela 
ameaça ou medo de uma punição fu-
tura. Essa é uma forma custosa (Hurd, 
1999): quem quer impor determinada 
conduta tem que ter meios para tornar 
a ameaça crível pela outra parte (Kras-
ner, 1999). Exemplos claros de impo-
sição de normas por meio de coerção 

advêm de sanções do Conselho de Se-
gurança da ONU. 

Segundo Ian Hurd, se a coerção é 
uma restrição externa, em uma situação 
de autointeresse ocorre uma autorres-
trição (Hurd, 1999). Isso acontece quan-
do o agente busca obter mais eficiência. 
Ele segue determinada norma não por 
medo, mas buscando ficar em uma si-
tuação melhor. Usando a R2P como 
exemplo, esta norma foi aceita no âm-
bito da ONU por unanimidade, con-
sequentemente diversos Estados que 
não identificados com a ideia apoiaram 
a sua institucionalização. Visou-se ter 
maior aceitação perante os pares, Es-
tados que protegem direitos humanos 
são vistos como legítimos membros da 
ordem internacional vigente (Meyer et 
al., 1997; Risse-Kappen et al., 1999).

A despeito da compliance normativa 
focada na coerção ou no autointeres-
se, a literatura construtivista centra em 
outros aspectos para entender a moti-
vação para o cumprimento normativo. 
Trata-se de uma compliance centrada na 
aprendizagem social (social learning). 
Nesse caso, o cumprimento decorre do 
aprendizado e da interação social e não 
por causa de coerção ou escolha indi-
vidual egoísta (Checkel, 1999). São si-
tuações nas quais os agentes cumprem 
normas porque eles acreditam serem 
elas legítimas. A legitimidade contribui 
para compliance porque ela fornece uma 
motivação interna para que o agente 
siga um preceito (Hurd, 1999). Desse 
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modo, por exemplo, a resistência de 
certos países do Sul Global para com 
a institucionalização de uma norma 
de intervenção humanitária pode ser 
entendida pelo fato de eles internali-
zarem uma ideia normativa de sobe-
rania rígida, que é pouco compatível 
com a flexibilização que a ideia de uso 
da força para a proteção dos direitos 
humanos traz.

Para Finnemore e Sikkink (1998), 
normas muitas vezes passam a ser acei-
tas por causa de coerção ou cálculo ra-
cional do agente, mas posteriormente 
este pode mudar de concepção e en-
tende-las como legítimas (Finnemo-
re & Sikkink, 1998). Seriam os graus 
de internalização (Hurd, 1999; Wendt, 
1999). Esse tipo de análise foi entendi-
da como a primeira onda de estudos 
sobre normas na teoria construtivista, 
visando compreender o processo que 
vai desde o seu surgimento no plano 
internacional até a respectiva interna-
lização doméstica. Um dos trabalhos 
que melhor explica esse fenômeno é o 
seminal artigo de citado artigo de Fin-
nemore e Sikkink (1998).

De acordo com as autoras, a etapa de 
emergência normativa (a primeira das 
três), acontece quando um empreen-
dedor normativo busca persuadir uma 
massa crítica de Estados (norm leaders) 
para aderirem à nova norma. Em cer-
tos momentos, esses empreendedores 
normativos usam uma plataforma or-
ganizacional para lançar sua ideia, algu-
mas vezes essas plataformas são criadas 

exclusivamente para isso (Finnemore & 
Sikkink, 1998). No caso da R2P, pode-se 
ter como empreendedores normativos 
a ICISS e seus membros, o governo 
canadense, bem como ONGs que par-
ticiparam no processo de formulação 
do conceito em 2001. A busca por uma 
plataforma mais eficiente, por parte 
desses empreendedores normativos, 
terminou levando a discussão da R2P 
para a própria ONU.

Em diversos momentos, para que se 
possa seguir de forma exitosa da primei-
ra para a segunda etapa, é importante 
que ocorra institucionalização. Isso se 
configura quando há uma quantida-
de significativa de Estados aceitam a 
norma (Finnemore & Sikkink, 1998). 
Como visto, a R2P foi institucionaliza-
da em 2005 no âmbito da ONU, com 
ampla votação na Assembleia Geral.

Nesse ponto de inflexão, cada vez 
mais Estados passam a aderir a norma, 
surgindo assim o fenômeno de norm 
cascade (segundo estágio). Nesse mo-
mento, norm leaders procuram sociali-
zar com outros Estados para que estes 
passem também a aderir à norma, se 
tornando assim norm followers (Fin-
nemore & Sikkink, 1998). No caso da 
R2P, durante o Summit, empreendedo-
res normativos como os membros da 
ICISS, Estados Ocidentais e a própria 
burocracia onusiana, buscaram fazer 
como que Estados não-ocidentais se 
tornassem norm-followers, ou pelo me-
nos evitassem que fossem norm-rejecters, 
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votando contra documento final de 
2005 (Welsh, 2014). 

Por fim, chega-se ao último estágio: 
a internalização. Nesse momento, os Es-
tados tomam a norma como dada. Ela 
é internalizada adquirindo assim o que 
as autoras chamam de take for granted 
quality, sua conformação é automática, 
sem questionamento (como já visto no 
caso da motivação por compliance com 
base na legitimidade) (Finnemore & 
Sikkink, 1998). 

Evidentemente, esse processo não 
é infalível, e as autoras ressaltam isso. 
Elas lembram que muitas vezes uma 
proposta normativa falha ao chegar ao 
ponto de inflexão e fica no meio do 
caminho. Além disso, o surgimento de 
novas normas também implica, quase 
sempre, no estabelecimento de uma si-
tuação de estresse entre essas e outras já 
existentes, o que termina gerando algu-
ma contestação (Finnemore & Sikkink, 
1998). Isso faz com que muitos casos de 
ascensão de normas não possam ser 
analisados dentro dessa estrutura teó-
rica, como a R2P. 

Tendo em vista essa complexidade, 
os estudos sobre normas passaram, em 
um segundo momento, a retomar as 
investigações sobre o papel da agência 
na dinâmica normativa, investigando 
fenômenos como o da modelagem nor-
mativa (norm-shapers). O caso da R2P, 
portanto, passou a ser considerado pa-
radigmático para essa literatura.

2.2. Contestação normativa pós-
institucionalização

Os estudos sobre ciclo normativo 
e internalização, assim como aqueles 
mais focados em analisar compliance 
a partir da coerção ou autointeresse, fo-
ram importantes para proporcionar um 
framework teórico. Porém, essas aborda-
gens revelaram-se pouco eficientes para 
entender dinâmicas não-lineares entre 
atores com muitas diferenças entre si, 
que muitas vezes continuam mode-
lando normas internacionais mesmo 
após a institucionalização (Rotmann 
et al., 2014). 

Ainda que algumas delas ressaltem 
a existência da contestação (Finnemo-
re & Sikkink, 1998), no geral o foco 
é na questão norm-rejecters/breakers vs. 
norm-followers/takers. O papel da agên-
cia não vai muito além disso. No pro-
cesso de consolidação normativa, a 
agência, muitas vezes, continua tendo 
um papel importante. Frequentemen-
te, os questionamentos dos atores são 
mais complexos do que uma simples 
rejeição de uma norma emergente. 

Um caso claro onde a consolidação 
das normas revela caminhos mais com-
plexos é no processo de adaptação ao 
ambiente interno, para que se encaixem 
melhor à cultural local. Tal processo é 
chamado por Amitav Acharya de loca-
lization (Acharya, 2004). Para o autor, 
uma ‘segunda onda’ de acadêmicos que 
estudam normas internacionais nas RI 
está procurando demonstrar como a 
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estrutura política doméstica – assim 
como os agentes – condicionam os pro-
cessos de mudança normativa(Acharya, 
2004).

Acharya foca na questão do embate 
entre as normas internacionais emer-
gentes e as normas preexistentes no 
plano regional, por meio de um pro-
cesso dinâmico de localização. Nesse 
contexto, portanto, entende-se que as 
normas identitárias historicamente 
construídas estabelecem entraves para 
que um agente aprenda a partir de no-
vas normas sistêmicas (Acharya, 2004). 

A localização ocorre por meio de dis-
curso, seleção cultural, framing e grafting 
(Acharya, 2004, p. 243). Framing ocorre 
quando empreendedores normativos 

“criam” novas situações atribuindo no-
vos nomes e conceitos a certas ques-
tões (Finnemore & Sikkink, 1998), por 
exemplo, a ideia de que os Estados têm 
de proteger os direitos elementares dos 
seus cidadãos como sendo Responsa-
bilidade de Proteger. Grafting é uma 
situação na qual o empreendedor nor-
mativo procura institucionalizar uma 
nova norma associando-a com outras 
pré-existentes na mesma área, a qual 
estabelece, por exemplo, a mesma 
proibição (Acharya, 2004) – que tam-
bém ocorre com a R2P, ao associar ela 
com convenções e tratados de direito 
humanitário. 

O processo de reconstrução nor-
mativa não se dá apenas do âmbito 

internacional para o doméstico. Há 
também a possibilidade de ajuste mes-
mo na arena internacional. Antje Wie-
ner tem apontamentos teóricos que 
avaliam essa dinâmica. A autora parte 
da noção de que a estrutura normati-
va é permeada por intervenções dis-
cursivas que constroem e reconstroem 
normas (bem como valores e ideias) 
(Wiener, 2004, 2009, 2014). Ela desen-
volve essas ideias para entender o cum-
primento normativo a partir não da 
simples aceitação (norm-follow), mas 
levando em conta a contestação dos 
agentes, o que ela chama de contested 
compliance (Wiener, 2004, 2014). 

A autora busca analisar as questões 
normativas de modo diverso da chama-
da “primeira onda” na literatura cons-
trutivista, para além da interação entre 
agentes que estabelecem normas (norm 
setters) e aquele que a seguem (norm-fo-
llowers) (Acharya, 2004). O resultado 
estudado nesse contexto é o grau de 
aceitação de normas estabelecidas por 
um Estado de norma posta por outro 
agente internacional (Estados e OIs, 
normalmente). 

Wiener (2004) propõe uma aborda-
gem voltada para a observação do im-
pacto das normas na relação entre duas 
classes de atores, aqueles que estabele-
cem as normas e aqueles agentes exter-
nos, que as tomam. Foi o que se buscou 
abordar na subseção anterior quando 
se discutiu compliance, a qual é impor-
tante para demonstrar o poder político 
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que as normas têm dentro de um con-
texto social na esfera internacional, mas 
que termina por deixar aspectos relacio-
nados à mudança de significados das 
normas subestimados. 

É importante ter em mente que 
essas práticas são permeadas por con-
testações por meio de intervenções 
discursivas. Trazendo para os estudos 
empíricos, isso implica entender prá-
ticas discursivas sociais reveladas em 
documentos oficiais, documentos po-
líticos, debates políticos e em mídias 
(Wiener, 2004). Para a autora, as inter-
venções discursivas estabelecem uma 
estrutura particular do que ela chama 
de “meaning-in-use” (significado em 
uso), a qual funciona como uma espé-
cie de caminho cognitivo que facilita a 
interpretação de normas internacionais 
(Wiener, 2004, p. 201). Essa estrutura cria 
pressão para adaptação institucional de 
todos os atores envolvidos no processo.

Wiener afirma que contestação é 
fundamental para o estabelecimento de 
legitimidade no processo de compliance 
(Wiener, 2004, 2014). Em uma situação 
na qual há uma ausência de legitimida-
de política, a legitimidade social, advin-
da do processo de contestação propícia 
no longo prazo, fornecendo maior es-
tabilidade na estrutura normativa. Em 
não havendo reconhecimento social 
compartilhado, bem como deliberação 

coletiva visando trazer uma interpre-
tação legítima sobre uma norma que 
foi formalmente estabelecida, os atores 
buscarão abrigo na sua “bagagem nor-
mativa” (normative baggage) (Wiener & 
Puetter, 2009, p. 06). 

Nesse caso, a contestação surge no 
intervalo entre a formalização da nor-
ma estabelecida e o reconhecimento 
social de sua interpretação em uma 
dada comunidade. No momento de 
institucionalização, a norma é valida-
da formalmente em documento oficial, 
seja ele legal ou normativo não-legal 

– o World Summit Outcome Document 
é um exemplo deste último. O primei-
ro momento de contestação se dá nas 
discussões acerca da criação do docu-
mento que constitui a norma (como 
foi na seção anterior até a institucio-
nalização da R2P). Após a institucio-
nalização, há a necessidade do recon-
hecimento social (ver quadro abaixo). 
Quando grupos sociais divergem sobre 
entendimentos específicos, então surge 
um segundo momento de contestação 
a partir das divergências de um deter-
minado grupo social que discorda das 
interpretações de outro grupo (Wiener, 
2014, p. 29-30). O primeiro tipo de con-
testação é tratado nos primeiros estudos 
sobre normativas (Finnemore & Sik-
kink, 1998), mas o segundo não.



139

Existem três situações nas quais rea-
justes de normas podem ocorrer após 
a institucionalização: 1) quando a apli-
cação ou implementação da norma pas-
sa a ser discutida em âmbito doméstico; 
2) quando há múltiplas interpretações 
em diferentes contextos culturais (ge-
ralmente Estados) sobre uma norma 
específica; e 3) quando há conflito en-
tre duas ou mais normas internacionais 
igualmente reconhecidas (Wiener & 
Puetter, 2009). Assim, abordagens teó-
ricas como as de Wiener vêm procuran-
do olhar a problemática envolvendo 
normas internacionais por outro ângu-
lo, focando na participação de agentes 
no processo de reconstrução da norma 
(Wiener, 2014). Dada essa situação com-
plexa, estudos que focam em cumpri-
mento/descumprimento, ressaltando o 
papel da estrutura, como os discutidos 
na subseção anterior, mostraram-se in-
suficientes para entender esse processo.

A literatura mais recente aponta para 
o fato de que, muitas vezes, um grupo 
específico de Estados do Sul Global, 
as potências emergentes, assumem po-
sições caracterizadas por uma espécie 
de contestação construtiva: eles procu-
ram reajustar a R2P para que ela se ade-
que a suas visões (Ribeiro, 2020). Isso 
vem acontecendo seja por propostas 
específicas, como os casos já mencio-
nados da Responsibility while Protecting 
e da Responsible Protection (2012), seja 
em debates mais amplos. Esse compor-
tamento mostra que as potências emer-
gentes nem são simples norm-rejecters, 
tampouco norm-takers; Eles passaram 
a ser norm-shapers. Estado que procu-
ram moldar a referida norma (Xiaoyu, 
2012). Para essa literatura, esses Esta-
dos agem em um movimento de con-
tenção (Quinton-Brown, 2023). Ao pas-
so que se reconhece a impossibilidade 
de eliminar a norma, calcula-se que é 
possível dar um direcionamento mais 

Estágio Referência Forma Momento de contestação

Institucionali-
zação

Documento 
oficial

Documento legal (direito 
internacional) ou normati-
vo não-legal (ex: resolução 
política) 

Durante a elaboração do 
documento

Reconhecimento 
social

Grupo social Não escrita, entendimentos 
normativos de grupo (ex: 
normas identitárias)

Durante a interpretação/
aplicação da norma 

Tabela 1. Momentos de contestação

Fonte: Elaboração própria com base em Wiener (2014)
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conservador a ela. Seriam eles Estados 
soberanistas que estariam procurando 
limitar a R2P em diversos ângulos, para 
que ela se adeque a normas vestfalianas, 
sobretudo institutos como soberania e 
não-intervenção. 

Essa dinâmica, que vai da institucio-
nalização à contestação é característica 

da R2P. As próximas duas seções procu-
ram demonstraram esse processo, pri-
meiro abordando o processo de institu-
cionalização da norma, até se chegar aos 
movimentos de contestação, que serão 
detalhados na última seção.

3. A Responsabilidade de Proteger: da institucionalização  
à contestação

Com o fim do conflito bipolar, hou-
ve uma grande reestruturação na polí-
tica internacional, gerando novos de-
safios na área de segurança. Durante as 
décadas de 1980 e 1990, houve um pico 
de guerras civis, principalmente na Áfri-
ca Subsaariana. Apenas na década de 
1990, ao menos um terço dos Estados 
da região estavam, de alguma maneira, 
imersos em conflitos dessa internos9, 
com enorme impacto sobre a vida de ci-
vis. Em decorrência desses eventos, uma 
questão passou a ser frequentemente 
levantada: existiria alguma responsabi-
lidade da sociedade internacional para 
com a vida de civis de Estados atingidos 
por crises humanitárias? 

Os Estados Unidos, ao se firmarem 
como a única superpotência, indicavam 
que sim, ao promover o conceito de 

9	 Dados sobre esses conflitos estão disponí-
veis em: https://ourworldindata.org/
civil-wars/#note-2

Nova Ordem Mundial10. O ocidente pa-
recia inclinado à consolidação da ideia 
de fim da história (Fukuyama, 1992).

Em termos conceituais, por exemplo, 
a França buscou emplacar uma espécie 
de direito de ingerência internacional 
em situações de crises humanitárias. 
Já no âmbito institucional, Secretários 
Gerais das Nações Unidas procuravam 
colocar em discussão a concepção ves-
tfaliana de soberania absoluta (Ribei-
ro, 2019). 

Na dinâmica da política internacio-
nal, o descongelamento do Conselho 
Segurança (CSNU), decorrente do fim 
da Guerra Fria, gerava novas possibili-
dades de ação já no princípio dos anos 
1990. Nesse sentido, em 1992, uma ope-
ração foi autorizada pelo órgão visando 
lidar com a crise humanitária somali. 

10	 Ver discurso de George Bush, e 1991, dispo-
nível em: http://www.presidency.ucsb.edu/
ws/?pid=19253
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A United Task Force foi estabelecida por 
meio da resolução 794 do CSNU. A ope-
ração tinha seu mandato fundamenta-
do no capítulo VII da Carta das Nações 
Unidas, dispositivo que, em princípio, 
autoriza o uso de medidas coercitivas. 
Com o envio da operação, houve pela 
primeira uma associação direta entre 
ameaça à paz e à segurança internacio-
nais e conflitos humanitários intraesta-
tais (Wheeler, 2010). 

Poucos anos antes da operação na 
Somália, outra ação autorizada pelo 
CSNU já dava indícios de que um novo 
entendimento, sobre uso da força em 
crises domésticas por meio de autori-
zação do Conselho, estava surgindo. Foi 
a chamada operação Provide Comfort. 
Essa operação tinha dentre as suas ta-
refas centrais, proteger civis curdos que 
eram alvos do então governante ira-
quiano, Saddam Hussein. Nesse caso, 
contudo, não houve fundamentação 
no mencionado cap. VII. Mas se tor-
nou um importante precedente para a 
noção de graves e sistemáticas violações 
de direitos humanos poderia ser assun-
to de segurança internacional (Whee-
ler, 2010). 

Após a operação na Somália, outras 
ações foram estabelecidas pelo CSNU 
com base no cap. VII. Dentre as den-
tre as mais destaque estão as ações na 
Bósnia (S/RES/770), em Ruanda (S/
RES/929) e no Haiti (S/RES/940). Na 
literatura, essas intervenções foram con-
ceituadas como sendo intervenções hu-
manitárias (Kaldor, 2007). A partir de 

novos entendimentos e de ações como 
essas, surgia um discurso de que ter so-
berania não significava dizer que go-
vernantes possuíam um salvo conduto 
para agir como quisessem no tratamen-
to de seus cidadãos. Era o embrião de 
uma obrigação moral emergente socie-
dade internacional.

As ações mencionadas anteriormen-
te não significaram sucessos no que 
tange a proteção de indivíduos em 
operações da ONU. Os genocídios em 
Ruanda e Srebrenica se tornaram pa-
radigmáticos de que muito ainda pre-
cisava ser feito para estruturar a ação 
internacional em crises humanitárias. 
Nesse sentido, um amplo debate deco-
rrente dos fracassos das operações da 
ONU em conter desastre humanitários 
provocados por conflitos fez surgir uma 
nova norma para operações de paz, que 
passava a contar como um debate es-
truturado no CSNU: trata-se da Pro-
teção de Civis em Conflitos Armados 
(PoC). As discussões sobre essa nova 
ideia passavam a ter um fórum especí-
fico, intitulado Open Debate on Protetion 
of Civilians in Armed Conflitct. O fórum, 
estabelecido em 1999, teve como objeti-
vo proporcionar uma plataforma para 
que países, órgãos da ONU e mesmo a 
sociedade civil organizada, possam de-
bater sobre as melhores práticas para 
proteção de indivíduos em conflitos 
armados, sobretudo os intraestatais.

Todavia, a ideia de se estabelecer 
uma espécie de responsabilidade inter-
nacional não emergiu livre de desafios. 
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Estados que havia adquirido sua inde-
pendência a pouco tempo, em meio a 
processos de descolonização conturba-
dos, sobretudo Estados do Sul Global 
que sofreram com ingerência externa, 
passaram a liderar as críticas sobre qual-
quer noção de responsabilidade que 
pudesse colocar sob questionamento 
a ideia soberania tradicional (Ayoob, 
2004). 

O alvo principal era a intervençõ 
militare. Os posicionamentos de Esta-
dos do Sul eram os de que a noção de 
intervenção humanitária seria uma es-
pécie de subterfúgio para intromissões 
externas nos assuntos domésticos, um 
pretexto para satisfazer os interesses 
egoístas dos Estados do Ocidente. Para 
os mais resistentes, tratava-se de um des-
face novo para o velho imperialismo 
(Ayoob, 2004). O caso de Kosovo foi 
expressivo para a consolidação dessa 
ideia. Durante as discussões sobre uma 
possível intervenção nos Balcãs, China 
e Rússia lideraram às críticas contra 
a ação militar. Eles ameaçaram vetar 
qualquer proposta que levasse em seu 
texto uma autorização de uso da força. 
À despeito dessa resistência, uma inter-
venção sem que fosse autorizada pelo 
CSNU. Essa não observância das regras 
da ONU reforçou o ceticismo dos ato-
res resistentes (Wheeler, 2010).

Mas a promoção da ideia de uma 
soberania condicionada permaneceu. 
Em 2001, com base em diversas con-
ceituações, a International Commission 
on Intervention and State Sovereignty 

(ICISS), com o suporte do Canadá, 
trouxe pela primeira vez o conceito de 
Responsabilidade de Proteger (R2P). 
Com ela, buscava-se impulsionar a ideia 
de que soberania dos Estados também 
implica responsabilidade (Internatio-
nal Commission on Intervention and 
State Sovereignty et al., 2001). 

Não obstante o relatório da ICISS 
buscasse amenizar o elemento do uso 
da força em torno da R2P, enfatizando 
outras ações como medidas preventi-
vas e assistência internacional, ele foi 
alvo de críticas de países do Sul Glo-
bal. Vários deles argumentaram que, no 
fundo, a proposta era apenas uma es-
tratégia de se promover a instituciona-
lização das intervenções humanitárias. 
E, para alguns deles, esse continua sen-
do o ponto crucial (Quinton-Brown, 
2023).O problema em relação a R2P 
foi agravado por questões que estavam 
ocorrendo tão logo ela foi lançada: o 
11 de Setembro e as consequentes in-
tervenções dos EUA no Afeganistão e 
no Iraque.

Mesmo com as resistências e a con-
juntura política adversa, o conceito re-
sistiu, alcançando institucionalização 
poucos anos depois. O ativismo do 
então Secretário Geral Kofi Annan foi 
decisivo para isso. Ele publicou docu-
mentos e relatórios que incorporavam 
a ideia, seja direta ou indiretamente11. 
Esses documentos serviram de apoio 

11	 https://www.un.org/peacebuilding/sites/
www.un.org.peacebuilding/files/docu-
ments/hlp_more_secure_world.pdf
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para efetiva institucionalização na 
ONU, que ocorre em 2005, no World 
Summit Outcome. O documento final 
do Summit, contudo, trouxe uma ver-
são resumida da que foi pensada pela 
ICISS (A/60/L.1). Esse foi um elemen-
to estratégico para que Estados do Sul 
Global aceitassem institucionalizar a 
norma (ou pelo menos evitaram o voto 
em contrário) (Ribeiro, 2019). Porém, 
vários deles continuaram resistindo à 
ideia, enfatizando que na ocasião o que 
foi acordado pela Assembleia Geral foi 
apenas uma introdução incipiente, para 
continuidade do debate (Ribeiro, 2020). 
O documento final prevê, no seu pará-
grafo 138, que a norma está prevista a 
quatro tipos de atrocidades: crimes de 
guerra, crimes contra a humanidade, 
limpeza étnica e genocídio. O parágra-
fo 139 fala da assistência da comuni-
dade internacional, na qual o uso da 
força, apenas por autorização do Con-
selho de Segurança, é apenas uma das 
possibilidades12.

O Secretário Geral que substituiu 
Annan, Ban Ki-moon, também buscou 
promover a norma. Ele publicou relató-
rios anuais temáticos, inclusive um de-
les dedicado a estabelecer critérios para 
a implementação da R2P. Do mesmo 
modo, ele também estabeleceu o cargo 
de Special Adviser sobre Responsabilida-
de de Proteger – como já mencionado 
na introdução. Mas a resistência à nova 
norma impediu que ela fosse utilizada 

12	 https://www.globalr2p.org/resources/2005-
world-summit-outcome-a-60-l-1/

em outros conflitos internos, como no 
Sudão, notadamente no que tange à 
crise no Darfur.

O primeiro evento – e até o momen-
to o único – no qual a R2P foi aplica-
da na sua versão mais coercitiva por 
meio de uma resolução da ONU (S/
RES/1973), foi no caso da intervenção 
da OTAN na Líbia. Essa foi a primeira 
vez em que uma intervenção militar foi 
estabelecida pelo CSNU em um Estado 
onde havia um governo plenamente 
operante (Glanville, 2013). 

Durante a operação da OTAN, várias 
críticas surgiram, sobretudo de potên-
cias emergentes. A principal questão 
era a de a resolução ter tido seus limi-
tes violados, sendo usada como estra-
tégia para efetivar uma mudança de 
regime (Añaños Meza, 2013; Glanville, 
2013). Como consequência desse dis-
curso negativo, Rússia e China veta-
ram resoluções posteriores, dessa vez 
direcionada a outro Estado com con-
vulsões derivadas da Primavera Árabe, 
a Síria (Morris, 2013). Outras potências 
emergentes, como Brasil e Índia, indi-
caram suas reticências nas votações do 
Conselho, com abstenções justificadas 
a partir de críticas ao caso líbio.

As crises da Líbia e da Síria demons-
traram que se de um lado a R2P al-
cançou formalização institucional, de 
outro a norma continua sendo objeto 
de contestação, principalmente quando 
se olha para a sua versão mais coercitiva, 
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a que possibilita o uso da força (Hof-
mann, 2015). Todavia, o engajamento 
de atores com maior poder relativo no 
Sul Global, em termos de contestação, 
tende a ser mais complexo do que uma 
simples rejeição da R2P. A necessidade 
de se entender esse tipo de contestação 
complexa trouxe novos desafios para as 
pesquisas sobre normas em Relações 

Internacionais (RI). Na próxima seção, 
esse texto primeiro apresenta os primei-
ros estudos de normas internacionais, 
para depois adentrar especificamente 
na discussão sobre contestação. Nela, 
busca-se situar a R2P dentro do deba-
te teórico.

4. China: um contestador pluralista estratégico

Falar que Estados do Sul Global, 
sobretudo potências emergentes, são 
contestadores apenas por serem sobe-
ranistas diz pouco, do ponto de vista 
teórico. Para elaborar melhor teorica-
mente esse traço apontado na literatura, 
sobretudo para a China, esse artigo irá 
utilizar o framework da Escola Inglesa, 
principalmente o que a Escola entende 
por pluralismo. 

Segundo a Escola Inglesa, uma socie-
dade internacional pluralista procura 
manter normas basilares do chamado 
sistema vestfaliano. Grosso modo, seria 
uma sociedade internacional composta 
por diversas autoridades políticas, orga-
nizadas de acordo com seus próprios 
valores, onde há igualdade soberana, 
respeito à integridade territorial e não 
ingerência nos assuntos domésticos 
(Jackson, 2005). Nela os Estados são as 
entidades centrais e os dominantes de 
fato no sistema internacional (Buzan, 
2004). Esse tipo de sociedade estaria 
em oposição à solidarista que, dentre 
outros aspectos, é mais centrada nos 

indivíduos do que nos Estados, carac-
terizada por evidente cosmopolitismo, 
que faz com que as barreiras da sobe-
rania sejam mais fluidas quando se tra-
ta da proteção de civis (Hurrell, 2007). 

Essa é uma ideia que foi concebida 
para analisar a estrutura internacional 
– a sociedade internacional, de modo 
geral. Porém, autores mais recentes pas-
saram a aplicá-la também para categori-
zar Estados. Para esses acadêmicos, exis-
tem Estados pluralistas, que são aqueles 
mais engajados em fazer com que a or-
dem internacional continue centrada 
nas instituições do pluralismo (Allison, 
2013). Na literatura, as chamadas potên-
cias emergentes são particularmente 
vistas como shapers pluralistas da estru-
tura institucional e normativa interna-
cionais. Os Estados que compõem o 
agrupamento BRICS são representa-
tivos desse segmento. Especificamente, 
aponta-se que as potências emergentes 
têm um comportamento comum: um 
ativismo institucional pelo qual se pro-
cura reconfigurar a ordem normativa 
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para que ela se torne mais favorável a 
eles (Fonseca et al., 2016). Esses Estados 
agiriam, portanto, visando influenciar a 
governança global (Cooper & Flemes, 
2013; Hurrell, 2006)13 

Segundo Hurrell (2007), a socieda-
de internacional pós-Guerra Fria esta-
ria em transição, movendo em direção 
a uma espécie de solidarismo liberal 
(ou ordem liberal). Essas ideias de Hu-
rrell foram articuladas em 2007, muito 
mudou de lá para cá, com autores co-
locando em cheque a própria ideia de 
paz liberal (Cassin & Zyla, 2021). De 
toda forma, o autor traz elementos ca-
racterísticos dessa sociedade solidarista, 
que caracteriza o comportamento de 
atores mais entusiastas de promoção 
de normas como a R2P: a) o aumento 
da quantidade de instituições interna-
cionais governamentais e não governa-
mentais, bem como seu alargamento, 
que contrasta com a ideia pluralista 
de focar a sociedade internacional em 
regras mínimas; b) a mudança de cará-
ter e expansão do direito internacional, 
caracterizado pelo aumento de cortes 
internacionais e órgãos de solução de 
controvérsias, dos tratados interna-
cionais inclusive quanto ao conteúdo. 
Além do aumento da sua importância 
no âmbito do direito interno dos Esta-
dos; c) A intensificação da governança 
internacional e consequentemente 
maior cobrança para cumprimento de 

13	 Uma posição que se busca legitimar discur-
sivamente (Mesquita & Almeida Medeiros, 
2016).

normas e regras. O que envolveria não 
só a expansão econômica, como maté-
rias diversas, tais quais meio ambiente, 
direitos humanos e democracia, o que 
ele chama de coercive solidarism. Nos 
casos extremos implicando inclusive 
no uso da força.

No caso do pluralismo, sua insti-
tuição basilar é a soberania - juntamen-
te com outras instituições derivadas 
dela, como o princípio da não-inter-
venção e o da integridade territorial 
(Hurrell, 2007; Jackson, 2005). Os Esta-
dos seriam atores centrais do sistema 
(Buzan, 2004). Com base no entendi-
mento sobre pluralismo, é possível di-
zer que, se há Estados pluralistas, há 
igualmente comportamento contesta-
dor pluralistas, ou, em outras palavras, 
existem norm-shapers pluralistas: Estado 
buscando ajustar normas para que fos-
sem coerentes com suas visões pluralis-
tas de sistema internacional (Ribeiro, 
2020). E a China seriam um exemplo 
claro desse tipo de Estado. 

Em outro trabalho utilizando esta 
estrutura teórica, identificou-se 4 cate-
gorias que caracterizam o comporta-
mento chinês de norm-shaper pluralista 
especificamente no que tange à R2P 
(Ribeiro et al., 2020). Essas categorias 
estão listadas abaixo.
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Tabela 2. Categorias pluralistas

Fonte: elaboração própria com base em Ribeiro (2020) e Buzan (2004).

Nome Conceito Indicadores 
semânticos

Termos sugeridos

Soberania Uma sociedade internacional pluralista 
é aquela organizada por uma associação 
entre múltiplas autoridades políticas 
com igualdade soberana. Soberania e o 
princípio da não intervenção são aspec-
tos centrais para o pluralismo.

Termos que reforçam 
expressamente a im-
portância do respei-
to à soberania, ou 
questões derivadas: 
não-intervenção, não 
interferência, inde-
pendência, etc.

Sovereign e derivações

Territoriali-
dade

No pluralismo, a visão de respeito so-
berania é uma visão de respeito à juris-
dição territorial. 

Termos que remetem 
diretamente à impor-
tância da integridade 
territorial

Territorial integrity

Direito In-
ternacional 
tradicional

Na perspectiva pluralista, direito inter-
nacional é eminentemente clássico/tra-
dicional. Trata-se sobretudo de regras 
negativas, que proíbem certas atitudes, 
como a ideia de não-intervenção. Di-
reitos que criam obrigações positivas, 
como os direitos humanos internacio-
nais, devem estar em consonância com 
a essa concepção.

Termos que destacam 
a importância do di-
reito internacional, 
focando em aspectos 
tradicionais como o 
respeito à Carta da 
ONU associado a 
ideias de soberania e 
não-intervenção.

International law, le-
gal, UN Charter

Centralida-
de Estatal

No pluralismo, os Estados são os atores 
centrais da sociedade internacional. As-
sistência externa deve observar esse pre-
ceito. As organizações internacionais 
intergovernamentais são facilitadoras 
das relações entre Estados. A sociedade 
civil e as ONGs são meros auxiliares em 
tempos de paz, e para assuntos menos 
sensíveis.

Termos que destacam 
o papel central dos 
Estados.

-
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Com o intuito de obter maior sis-
tematicidade, é necessário fornecer in-
dicadores para as categorias. Os indica-
dores são sinais que revelam quando 
um fenômeno acontece. Eles podem 
ser tanto palavras específicas como uma 
descrição de como determinado fato 
aparece, para que haja uma associação 
de segmento à categoria que o indica-
dor está se referindo (Schreier, 2012). 
Na tabela 2, há indicadores semânticos 
pré-estabelecido, que ajudam a inter-
pretar o texto, bem como termos es-
pecíficos como sugestão com base no 
estudo anterior sobre o pluralismo e a 
China (Ribeiro et al., 2020).

Este artigo passa a usar essas catego-
rias e os respectivos indicadores para 
avaliar a utilização do conceito de res-
ponsabilidade de proteger no fórum 
específico de discussão da PoC, para 
entender a estratégia de contestação 
em um jogo de multinível pela China. 
Na subseção seguinte, apresentam-se os 
resultados obtidos e faz-se uma breve 
análise de suas implicações.

4.1 O uso da R2P nos debates sobre 
PoC: uma estratégia de contestação 
multinível

A proteção de civis em conflitos 
armados (PoC) é uma norma muito 
próxima da R2P. Ambas são normas 
não legais que requerem certas ações 
para proteção de civis contra atrocida-
des. As duas normas também são, em 
certa medida, imprecisas, o que deixa 
espaço para contestações (Rhoads & 

Welsh, 2019, p. 602). Igualmente, elas 
têm partes que se sobrepõem. Mesmo 
assim, elas não são exatamente a mes-
ma norma. 

De acordo a própria ONU, tarefas de 
proteção de civis são aqueles inseridas 
em mandatos de Operação de Paz para 
proteger civis em situação de ameaça 
física iminente14. O primeiro aspecto 
em relação à norma é que ela só opera 
onde há missões de paz. O segundo as-
pecto é que ela é restrita a ameaças cla-
ras. Por outro lado, PoC não está restrita 
a crimes específicos, qualquer ameaça 
à população civil pode ser objeto dela, 
desde que haja uma operação de paz 
com mandato para tanto. Assim, R2P só 
é sobreposta com PoC quando os qua-
tros crimes ocorrem em um ambiente 
em que haja uma operação de paz e 
que a ameaça a civis esteja relacionada 
a pelo menos um dos quatro crimes 
(Williams, 2016). 

O que é central para este trabalho, 
contudo, é que há sim espaço para so-
breposição entre as duas normas. Isso 
implica dizer que é possível fazer co-
nexões entre R2P e PoC em um de-
bate que seja, em princípio, centrado 
em apenas uma delas. Isso dá margem 
para que norm-shapers, como China, se 
entenderem que se trata de uma estra-
tégia política, emplacar conexões entre 

14	 Disponível em: https://peacekeeping.
un.org/en/protection-of-civilians-manda-
te#:~:text=Many%20peacekeeping%20mis-
sions%20have%20a,civilian%2C%20mili-
tary%20and%20police%20functions.
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as duas. Essa seria uma estratégia de um 
ator racional, que tem plena consciên-
cia da interligação entre arenas políti-
cas. Seria a movimento estratégico com 
base na visão de jogos de multiníveis 
(Axelrod & Keohane, 1985). Se a China 
age dessa forma, é possível reforçar a 
ideia de uma estratégia de contestação 
sistemática traçada. 

Para avaliar o engajamento chinês 
e o possível uso da plataforma da 
PoC para avançar um comportamen-
to norm-shaper em relação à R2P, este 
artigo estabelece algumas estratégias 
metodológicas. Como já mencionado, 
além de uma epistemologia interpreta-
tiva mais ampla, o artigo usa a Análise 
Qualitativa de Conteúdo como méto-
do adicional. Procedimentalmente, foi 
feito uma busca pelo termo responsi-
bility para identificar responsibility to 
protect ou derivações, observando a 
técnica de palavras-chave em contexto 
(KIWC, abreviação de key-words-in-con-
text). A partir da daí, outros procedi-
mentos complementares de busca fo-
ram seguidos. 

De forma sequencial, primeiro pas-
so foi buscar o termo literal e entender 
como ele foi utilizado, dando preferên-
cia à oração en que o termo está inse-
rido. O foco dessa primeira busca seria 
responder as duas primeiras perguntas 
apresentadas na introdução: 1) a China 
usa sistematicamente o conceito “res-
ponsabilidade de proteger” no fórum 
sobre proteção de civis em conflitos 
armados? 2) se sim, como ela usa? Após 

analisar as duas primeiras questões, uti-
lizando ainda a KIWC, expandiu-se o 
espectro de análise para incluir as ca-
tegorias pluralistas citadas na tabela 2, 
com o intuito de responder a terceira 
pergunta: Pequim transporta traços de 
seu comportamento norm-shaper fei-
to nas discussões sobre R2P para este 
fórum sobre PoC?

Assim, no passo dois, buscou-se ve-
rificar, por meio de inferência a partir 
dos indicadores, se nas orações ime-
diatamente anteriores ou posteriores 
houve uso de alguma das categorias. 
Para evitar extrapolações sobre o alcan-
ce dessas categorias, o limite da análise 
chega ao parágrafo que contém o ter-
mo responsibility to protect e/ou deri-
vações. Assim, mesmo que elementos 
que tenham relação com as categorias 
apareçam em outros parágrafos, esses 
não serão objeto de análise15. Além dis-
so, termos que remetem às categorias 
só serão considerados se, por interpre-
tação, puderem ser entendidos como 
de alguma maneira relacionados com 
estrutura textual responsibility to protect. 
Os termos são extraídos do site oficial 
da missão chinesa na ONU16.

15	 Isso pode ser indicativo do pluralismo nos 
debates da própria PoC, como já sugerido 
por Rhoades e Welsh, ao afirmar que assim 
como na R2P, a PoC também enfrenta con-
testação de atores estadocêntricos (Rhoads 
& Welsh, 2019).

16	 http://un.china-mission.gov.cn/eng/chi-
naandun/securitycouncil/thematicissues/
civilians_ac/
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Entre 2018 e 2022, 7 discursos oficiais 
foram feitos pelo governo chinês nos 
debates sobre PoC. Em 5 houve alguma 

menção direta à R2P – seja na forma 
literal do termo responsibility to protect, 
seja nas derivações, como responsibility 

Tabela 3. Amostras de codificação.

Discurso Data Uso do termos-chave

D1 2022-01-25 “The countries concerned bear the primary responsibility for protecting 
civilians. The international community should respect the sovereignty of 
these countries, heed their views, and help strengthen their capacity to pro-
tect civilians and provide basic services in light of their national conditions.”

D2 2021-05-25 According to the Charter of the United Nations and the international 
law, the PoC responsibility lies first and foremost with the govern-
ments concerned. In implementing Security Council resolutions, full 
consideration should be given to the characteristics and specific circum-
stances of each conflict situation, and the sovereignty and legitimate con-
cerns of the countries in question should be respected.

D3 2021-04-28 “Governments of conflict-affected countries should assume the primary 
responsibility for the protection of objects indispensable to the survi-
val of the civilian population (…). The international community should 
respect the sovereignty of host countries, focus on their needs, hear their 
views and help them build up their capacity to operate and protect infras-
tructure on their own.”

D4 2020-05-27 “national governments must bear the primary responsibility to pro-
tect their civilians. UN peacekeeping operations should work closely 
with governments and follow strictly their mandate when fulfilling the 
responsibility to protect civilians. UN agencies and other humanitarian 
institutions need to engage actively with governments of countries con-
cerned and respect their sovereignty.

D5 2018-05-22 “Governments have the primary responsibility for protecting their ci-
vilians. The international community can provide constructive assistance, 
but it cannot replace the role of the Government of the country concerned.”

Fonte: elaboração propria
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for protecting. Isso indica que a Chi-
na usa o fórum para fazer inserções, 
mesmo que indiretamente, sobre suas 
visões acerca da norma, características 
do seu comportamento norm-shaper, o 
que responde a primeira questão feita 
nesse artigo. Na verdade, a pesquisa an-
terior, focado nas discussões nos fóruns 
e documentos específicos sobre R2P, já 
dava indícios disso (Ribeiro et al., 2020). 
Mesmo a PoC tendo sido usada apenas 
de forma subsidiária naquela pesquisa, 
com foco em posicionamentos até o 
ano de 2017, sem detalhá-los, já havia 
uma expectativa de que Pequim fizesse 
uso dela. Em certa medida, esses resul-
tados passados motivaram este artigo. 

Para este trabalho, a primeira per-
gunta é apenas para preparar a análise 
qualitativa. O mais interessante, nes-
te artigo, portanto, não é o “se”, mas o 

“como?”. A pergunta dois, voltada para o 
“como?”, é respondida quando se olha a 
estrutura textual em que a construção 
responsibility to protect (e deriviações) 
é utilizada, como disposto na tabela 
acima. Todas as vezes que a China usa 
a construção, ela coloca em uma es-
trutura similar da que é feita quando 
discute R2P nos fóruns específicos: a 
ideia de responsabilidade é direciona-
da da sociedade internacional, para o 
Estado. Sendo atores externos meros 
assistentes para que o Estado cumpra 
a responsabilidade que é considerada 
primária dele. 

Dos 5 posicionamentos, em 4 Pe-
quim literalmente enfatiza que a R2P 

é responsabilidade primária dos Esta-
dos, e que a sociedade internacional 
deve prestar assistência o Estado em 
que ocorram eventos relacionados com 
a norma. No único posicionamento 
em que o termo primária não foi uti-
lizado, a China usou uma construção 
ainda mais enfática: no discurso feito 
em 2021, ela afirma que a responsabili-
dade de proteger civis é acima de tudo 
do Estado (first and foremost) (D2). Essa 
visão chinesa está em plena consonân-
cia com a concepção pluralista. Os Es-
tados pluralistas procuram enfatizar o 
papel dos próprios Estados com atores 
centrais (Allison, 2013). Em relação à 
R2P, como Rhoads e Welsh apontaram, 
países com esse traço buscam enfatizar 
uma abordagem estadocêntrica da nor-
ma, em oposição a uma visão centrada 
no indivíduo (Rhoads & Welsh, 2019). 
A partir disso, a pergunta 2, que busca 
saber como os chineses utilizam o ter-
mo R2P, confirmam o enquadramento 
na quarta categoria da tabela 2. 

O terceiro passo da análise de con-
teúdo é ver se as demais categorias iden-
tificadas no trabalho anterior (Ribei-
ro et al., 2020) também aparecem de 
modo conexo ao emprego da norma. 
Nesse sentido, a tabela 3 mostra que 
soberania também é bastante utilizada. 
Na verdade, se a posição da China ao 
aplicar R2P mantém a sua coerência 
estadocêntrica nos debates sobre PoC, 
é natural que ela tenha essa postura 
soberanista. O mais relevante aqui é 
perceber que ela não apenas enfatiza a 
responsabilidade primária do Estado, 
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mas usa literalmente o a construção 
respeitar a soberania um pouco antes 
ou logo após o uso do termo respon-
sabilidade de proteger – 4 dos 5 posi-
cionamentos contém a expressão de 
forma literal.

Das outras duas categorias pluralis-
tas, apenas a de direito internacional 
surge em parágrafo em que o termo res-
ponsabilidade de proteger é remetido. 
Ela é justamente utilizada na frase mais 
enfática sobre a centralidade do Estado, 
afirmando que “com base na Carta da 
ONU e no direito internacional, a res-
ponsabilidade de proteger civis cabe, 
acima de tudo, ao governo do país em 
questão” (D2). O uso do direito inter-
nacional por Estados pluralistas, como 
demonstrado na tabela 2, é feito muito 
mais para resguardar esses Estados, re-
forçando princípios como a soberania 
e não-intervenção. 

Como lembra Robert Jackson, em 
uma concepção de sociedade interna-
cional pluralista, o direito internacional 
é caracterizado, sobretudo, por precei-
tos negativos consensuais, como res-
peito à independência dos Estados e 
o dever de evitar entrar nos assuntos 
domésticos de Estados soberanos (prin-
cípio da não-intervenção). É uma inter-
pretação minimalista (Jackson, 2005).

Em resumo, esse caso indica que a 
China pratica uma estratégia com base 
em jogos de multiníveis em relação à 
R2P. Portanto, há indícios claros de uma 
estratégia de contestação sistemática. 

Como o contestador construtivo, ao 
utilizar “responsabilidade de proteger” 
nos seus posicionamentos, ao menos 
dois aspectos se destacam para esse ar-
tigo. Em primeiro lugar, ao empregar a 
norma, os chineses reconhecem que ela 
está institucionalizada, e simplesmente 
negá-la não é uma postura adequada. 
No ciclo normativo de Finnemore e 
Sikkink, a R2P já rompeu a barreira 
de institucionalização e se consolidou 
dentro da ONU (Finnemore & Sikkink, 
1998). 

Por outro lado, os chineses tam-
bém reconhecem que há disputas de 
interpretações acerca da norma. Cien-
tes disso, por meio de intervenções 
discursivas, eles buscam aplicar uma 
contestação que revela meaning-in-use 
(Wiener, 2004), direcionando o que ele 
eles entendem por estar de acordo com 
a norma (compliance) em práticas in-
ternacionais. Especificamente, Pequim 
utiliza a bagagem normativa (Wiener 
& Puetter, 2009) pluralista, retomando 
termos normativos relacionados com a 
soberania, com o intuito de consolidar 
uma interpretação centrada no Esta-
do, ao invés de nas pessoas (Rhoads & 
Welsh, 2019). Ao extrapolar elementos 
de contestação para fóruns relaciona-
dos, os chineses demonstram que sua 
contestação é estratégica e sistemática. 
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5. Considerações finais

Esse artigo mostrou primeiramente 
a evolução da R2P, desde os problemas 
que orientaram a formulação do con-
ceito, em antecedentes pré-institucio-
nais até a o atual processo que busca 
consolidar a norma na esfera da ONU.	
Se, em certa medida, é possível afirmar 
que a norma está institucionalizada no 
âmbito da organização, observou-se 
também que esse não se trata de um 
processo linear. 

A evolução da R2P é permeada, de 
um lado, pelo empenho de atores que 
buscam ampla e rápida consolidação 
(traduzindo na pressão da estrutura in-
ternacional); e, de outro, por aqueles 
que pregam maior cautela nesse proces-
so. Na prática, essas duas questões pude-
ram ser bem vistas a partir do caso da 
Líbia. Nele, a aplicação desmedida trou-
xe novos desafios e reforçou ceticismos.

	
No processo de evolução da nor-

ma, as potências emergentes passa-
ram a exercer papel essencial. Com o 
rearranjo de poder internacional, Es-
tados do Sul Global mais expressivos 
se consolidaram como agentes impor-
tantes na governança internacional. In-
clusive com maior coordenação entre 
eles, como foi o caso dos BRICS. A re-
sistência perante a R2P se dá sobretudo 
por considerar que ela poderia ser ins-
trumento de ingerência de potências 
ocidentais para impor seus valores e 
satisfazer interesses egoísticos. 

Contudo, as potências emergentes, 
como a China, não agem simplesmente 
com intuito de frustrar a norma. Se elas 
não vêm aceitando todas as formas de 
interpretação propostas pelos empreen-
dedores normativos, elas também não 
podem ser vistas como simples norm-re-
jecters. Potências como a China seriam, 
na verdade, norm-shapers.

	
Nesse artigo, utilizou-se uma lite-

ratura construtivista sobre normas in-
ternacionais para situar teoricamente 
a R2P, descrever sua evolução institu-
cional e situar conceitualmente con-
testação. Esse aporte teórico foi com-
binado com a Escola Inglesa. Mais 
precisamente, a concepção de pluralis-
mo presentes naquela teoria. Com base 
em trabalhos anteriores (Ribeiro, 2020; 
Ribeiro et al., 2020), partiu-se da ideia 
de que, ao se centrar em torno da sobe-
rania, potências do Sul Global, como a 
China, seriam norm-shapers pluralistas.

O pluralismo é um arcabouço teó-
rico elaborado para explicar um tipo 
específico de sociedade internacional, 
aquela que adota as estruturas bási-
cas da Paz de Westphalia. A sociedade 
pluralista é uma sociedade que entrou 
em acordo sobre normas e regras mí-
nimas para a manutenção da ordem 
internacional. Nela, a igualdade sobe-
rana, não-interevenção e integridade 
territorial são elementos basilares. Con-
trastando com ela estaria a solidarista. 
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Enquanto a pluralista é focada nos Es-
tados soberanos, a solidarista é centrada 
muito mais em torno dos indivíduos.

O uso da força para a proteção de ci-
vis em outros Estados, quando os gover-
nos desses não autorizam as operações 
(muitas vezes sendo os principais perpe-
tradores) é encaixada como sendo um 
solidarismo coercitivo (Hurrell, 2007). 
Isso fere a ideia tradicional de soberania. 
Países como a China assumiriam então 
a função de conter esse processo.

Diferente do pensamento liberal de 
que o indivíduo deve ser protegido con-
tra as interferências do poder estatal, 
os chineses entendem que o Estado é 
o principal protetor dos civis. A China 
ainda possui problemas quanto à inte-
gração do seu território. Possui impor-
tantes zonas com movimentos que con-
testam a autoridade chinesa, como na 
região de Xianjin, Hong Kong e próprio 
Tibet. Assim como há a situação com-
plexa de Taiwan. Questões como essas 
ajudam a esclarecer o fato de a Chi-
na ser muito sensível quanto à movi-
mentos externos que procuram usar 

os direitos humanos com justificativa 
para relativizar a soberania tradicional.

A China não só contesta a R2P em 
fóruns e documentos específicos sobre 
a norma. Este artigo aponta para uma 
estratégia sistemática de Pequim, que 
transborda para outros fóruns. Foi visto 
que a contestação pluralista é utilizada 
também nos debates sobre Proteção 
de Civis em Conflitos Armados, mos-
trando uma tendência a praticar uma 
espécie de jogo de multiníveis. 

Mesmo com esses resultados ini-
ciais, este artigo possui claras limitações. 
Uma delas é quanto ao número de dis-
cursos encontrados no fórum estudado. 
Portanto, ele é muito mais um exercício 
teórico, do que um rigoroso teste de 
teoria. É um primeiro exercício para 
compreender o comportamento estra-
tégico sistemático multinível. Estudos 
futuros são necessários para ver se a 
China usa isso em outros debates, como 
na estrutura do Conselho de Direitos 
Humanos, bem como se ela se sustenta 
ao longo do tempo.
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RESUMEN

Durante los años ́ 70 y ́ 80, los exiliados sudamericanos y activis-
tas humanitarios crearon a escala internacional y local diferentes 
espacios de atención en salud mental para las víctimas de la 
represión estatal desplegada por las dictaduras militares. Este 
fue, específicamente, el caso de Chile. Allí, los trabajadores de la 
salud mental construyeron un andamiaje conceptual y político 
para reinscribir los padecimientos psíquicos en el marco de la 
violencia azotada por el Terrorismo de Estado. Esta investigación 
recupera los aspectos teóricos y clínicos desarrollados a escala 
internacional y local para atender a los exiliados-retornados 
chilenos. Su hipótesis es que la experiencia chilena fue pionera 
en la elaboración de un saber psi sobre el exilio porque lo definió 
como un trauma político y lo reinscribió en el marco político y 
social de ese régimen, pero que este conocimiento se gestó dentro 
y fuera del país e implicó no solo al exilio sino también al retorno. 
Esta investigación se apoya en fuentes primarias y testimoniales. 
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ABSTRACT

During the 1970s and 1980s, South American exiles and humani-
tarian activists created, on an international and local scale, different 
spaces for mental health care for the victims of state repression 
deployed by the military dictatorships. This was specifically the 
case in Chile. There, mental health workers built a conceptual and 
political scaffolding to reinscribe mental illnesses in the framework 
of the violence inflicted by State Terrorism. This research recovers 
the theoretical and clinical aspects developed at international and 
local level to attend Chilean exile-returnees. Its hypothesis is that 
the Chilean experience was pioneer in the elaboration of a psi 
knowledge about exile because it defined it as a political trauma 
and reinscribed it in the political and social framework of that 
regime, but that this knowledge was developed inside and outside 
the country and involved not only the exile but also the return. This 
research is based on primary and testimonial sources. 

Keywords: exile – dictatorship – mental health – political trauma.
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Introducción

La dictadura militar en Chile des-
plegó un régimen de violencia estatal 
inédito y de una gran magnitud. La 
represión ejercida contra el gobierno 
de la Unidad Popular y hacia todo tipo 
de oposición política, adoptó diferen-
tes formas y dispositivos: fusilamien-
tos, cárcel, detenciones clandestinas, 
desaparición, relegamientos y exilios. 
En ese proceso represivo, el exilio fue 
una herramienta política muy utili-
zada por la dictadura para desterrar 
y expatriar del territorio nacional a 
todas aquellas personas consideradas 

“enemigas”, “subversivas”, “apátridas”, etc. 
Desde los años ´70 y durante toda la 
década de 1980, los exiliados chilenos 
y sudamericanos fueron organizan-
do diferentes espacios de acompaña-
miento y contención a las víctimas y 
perseguidos y se fue construyendo un 
saber específico sobre las secuelas de 
la violencia sufrida. Estos espacios se 
gestaron al calor de las luchas inter-
nacionales y de solidaridad transna-
cional en distintos países del mundo 
y, además, se enraizaron en Chile bajo 
la forma de organismos y equipos de 
salud mental con características espe-
cíficas. Desde estos espacios, en Chile 
y en el extranjero, se identificaron los 
aspectos nodales que hacían del exilio 
una experiencia represiva traumática 
con raíces políticas y sociales. 

El presente trabajo indaga en ese 
proceso de caracterización del exilio 

y retorno como un trauma político1.  
Nos interesa recorrer y explicar cómo 
se conformaron algunos de estos es-
pacios para la atención a los exiliados, 
qué daños se vincularon al exilio y 
cómo se lo explicó en términos po-
líticos y sociales. Además, nos propo-
nemos analizar el modo en que el re-
torno se fue alineando con este marco 
de preocupaciones y fue caracterizado 
también como una experiencia dolo-
rosa y anclada a un problema colectivo, 
no restringido a cuestiones familiares 
o privadas. 

La historiografía sobre el exilio chi-
leno ha crecido sostenidamente en los 
últimos años. En términos generales, 
este campo se ha nutrido de investiga-
ciones atentas a la clave experiencial 
del exilio chileno y condiciones de 
la partida (Gatica, 2013; Jammet-Arias, 
2020; Oñate, Wright, Espinoza, 2005; 
Rebolledo, 2001), a las redes de acti-
vismo construidas por los exiliados 
para la denuncia internacional (Ol-
guin Kemp, 2020; Perry, 2017), a las 
transformaciones político-culturales 

1	 Este trabajo forma parte del proyecto de 
investigación “Los profesionales psi y la 
asistencia a las víctimas del terrorismo de 
Estado. Trayectorias y problemas para una 
historia del pasado reciente argentino (1974-
1990)” (PICT 2020 CONICET 00220) y del 
grupo de discusión “Historia y memoria 
del campo psi y del Terrorismo de Estado”, 
ambos coordinados por la Dra. Soledad 
Lastra (EIDAES-UNSAM) y el Dr. Luis San-
felippo (UBA/ UNLP).
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impulsadas por la diáspora chilena 
(Monsalvez Araneda y Gómez Rojas, 
2018; Norambuena, 2008; Rojas Mira 
y Santoni, 2013) y a los problemas del 
retorno en la transición a la demo-
cracia y de los hijos en el retorno del 
exilio (Lastra, 2017 y 2021b; Rebolledo, 
2006; Rojas Quiroga, 2014). La dimen-
sión internacional ha sido reconocida 
como un elemento constitutivo de los 
saberes y prácticas que muchos exilia-
dos desarrollaron en su estancia fue-
ra del país y que pusieron en juego 
en el momento del retorno (Angell, 
2013; Rojas y Santoni, 2013, Sznajder y 
Roniger, 2013). Chile, en particular, se 
convirtió en una “causa célebre” con 
capacidad de movilizar políticamente 
a la diáspora chilena y con incidencia 
en los cambios políticos e ideológicos 
que se desenvolvieron en el frente in-
terno a su regreso (Roniger et. al, 2018, 
p. 98). Esos cambios políticos, ideoló-
gicos y culturales también se reflejaron 
con respecto a la comprensión sobre 
la violencia de Estado y sus efectos. 
La desaparición forzada, las torturas 
y también los exilios, fueron mecanis-
mos de represión con secuelas perdu-
rables a nivel individual y social. Su 
irrupción inédita en la vida pública y 
privada de las personas puede ser re-
construida históricamente. 

El presente trabajo se inscribe en 
esta línea de trabajo. Su originalidad 
radica en que intenta analizar el exi-
lio-retorno en una clave articulada 
considerando cómo fue pensado el 

exilio por determinados actores del 
campo de la salud mental, a escala in-
ternacional y local. Esto implica poner 
en relación dos aspectos que general-
mente aparecen separados: primero, la 
partida del país y el regreso; segundo, 
lo que sucedía afuera del país con los 
exiliados y lo que transcurría adentro 
con las organizaciones para la defensa 
de los derechos humanos. Para reali-
zar este abordaje nos concentramos 
en algunos actores del campo psi y de 
los derechos humanos que se fueron 
articulando en torno a este problema 
a partir de programas de salud mental 
específicos. Algunos de ellos surgieron 
a nivel internacional y otros en Chile. 
Nuestra investigación los recupera en 
cuanto nos permiten mostrar las cone-
xiones que se tejieron entre ellos y que 
potenciaron una circulación de sabe-
res en torno al exilio y al retorno den-
tro del campo psi. Ello no significa que 
sean las únicas organizaciones o pro-
gramas dedicados a este tema, ni que 
ellos se caractericen por su trabajo de 
asistencia en salud mental. Por ejem-
plo, gran parte de nuestra indagación 
recorre el trabajo de FASIC y de los 
psicólogos y psiquiatras que forjaron 
su historia. Sin embargo, FASIC es una 
organización que supera ampliamen-
te este horizonte clínico desde lo cual 
aquí lo observamos. En consecuencia, 
advertimos al lector que no encontra-
rá en estas líneas una historia del mo-
vimiento de derechos humanos chi-
leno, aunque en algunos momentos 
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esta indagación pueda iluminar otros 
problemas más grandes. 

En términos metodológicos esta in-
vestigación se apoya en diversas fuen-
tes. Recurrimos a documentos escritos 
de organizaciones sociales y de dere-
chos humanos; algunos textos publica-
dos durante los años ́ 80, en los que los 
profesionales psi y de la salud mental 
narraron sus experiencias de atención 
a exiliados-retornados y a testimonios 
resguardados en el Archivo de la Pala-
bra de la Facultad de Filosofía y Letras 
de la UNAM, en México. En ningún 
caso los documentos o testimonios 
que referimos son actuales, pues han 
sido producidos de forma contempo-
ránea al evento o bien, en los años 

´90. En este sentido, esta investigación 
podría abrir nuevos interrogantes so-
bre las memorias de este proceso que 
aquí no llegan a ser abordados. En 
su lugar, este artículo busca recupe-
rar aquellos sentidos y experiencias 

internacionales y locales que posibili-
taron que el exilio fuese considerado 
en Chile como un trauma de carácter 
político y social. 

Esta investigación se estructura en 
dos partes. En la primera nos focaliza-
mos en la constitución del exilio como 
una experiencia traumática y en cómo 
la escala internacional y las conexiones 
entre los exiliados incidió en este pro-
ceso. En la segunda parte, analizamos 
la incorporación del retorno al enfo-
que terapéutico de algunos actores de 
la salud mental considerando cómo se 
fueron imbricando las escalas interna-
cionales con las locales para hacer de 
esta problemática un asunto nodal en 
la agenda de las violaciones a los dere-
chos humanos en Chile. En las conclu-
siones ofrecemos unas líneas de cierre 
y reflexión sobre el “modelo chileno”. 

1. El carácter traumático del exilio y su escala 
internacional

La dictadura chilena se emparentó 
con las dictaduras del Cono Sur en su 
novedosa y compleja matriz represiva. 
A diferencia de la represión estatal vi-
vida bajo situaciones de excepción po-
lítica previas, las dictaduras del Cono 
Sur se caracterizaron por hacer de la 
represión estatal una estrategia planifi-
cada en torno a diferentes dispositivos 

de aniquilamiento físico y político. La 
prisión política, la tortura, la desapa-
rición forzada y el exilio fueron al-
gunos de ellos. En este sentido, para 
comprender al exilio en este período 
debemos considerar su inscripción en 
esta represión planificada, consideran-
do que, incluso en los casos en que el 
exilio fue el resultado de una huida, 
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en esa decisión pesó la necesidad de 
resguardar la integridad ante la avan-
zada represiva. 

En este escenario podemos com-
prender mejor cómo fue que el exilio 
adoptó un lugar central en la agenda 
de trabajo de las organizaciones chi-
lenas en el país y en el exterior duran-
te los primeros años de la dictadura. 
Posteriormente, a ello, se sumaría el 
retorno. 

 
Los chilenos arribaban al exilio pro-

fundamente afectados por la situación 
de extrema vulnerabilidad en la que 
dejaban el país. Algunos habían logra-
do escapar de la persecución política, 
otros llegaban a un destino incierto 
con marcas de la tortura o habiendo 
vivido la muerte de algún familiar 
asesinado por la dictadura militar. En 
este sentido, el exilio implicaba una 
experiencia anudada a un marco de 
represión más general, que explicaba 
y acompañaba la crisis del desarraigo. 

Este carácter doloroso del exilio fue 
identificado tempranamente por las 
organizaciones en Chile y en el ex-
terior y se fueron formando equipos 
para la asistencia y el acompañamien-
to terapéutico, con algunos cruces y 
circulación de información entre ellos. 

En Bélgica, por ejemplo, se formó 
el Colectivo Latinoamericano de Tra-
bajo Psico Social (COLAT) integrado 
principalmente por exiliados chilenos, 

entre ellos Jorge Barudy, Namur Co-
rral, María Jara, Darío Paez y Mónica 
Kimelman2. Este grupo se conformó 
en 1976 “con la finalidad de desarro-
llar un programa de salud mental in-
tegral sobre el exilio latinoamericano” 
(COLAT, 1982, p.11) y fue articulando 
diferentes áreas de atención psicoso-
cial con exiliados latinoamericanos, 
muchos de ellos que arribaban con la 
protección internacional del ACNUR 
bajo la categoría de refugio. El COLAT 
fue uno de los espacios terapéuticos 
pioneros en considerar que el exilio 
era, junto a la prisión política y a la 
tortura, una experiencia de represión 
directa y consecuencia de los daños 
psicológicos sufridos por las personas 
en el extranjero (COLAT, 1982, p. 210). 
Además, concibió a los exiliados como 
un grupo oprimido y al exilio como 
un hecho que “traumatiza la identidad 
personal” pero cuya raíz se encuentra 
en un problema social, en una realidad 
objetiva de represión (COLAT, 1982, 
p. 221). Por lo tanto, los trabajadores 
del COLAT plantearon una práctica 
terapéutica novedosa que ofrecía en 
la terapia grupal un recurso con sen-
tido político y emancipador para las 
personas. 

2	 Del COLAT también formaron parte pro-
fesionales de la salud mental en Bélgica, 
como Johanna Martens y otros exiliados 
sudamericanos, argentinos y uruguayos, 
algunos de los cuales no tenían una forma-
ción clínica sobre psicología o psiquiatría 
pero que participaron como “operadores 
psicosociales” (COLAT, 1982, p. 220).
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El COLAT construyó un programa 
intracomunitario que estuvo formado 
por los mismos exiliados y que se plan-
teó como un programa con espíritu de-
mocrático, sin relaciones jerárquicas, y 
que promoviera una integración críti-
ca de los exiliados, es decir, que les per-
mitiera sostener su identidad latinoa-
mericana asimilando lo que el país de 
refugio les pudiera dar (COLAT, 1982, 
p. 219). Este carácter social del trauma 
del exilio tuvo en esta experiencia eu-
ropea uno de sus referentes teóricos. 

Pero esta perspectiva también se 
fue fortaleciendo desde Chile, a partir 
del trabajo de organizaciones como la 
Fundación de Ayuda Social de las Igle-
sias Cristianas (FASIC) y la Vicaría de 
la Solidaridad3. Aquí nos detendremos 
sobre FASIC, que tuvo un rol funda-
mental en la elaboración conceptual 
y el trabajo clínico sobre los efectos de 
la represión estatal producida por la 
dictadura en Chile. Desde su creación, 
organizó el Programa Médico Psiquiá-
trico que ofreció diferentes tipos de 
atención y apoyo terapéutico para una 
amplia población golpeada por la vio-
lencia estatal. En este proceso incidió 
el exilio vivido por sus propios traba-
jadores. Por ejemplo, Fanny Pollarollo 
se había exiliado en Argentina y estaba 
en contacto con Paz Rojas, otra exi-
liada en París, junto a otras redes de 

3	 Ambas organizaciones eran la continuidad 
de las experiencias de atención brindadas 
por el Comité Pro Paz y el Comité de Aten-
ción a Refugiados, que se formaron y actua-
ron inmediatamente al golpe de Estado.

exiliados en Europa4. Ella fue una de 
las fundadoras de este equipo de salud 
mental. En una entrevista brindada a 
Agger y Jensen (1996, p. 111) ella señala 
que la conformación de este equipo 
fue producto de un cruce de lecturas 
y experiencias exílicas. Estos aprendi-
zajes fueron importantes en el retor-
no. Como cuenta Pollarollo, en 1975 
decidió regresar por su compromiso 
profesional: 

“los psiquiatras jóvenes nos pregun-
tarían en el futuro qué hicimos y 
cómo era la vida bajo esas condi-
ciones. Enfrentarse con la tortura 
en la vida es algo para lo cual uno 
nunca está preparado. Yo sabía que 
tenía que volver y enfrentar lo que 
sucedía realmente, y por supuesto 
atender y tratar a las víctimas de la 
represión y discutimos cómo estos 
hechos podrían revelar nuevos ha-
llazgos clínicos, una nueva patolo-
gía” (Entrevista a Fanny Pollarollo 
en Agger y Jensen, 1996, p. 112).

4	 Con respecto a la experiencia política de 
Pollarollo, las fuentes que consultamos para 
este trabajo no nos permiten establecer 
conexiones fundadas entre su militancia y 
su incidencia en la circulación conceptual 
del exilio como un trauma político. Consi-
dero que esta conexión debe formar parte 
de una agenda de investigaciones a futuro 
que también pueda establecer un diálogo 
estrecho con los análisis sobre las trayecto-
rias político-profesionales y con la historia 
del movimiento de derechos humanos en 
Chile en una escala más general. Agradezco 
al evaluador de este trabajo por permitirme 
identificar esta línea de estudio a futuro.
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En el caso del exilio, FASIC fue pio-
nero en el armado del Programa de 
Orientación al Exilio. Este programa 
se creó para guiar y facilitar la salida 
del país de todas aquellas personas que 
estaban detenidas y procesadas. Como 
demostró Abelina Cañuinir (2021), se 
trató de una experiencia institucional 
inédita en América Latina pues, en 
general, los programas que atendie-
ron a las personas exiliadas en países 
como Argentina, Uruguay y Paraguay, 
lo hicieron a medida que se producían 
los retornos y no cuando las perso-
nas estaban por dejar el país. En este 
sentido, existió tempranamente una 
conciencia muy clara de que el exilio 
significaba una pena muy dura y con 
capacidad de dañar la salud mental de 
las personas. 

Efectivamente, en sus primeros 
años de trabajo con exiliados, el equi-
po de profesionales de FASIC alerta-
ba sobre la importancia de atender la 
crisis de la partida, en el entendido de 
que, comprendiendo el dolor que sig-
nificaba dejar el país, se podría avanzar 
en el futuro para cuando estas mismas 
personas pudieran regresar (FASIC, In-
forme 1978). En consecuencia, mien-
tras en Europa se acompañaba a los 
exiliados y refugiados chilenos en su 
tiempo de exilio, en Chile ya existían 
equipos que consideraban al exilio 
como una experiencia de crisis vital o 
experiencia traumática que “represen-
ta un estrés psicológico, que se agra-
va por tratarse de personas que han 
sobrellevado un largo y desgastador 

período de violencia represiva” (FASIC, 
Informe 1978).

La operación de conceptualización 
del exilio como un trauma fue, enton-
ces, temprana. A diferencia de otras 
experiencias sudamericanas, en Chile 
se fue institucionalizando esta dimen-
sión traumática del exilio como un 
componente transversal a la experien-
cia de partida y de retorno al país. Esto 
no significa que las organizaciones y 
equipos de salud mental contaran con 
una definición estructural ni homogé-
nea al interior de las organizaciones o 
de los equipos de salud mental. En su 
lugar, la noción de trauma se refería 
al impacto psíquico que tuvo la expa-
triación forzada y las experiencias de 
violencia previa que vivieron los exilia-
dos por parte del Estado pero sin redu-
cir sus síntomas ni sus características 
a elementos fijos. Como señala Luis 
Sanfelippo (2018, p. 11-12), la noción 
de trauma no es clara ni unívoca, no 
es prístina ni autoevidente, en su lugar, 
se trata de una acepción que tiene su 
propia historia. 

Otros análisis realizados por FASIC 
apuntaron a identificar cómo el exilio 
era parte de una experiencia represiva 
mayor. De un estudio preliminar rea-
lizado sobre 25 familias retornadas, en 
1980, Eugenia Weinstein – psicóloga de 
FASIC- señalaba:

 

“la alteración emocional presen-
tada al retorno tiene sus orígenes 
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después del Golpe Militar y antes 
del exilio, y/o durante el exilio. Solo 
en un 15% de los casos atendidos la 
alteración emocional surge a par-
tir del retorno. Podemos concluir 
que el agente patógeno fundamen-
tal de las alteraciones emocionales 
atendidas, son las condiciones so-
ciales, políticas y económicas ori-
ginadas a partir de septiembre de 
1973; que las diversas formas de re-
presión política que han sufrido 
los retornados, persecución, pri-
sión, exilios, etc, son condiciones 
determinantes de la patología pre-
sentada al retorno y que la tensión 
y los procesos involucrados en la 
reinserción, actúan principalmente 
debilitando los mecanismos de de-
fensa que impedían la irrupción en 
la conciencia de conflictos y afectos 
latentes enquistados por años, exa-
cerbando patología previa origina-
da antes o durante el exilio” (In-
forme Psicodinámica del retorno, 
Weinstein, FASIC, 1980, p. 5). 

A partir de 1980, se volvió más cer-
tero que los marcos conceptuales tra-
dicionales del campo psi no eran su-
ficientes para abordar la complejidad 
de los daños que sufrían las personas 
en Chile y en el exilio. En este sentido, 
se comenzaron a tejer redes internas 
de trabajo entre los chilenos y chilenas 
exiliadas y en el país para intercam-
biar algunos enfoques y discusiones. 
A las lecturas sobre el Holocausto y 
los campos de concentración nazi, se 
sumaron los trabajos contemporáneos 

de equipos como el COLAT desde Bél-
gica y de otros psicólogos renombra-
dos que reflexionaban sobre el exilio 
argentino y uruguayo5.  Así vemos 
cómo la dimensión internacional del 
trabajo político y psicológico con las 
víctimas y afectados por el exilio se iba 
reinscribiendo en la escala local, enrai-
zando en las lecturas y programas que 
se concretaban en Chile. 

La experiencia de Isabel Castillo6  
nos permite indagar en esa circulación 
de lo internacional a lo local pues tuvo 
un rol muy importante en la produc-
ción teórica del exilio como un daño 
producido por el Estado. Durante su 
exilio en México, realizó trabajo clí-
nico en la Universidad Autónoma de 
México de Xochimilco y participó en 
espacios conformados por el exilio la-
tinoamericano para atender la urgen-
te situación de las violaciones a los 
derechos humanos que se cometían 
en la región. En este sentido, actuó 
como psicóloga en la Casa Chile y tam-
bién se involucró en el Movimiento de 

5	 Sobre las redes creadas por los profesionales 
chilenos no nos detendremos aquí, pero 
consideramos fundamental destacar que los 
conceptos y enfoques más novedosos para 
abordar el exilio provenían de Chile y fue-
ron recuperados por otros equipos del 
Cono Sur durante las transiciones a la 
democracia (Lastra, 2021a).

6	 Castillo es psicóloga graduada en la Univer-
sidad de Chile en 1969, que debió partir al 
exilio en septiembre de 1974. Su exilio 
comenzó en Argentina y en el año 76 llegó 
a México, como consecuencia de la escalada 
represiva que se vivía por la Triple A y el 
golpe militar.
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Trabajadores de la Salud Mental lidera-
do por Marie Langer, también exiliada 
allí7. Ella señaló que se trataba de to-
mar en cuenta el contexto social que 
explicaba ciertos procesos subjetivos 
y cómo se desarrollaba una relación 
dialéctica entre ambos (PEL/4/CH/9, 
p. 53). En esos espacios, trabajó en la 
conformación de grupos de mujeres 
exiliadas y de adolescentes, lo que le 
permitió ir identificando algunas pro-
blemáticas específicas del daño que ge-
neraba el exilio en estas personas y que 
luego se reactualizaría en el retorno. 

Además, Castillo y otras exiliadas 
chilenas en México como Eugenia We-
instein, fueron estrechando lazos de 
cooperación y solidaridad con el equi-
po médico-psiquiátrico de FASIC que 
ya mencionamos. Este diálogo que se 
fue tejiendo entre el Chile de “adentro” 
con el del exilio fue muy importante 
para el crecimiento y la consolidación 
de una perspectiva de salud mental 
sobre el exilio. Castillo recuerda: “que 
había aprendido mucho en México, 
que podía aplicar a Chile, que tenía 
toda una experiencia, que había hecho 

7	 México parece haber sido uno de los países 
de exilio en donde mayor repercusión tuvo 
el trabajo de los profesionales psi y de la 
salud mental. Para el caso de los exiliados 
uruguayos y argentinos contamos a la fecha 
con destacados estudios que reconstruyen 
ese trabajo y sobre todo el papel del Movi-
miento de Trabajadores de la Salud Mental 
coordinado por Marie Langer e Ignacio 
Maldonado (Manzanares, 2020). En el caso 
chileno, en cambio, queda mucho por 
reconstruir.

una acumulación de conocimiento, de 
trabajo” (PEL/4/CH/9, p. 33). 

El retorno de Isabel Castillo se pro-
dujo en 1983 debido a que su espo-
so fue autorizado en una de las listas 
aprobadas por Pinochet. En su regreso, 
ella se vinculó a FASIC y trabajó en la 
atención a torturados y familiares de 
personas que habían salido al exilio. 
Además, intervino en grupos de cote-
rapia que se realizaban en FASIC en 
los ´80 para favorecer el encuentro 
entre exiliados retornados y personas 
que no habían salido del país pero 
que estaban muy afectadas por otro 
tipo de violencia estatal. De alguna 
manera, la experiencia de Castillo en 
el exilio ejemplifica los lazos que las 
organizaciones en Chile fueron capa-
ces de construir con sus compatriotas 
exiliados y el modo en que estos lazos 
incidieron favorablemente para que el 
exilio pudiese tener un lugar de aten-
ción terapéutica y de comprensión de 
la dimensión política y social que lo 
marcaba. 

Un libro central en la producción 
escrita del equipo FASIC fue titulado 

“Crisis política y daño psicológico”, re-
sultado de una reunión realizada en 
Punta de Tralca, localidad cercana a 
Valparaíso, en 1980, bajo la dictadura 
militar. Ese encuentro se realizó gra-
cias al apoyo de organismos alemanes 
y holandeses, y a la participación del 
COLAT en la coordinación. Los re-
sultados de ese encuentro tomaron la 
forma de ese libro que fue prologado 
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por Marie Langer desde México, dos 
años después, rescatando de sus pági-
nas la amplia asistencia que los chi-
lenos y chilenas pudieron desplegar 
dentro del país y su valentía por ha-
ber realizado ese encuentro (Langer 
en Lira, 2016)8. 

En esta obra, las voces de los traba-
jadores de la salud mental exiliados en 
Europa y en México, logran articular 
una mirada sobre los daños psicoló-
gicos que los explica a partir de la re-
presión política ejercida por el Estado. 
Esta confluencia es muy importante 
porque consolidó un enfoque de tra-
bajo que los equipos de salud mental 
en Chile venían desarrollando pero 
que se reforzó en estos diálogos de 
1980. A través de ese gran lente, el exi-
lio comenzó a tener otro sentido ex-
plicativo para los mismos trabajadores 
de la salud mental. En sus páginas se 
pueden leer diferentes elaboraciones 
teóricas sobre el exilio fundado en la 

8	 Este libro fue reeditado en 2016 bajo el 
título “Lecturas de psicología política” y en 
sus créditos puede leerse: “la primera edi-
ción de este libro fue realizada en 1982, sin 
pie de imprenta, en Santiago de Chile y fue 
declarada como publicada en México por 
un colectivo chileno de trabajo psicosocial, 
para evitar la censura y las represalias”.

experiencia sudamericana9. Pero, ade-
más, el escrito culminaba con una de-
claración conjunta por parte de todos 
los participantes de la reunión, en la 
cual se afirmaba que la salud consistía 

“no en una adaptación pasiva y asinto-
mática” sino en una búsqueda activa de 
espacios de enriquecimiento psicoló-
gico y social (Lira, 2016, p.399).

Como estamos demostrando, par-
te de esos lazos tejidos entre exiliados 
chilenos y organizaciones de solida-
ridad en el país fueron expuestos en 
el libro “Crisis política y daño psico-
lógico” que ya mencionamos. Cuatro 
años después, en 1984, se publicó en 
México el libro “Psicoterapia y repre-
sión política” dirigido por Elizabeth 
Lira y Eugenia Weinstein. Este libro 
fue prologado por Armando Suárez, 
psicoanalista español que llegó a vivir 
a México luego de haber sufrido la 
Guerra civil española. Suárez destacó 
que el trabajo de salud mental realiza-
do por los profesionales chilenos era 

9	 Juan Carlos Carrasco, psicólogo uruguayo 
exiliado en Holanda, compartía: “el exilio 
es obviamente una consecuencia de la vio-
lencia represora y los trastornos registrados 
a nivel de los exiliados son un rubro más 
de la vasta gama de daños psicológicos cau-
sados por la represión política. El exilio 
podría ser psicológicamente definido como 
el quiebre compulsivo de la cotidianidad. 
Aquí no podríamos hablar propiamente de 
psicotización (desestructuración) de la coti-
dianidad, sino más bien de ruptura o corte 
violento de la misma (…) está presente en 
forma constante un sentimiento de despojo 
y usurpación” (Carrasco en Lira, 2016, p. 210).
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pionero y original en su perspectiva 
terapéutica. Además, advertía que el 
Terrorismo de Estado se estaba volvien-
do una práctica frecuente por parte del 
poder político en América latina, y 
que por lo tanto resultaba valioso res-
catar los posicionamientos resistentes 
por parte de este equipo chileno que 
hacía de la práctica psi un instrumento 
de redefinición del daño psicológico y 
de la práctica clínica (Suárez en Lira y 
Weinstein, 1984, p. 7). 

Efectivamente, este libro reunió di-
ferentes perspectivas del trabajo tera-
péutico con las víctimas de la dictadu-
ra chilena y lo hizo recuperando, sobre 
todo, el valor del testimonio como he-
rramienta para aliviar el dolor de las 
huellas de la represión. Las psicólogas 
Lira y Weinstein subrayaban que el tes-
timonio tenía horizontes terapéuticos 
para algunos casos de represión, como 
el exilio, en donde las personas podían 
integrar en su narración las pérdidas y 
cortes abruptos de la cotidianidad que 
habían sufrido antes y durante su vida 
fuera del país (Lira y Weinstein, 1984, 
p. 29)10. Cabe subrayar la importancia 
que tuvo esta tarea clínica pues recu-
peró tempranamente al exilio-retorno 
como una experiencia represiva ori-
ginada por la dictadura militar. Ade-
más, que los exiliados-retornados pu-
dieran construir su testimonio en los 

10	 No nos detendremos aquí sobre los usos y 
alcances del testimonio en los espacios de 
atención terapéutica de estos equipos chi-
lenos. Una revisión sistematizada sobre este 
tema se encuentra en Lira (2007).

marcos ofrecidos por este equipo de 
salud mental pudo generar espacios de 
escucha que articularon la experiencia 
del exilio con la vida previa y posterior 
del exiliado. 

Por otra parte, el acompañamiento 
terapéutico no estuvo limitado a las 
víctimas directas. En 1986, el exilio ade-
más era tratado por algunos sectores 
de la sociedad chilena, como un pro-
blema que afectaba también a las fami-
lias de quienes habían dejado el país de 
forma forzada. Así, por ejemplo, el psi-
cólogo Santiago Orellana brindó un 
acompañamiento terapéutico para los 
familiares de exiliados, especialmente 
para los adultos mayores con fuertes 
impactos en su salud física y emocio-
nal por la partida de algún familiar: 

“Se trata de un problema sicologi-
co (sic) que nunca antes había sido 
abordado y hasta el momento no 
hay precedentes en cuanto a estu-
dios al respecto en lo que dice rela-
ción con la gente que se queda. (…) 
implica un quiebre profundo de la 
familia que es la base de la sociedad. 
Esto conlleva un profundo daño 
social, generando resentimiento, 
dolor, desorientación, tanto en el 
que se aleja forzadamente como 
en los que se quedan” (La Prensa 
Austral, 19/03/1986, Punta Arenas). 

Vemos hasta aquí que el exilio se fue 
convirtiendo en un tema de gran preo-
cupación y atención en Chile. Su emer-
gencia en la agenda de los equipos 
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de salud mental se debió al entrelaza-
miento del trabajo y la circulación de 
conocimientos entre la escala inter-
nacional y la local o nacional, es decir, 
en los puentes que se construyeron 
entre los afectados por la represión 
estatal tanto dentro como fuera del 

país. Avanzados los años ´80 y como 
veremos a continuación, este carácter 
se fue ampliando y complejizando con 
las dinámicas de retornos a Chile. 

2. Salud mental y retornos en los ´80: la elaboración local

Los retornos del exilio han sido 
tratados como momentos de “cierre” 
de la experiencia exiliar. Sin embargo, 
en años recientes, hemos documen-
tado que los retornos no solamente 
constituyen instancias que inauguran 
nuevos duelos para los exiliados sino 
que, en algunos casos, también son 
resultado de decisiones políticas to-
madas por las dictaduras y las nuevas 
democracias para proponer acuerdos 
políticos de cara al futuro (Lastra, 2018). 
Observar a los retornos desde esta lupa 
de interpretación permite considerar 
que los regresos del exilio no son un 
asunto personal o privado de las fa-
milias exiliadas; tampoco son un re-
sultado espontáneo de los procesos 
de democratización. En su lugar, los 
retornos del exilio se vivieron como 
momentos de fuerte tensión política, 
social y subjetiva que atravesó a los 
exiliados y que, por lo tanto, irrumpió 
en su vida con nuevos padecimientos 
y daños psicosociales. 

Si se analizan de forma compara-
da los retornos del exilio en el Cono 

Sur, Chile se ha destacado por retor-
nos tempranos que fueron incentiva-
dos durante la dictadura de Pinochet 
a partir de la autorización de listas con 
miles de nombres que podían retor-
nar. Estas listas fueron muy limitadas 
y problemáticas, pues en definitiva, el 
régimen utilizó su poder para adminis-
trar los regresos y generar nuevos exi-
lios de acuerdo con sus apreciaciones 
políticas y sus consideraciones sobre 
los supuestos peligros que vivía el país 
(Lastra, 2018). Cuando los retornos co-
menzaron a producirse de forma más 
frecuente, algunos actores de la socie-
dad chilena conformaron espacios de 
recepción y asistencia para las perso-
nas que regresaban. En 1977, FASIC ha-
bía recibido a dos chilenos retornados 
del exilio que presentaban cuadros psi-
cóticos graves y habían requerido de 
una internación en el hospital. Para el 
equipo Médico Psiquiátrico, se trataba 
de cuadros depresivos severos que se 
explicaban por las experiencias represi-
vas acumuladas (FASIC, informe 1978). 
A partir de 1980, la problemática del 
retorno se hizo más evidente para este 
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equipo de salud mental, atendiendo a 
más de 450 personas sólo ese año. Ade-
más, la aprobación de la nueva cons-
titución nacional en 1980 fortaleció al 
exilio como mecanismo de exclusión 
política y territorial, lo que permitió 
que el régimen dictatorial expulsara 
a más personas e impidiera otros re-
gresos. De acuerdo con el Departa-
mento de Migraciones de FASIC, en 
1981 los exilios aumentaron en un 27% 
con respecto al año anterior, lo cual 
se explicaba también por situaciones 
de re-emigración que vivían algunas 
personas y núcleos familiares (FASIC, 
Informe, 1981). 

A partir de entonces, este equipo de 
salud comenzó a hablar de un exilio 
ininterrumpido para el caso chileno, 
resultado de “una privación forzosa e 
indefinida del ejercicio del derecho a 
entrar y salir libremente del territorio 
nacional” (FASIC, Informe 1982). La 
profundización del uso del exilio por 
parte del régimen se expresó también 
en la administración que hizo de los 
retornos permitidos o regulados con 
permisos temporales y bajo vigilancia. 
Solo comprendiendo esta situación 
podemos identificar con más claridad 
cómo el exilio y el retorno se anuda-
ron en una misma experiencia difícil y 
dolorosa. Así, el exilio-retorno fue para 
los trabajadores de la salud mental en 
Chile un constructo de experiencias 
concretas que revestían un carácter 
traumático (FASIC, Informe 1982); en 
muchos casos porque implicaban cua-
dros psicológicos de arrastre, algunos 

iniciados previamente a la salida del 
país (como el secuestro y la tortura) y 
otros habilitados por el exilio mismo, 
como ya fuimos mencionando. 

El retorno también fue señalado 
por otras comunidades involucradas 
en la defensa de los derechos humanos 
en Chile. Por ejemplo, el julio de 1987, 
la Pastoral del Exilio del Área Pastoral 
Social de la Conferencia Episcopal de 
Chile, celebró el Encuentro de Retor-
nados en Santiago. En este encuentro 
se promovió el intercambio de expe-
riencias de reinserción por parte de 
los retornados y el análisis de las co-
municaciones que podían establecerse 
entre ellos y la sociedad chilena. Esta 
preocupación se fundaba en el hecho 
de que tanto el exilio como el retor-
no formaban parte de una situación 
social y colectiva que afectaba a todo 
el país y que no se reducía a vivencias 
personales o familiares aisladas. De 
algún modo, este Encuentro expresa-
ba el espíritu de otros equipos de so-
lidaridad y atención a los retornados, 
como el de FASIC, que buscaba ubicar 
en la agenda pública el problema del 
exilio-retorno como un tema de todos, 
que debía involucrar también las po-
líticas de recepción y acogimiento de 
los exiliados. Por ello se preguntaba: 

“¿Cómo hemos acogido los chilenos 
a los retornados? ¿Se ha internalizado 
la idea de que el exilio-retorno es una 
responsabilidad de toda la comunidad 
nacional, de que es necesario reparar el 
daño causado? Es necesario examinar 
qué sucede con la acogida a nivel de 
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los partidos políticos, las organizacio-
nes sociales, las iglesias” (Encuentro de 
Retornados, 1987, p. 9). En esta línea, se 
remarcó que en Chile hacían falta con-
diciones éticas para que el regreso del 
exilio fuese totalmente libre y prepa-
rado personal y socialmente. Además, 
se subrayó la importancia de recono-
cer al exilio como un obstáculo para 
la verdadera reconciliación nacional. 

“No basta respirar porque disminuye 
el número de las listas ya que sabemos 
que el exilio es algo mucho más grave. 
Hay situaciones que merecen una re-
paración muy seria y profunda ya que 
las consecuencias son también muy 
trágicas. Crear, por lo tanto, conciencia 
de esta responsabilidad y proponien-
do planes de retorno donde debe es-
tar comprometido el régimen que lo 
provocó” (Encuentro de Retornados, 
1987, p.14). 

Por último, analizaremos la expe-
riencia del Hogar El Encuentro, creado 
por Mireya Bastidas a finales de 1984 
a partir de su retorno del exilio en 
Noruega. Este espacio funcionó entre 
1985 y 1989 con el apoyo de la Con-
serjería de Proyectos para Refugiados 
Latinoamericanos. Su propósito fue 
ofrecer un espacio de refugio para los 
adolescentes que, estando en el exilio, 

deseaban regresar a Chile11. Este retor-
no fue muy particular, pues se realizó 
sin el acompañamiento de las madres 
y padres que estaban aún en el exilio 
a la espera de poder volver y que no 
lo podían hacer por las prohibiciones 
que pesaban sobre ellos. En ese sen-
tido, abrió una dimensión diferente 
de los problemas y afectaciones del 
retorno, pues implicó un regreso con-
tenido en el marco de un programa 
especial pero también atravesado por 
diferentes tensiones y conflictos socia-
les y familiares12.  

En la experiencia del Hogar El En-
cuentro podemos observar también el 
papel de los equipos y profesionales 
de la salud mental que ya venían tra-
bajando sobre el exilio-retorno. FASIC 
por ejemplo tuvo un rol importante 
cubriendo las necesidades médicas y 

11	 Para ser recibido en el Hogar debían tener 
entre 18 y 26 años, ser estudiantes y desarro-
llar alguna actividad mientras permanecie-
ran en el Hogar, además de pagar una cuota 
y tener a su familia en el exilio. Otros ado-
lescentes no exiliados podían participar 
también siempre que demostraran tener a 
su familia viviendo fuera de Santiago y con-
tar con una situación económica difícil 
(Ramírez y Rojas, 2013, p. 46).

12	 En el Hogar se recibió a jóvenes que habían 
partido al exilio con sus padres y a otros que 
habían nacido en el exilio y que solamente 
conocían Chile a través del relato de los 
adultos. La confrontación cultural -ya sea 
por provenir de sociedades con otro idioma 
y otras costumbres, como por arribar a una 
sociedad todavía muy golpeada por la 
represión estatal- fue una de las dificultades 
de estos retornos que generó situaciones de 
angustia y desolación en muchos de estos 
jóvenes (Ramírez y Rojas, 2013).
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psicológicas. De hecho, ya desde los 
primeros meses de funcionamiento 
del Hogar se detectó esta necesidad 
de primer orden: 

“Del Hogar te diré que vamos avan-
zando con dificultades, no es fácil 
reconstruir personas tan dañadas 
por el exilio, es una realidad que 
supera todo lo que pensamos de 
antemano en relación con el daño 
que sufren las personas en el exi-
lio. Esto hace que el Proyecto sea 
humanamente hablando una ne-
cesidad y una oportunidad única 
para miles de jóvenes. (…) Lo que 
sí es una necesidad es la asistencia 
de una Psicóloga para un progra-
ma de terapia de grupo dentro del 
Hogar” (Carta enviada desde San-
tiago por Mireya Bastidas a Nelson 
Soucy, Conserjería de Proyectos, 23 
de mayo de 1985). 

El exilio-retorno adoptó un carác-
ter “traumático” para estos jóvenes, en 
el sentido del impacto subjetivo que 
tuvo para ellos. Como enfatizan Ra-
mírez y Rojas (2013, p. 35): “se detectó 
que, en los problemas de los jóvenes 
al momento de intentar integrarse a 
Chile, influían en gran manera los con-
flictos del período de infancia ligados 
a momentos represivos que se habían 
originado antes del exilio”. Mientras 
que, en una carta enviada al Internatio-
nal Secretary Norwegian Labour You-
th League, se explicaba que los princi-
pales conflictos psicológicos del exilio 
de estos jóvenes se manifestaban en 

depresiones, ansiedad y crisis familia-
res y existenciales (Carta enviada por 
Mireya Bastidas y Pablo Valdivieso a 
Erling Rmiestad, 16 de junio de 1989)13. 

Asimismo, algunos casos clínicos 
documentados por psicólogos chile-
nos, han señalado que el exilio y el 
retorno tuvieron consecuencias psi-
cosociales devastadoras para los niños 
y los jóvenes. La destrucción de un 
ambiente seguro para su crecimiento, 
la inestabilidad y el desconcierto que 
marcó la vida familiar, el desconoci-
miento del nuevo medio social en el 
cual vivieron, y la reorganización de 
la vida cotidiana fueron parte consti-
tutiva de esta dimensión traumática 
(Domínguez, 1984). Además, el regre-
so a Chile también significó un gran 
daño emocional, “una crisis objetiva y 
subjetiva” que implicó, para muchos 
jóvenes, un nuevo exilio (Domínguez, 
1984, pp. 116-117).

Todo esto se profundizó a raíz de 
la violencia que acompañó el proceso 
de democratización en Chile en los 

13	 Así lo afirmaron Isabel Castillo y Elena 
Gómez, desde el ILAS. Para ellas el exilio 
podía definirse como una forma de repre-
sión que no terminaba con el regreso al país 
y que, en el caso de los jóvenes, implicaba 
cuadros con sintomatología grave como la 
angustia, la inestabilidad emocional, la 
depresión y la dificultad para tejer relacio-
nes interpersonales (Castillo y Gómez, 
1989). Se trataba de un acontecimiento trau-
mático a elaborar que podía extenderse en 
el retorno, si Chile no desplegaba mecanis-
mos de recepción y solidaridad con los 
jóvenes retornados.



173

últimos años ´80. Recordemos que a 
partir de las Jornadas de Protesta Na-
cional, la dictadura militar recrudeció 
su respuesta represiva afectando a mi-
les de jóvenes que participaban en las 
demandas contra el autoritarismo del 
régimen. Esto también afectó al Hogar 
de los retornados que sufrió la repre-
sión directa de la dictadura luego del 
atentado contra Pinochet en el año ́ 86. 
El allanamiento del Hogar y la perse-
cución sobre los jóvenes que allí re-
sidían marca un hito importante en 
la comprensión del lugar que tuvo el 
exilio-retorno para la dictadura como 
experiencia criminalizante, sumado a 
que para los jóvenes que venían del 
exilio significó una violencia nueva y 
excepcional.

El exilio-retorno de los jóvenes fue 
entonces uno de los rostros más visi-
bles de una problemática social am-
plia y profunda. Aunque existieron di-
ferentes obstáculos para sostener las 
actividades del Hogar El Encuentro, 
su desarrollo nos permite identificar 
cómo desde diversos sectores de la so-
ciedad chilena existieron actores com-
prometidos con el tratamiento de los 
múltiples daños ocasionados por la 
expatriación forzada y por el regreso. 

La dimensión política de estas expe-
riencias traumáticas se situaba más allá 
de las filiaciones partidarias o de las in-
cidencias que los exiliados-retornados 
podían tener en movimientos políti-
cos y sociales. El carácter político del 

trauma estaba dado por la dimensión 
colectiva de la experiencia represiva 
y por la direccionalidad de la violen-
cia que el Estado ejerció sobre ellos. 
Como señalaron Elizabeth Lira y Eu-
genia Weinstein, “era evidente que la 
formación histórica adquirida por los 
terapeutas, a través de sus estudios y su 
práctica profesional, no incluía esta 
problemática (de salud mental). La di-
mensión de lo traumático en el mar-
co de la represión política establece 
parámetros inéditos para la patología 
observada y para la psicoterapia” (Lira 
y Weinstein, 1984, p. 14). 

La construcción de un saber nove-
doso sobre el exilio-retorno y su ins-
cripción en una agenda política sobre 
las consecuencias psicosociales de la 
represión fue resultado de este reco-
nocimiento sobre las limitaciones y las 
necesidades de ampliar los horizontes 
analíticos y terapéuticos en el abordaje 
clínico. La categoría de trauma políti-
co no fue homogénea para los equipos, 
por el contrario, se fue nutriendo de 
distintos sentidos conforme atravesa-
ban el umbral de comprensión sobre 
el tipo de violencia que se había vivi-
do en Chile y en toda la región. En 
efecto, la producción conceptual no 
estuvo aislada. Como demostramos 
en otros trabajos, existió una fuerte 
circulación de inquietudes y comuni-
caciones entre distintos organismos 
del Cono Sur que incidieron en este 
proceso (Lastra, 2021a). Ello implicó 
un juego de ida y vuelta por parte de 
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los trabajadores de la salud mental 
que involucró la dimensión interna-
cional de la construcción de ese saber 
y su re elaboración concreta al interior 
de los equipos de FASIC, del Hogar 
El Encuentro y de otros espacios que 

también se ocuparon de las problemá-
ticas de las víctimas y familiares de la 
violencia de Estado. 

3. Conclusiones

En el presente trabajo hemos reco-
rrido y analizado cómo el exilio y el 
retorno fueron problemáticas presen-
tes para los diferentes equipos de salud 
mental chilenos, formados algunos en 
el país y otros en el exilio. 

Este fuerte protagonismo del carác-
ter traumático del exilio se explica por 
diferentes factores. Por un lado, por la 
magnitud y transversalidad social que 
tuvo el exilio para la sociedad chilena, 
implicando una diáspora sin preceden-
tes en la historia de la región. Sin em-
bargo, la masividad de un fenómeno 
no implica que se vuelva un tema de 
agenda pública o de interés social. En 
efecto, fueron los esfuerzos construi-
dos por diferentes actores del campo 
humanitario en Chile y en el extran-
jero, los que permitieron que el exilio 
y luego el exilio-retorno se convirtiese 
en un tema ineludible dentro de los 
efectos de la represión estatal. 

Como demostramos en este trabajo, 
las redes y contactos que se construye-
ron entre los equipos terapéuticos y de 
salud mental en Chile, México, Bélgi-
ca, entre otros países, fueron centrales 

para construir una mirada singular so-
bre el exilio: aquella que lo inscribió 
dentro de las violencias ejercidas por 
el Estado y que, por lo tanto, com-
prendiera las sintomatologías y pade-
cimientos como parte de la represión 
política. 

“Desprivatizar el daño” fue uno de 
los puntos más importantes a los que 
arribaron los trabajadores de la salud 
mental. Pero, para llegar a ello, debie-
ron atravesar un largo proceso de ela-
boración conceptual, de acercamiento 
e involucramiento con las personas 
exiliadas y retornadas y, sobre todo, 
de comprensión del tipo de violencia 
al que se estaban enfrentando. Como 
sabemos, se trató de una violencia in-
édita, masiva y planificada, también 
clandestina y en algunos aspectos ins-
titucionalizada, que buscó imponer un 
proyecto político alterno y regresivo 
para Chile. En este sentido, el exilio fue 
una herramienta para la represión po-
lítica y como tal, ocasionó daños emo-
cionales, físicos y familiares que no se 
podían explicar en los marcos de de-
cisiones personales o de experiencias 
aisladas. Por ello, fue muy importante 
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este paso dado por las organizaciones 
y colectivos vinculados a la salud men-
tal, pues tempranamente situaron los 
daños del exilio en su clave política y 
propusieron que la sociedad chilena 
pudiera comprenderlos en esa misma 
dimensión. 

Como anticipamos, el trabajo y re-
corrido hecho por Chile fue pionero 
en cuanto a este vínculo entre repre-
sión política y daños psicológicos pro-
ducidos por la dictadura militar. Las 
organizaciones argentinas y uruguayas 
retomaron mucho de lo producido en 
esos años por los exiliados chilenos 
y por las organizaciones de derechos 
humanos en Chile (Lastra, 2021a). Tam-
bién, sobre esta experiencia se posó la 
mirada de investigadores extranjeros, 
conmovidos por la novedosa matriz 
teórica y clínica que se desarrolló para 
atender a las víctimas y de la que aquí 
solo dimos cuenta de una parte. 

En los años ´90, algunos de los ac-
tores aquí mencionados fueron visita-
dos por especialistas europeos como 
Agger y Jensen, quienes comenzaron 
a hablar de un “modelo chileno” en sa-
lud mental y derechos humanos. Para 
ellos, este modelo se caracterizaría por 
el vínculo comprometido que los pro-
fesionales chilenos adoptaron frente a 
las víctimas de la dictadura militar y 
por la no neutralidad ética que sostu-
vieron en su práctica, es decir, por ha-
ber mantenido un posicionamiento 
firme en la denuncia de las violaciones 

a los derechos humanos. De acuerdo 
con estos autores, para que este mo-
delo se fuese delineando existieron 
algunos conceptos clave como trau-
ma, cura, testimonio, relaciones tera-
péuticas que se fueron empapando de 
nuevos sentidos políticos orientados a 
la denuncia, la investigación y el trata-
miento (Agger y Jensen, 1996, p. 392). 

La noción de un “modelo chileno” 
puede ser objeto de múltiples y varia-
das reflexiones; sin embargo, aquí la 
recuperamos para pensar en el exilio. 
En lo que respecta a esta experiencia 
podemos afirmar que en el caso chi-
leno existió una experiencia organiza-
tiva fundamental tanto dentro como 
fuera del país, que permitió construir 
un saber específico sobre la naturaleza 
política y los efectos psicosociales del 
exilio en toda la región. Sin embargo, 
este carácter nacional del “modelo” no 
puede ignorar la dimensión interna-
cional que ofreció múltiples conexio-
nes, circulaciones y trasvases de cono-
cimiento para dar forma a este nuevo 
saber. Este artículo se propuso recorrer 
algunos de esos puentes y circuitos de 
producción de conocimiento que po-
drán ampliarse y matizarse en futuras 
investigaciones. 
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Ética de publicación y declaración 
sobre negligencia 

Revista Estudios Internacionales se dedica a la publicación 
de artículos bajo los más altos estándares de calidad y ética. 

Mantenemos estos estándares de comportamiento ético en todas 
las etapas de publicación y con todos los miembros de nuestra 
revista, entre ellos: el autor, el equipo editorial de la revista, el 
evaluador y la editorial. El plagio o cualquier otro comporta-
miento no ético está estrictamente prohibido.

Estudios Internacionales se acoge a las directrices éticas de publi-
cación de COPE.

Responsabilidades del equipo editorial

•	 Selección de publicación: El equipo editorial de la revista 
Estudios Internacionales es responsable de la selección de 
artículos que será publicada en la revista. El equipo editorial 
debe cumplir con las normas éticas de la revista y con todas 
las directrices legales, incluyendo, pero no limitado, a las 
que no permiten la difamación, infracción de derechos de 
autor y plagio. El equipo editorial tiene la libertad para dis-
cutir las decisiones relacionadas con la selección de artículos 
con la junta editorial, el comité académico o un evaluador.

•	 Cláusula de no discriminación: El equipo editorial revi-
sará manuscritos y tomará decisiones sobre los artículos, 
independientemente de la raza, género, orientación sexual, 
creencias religiosas, origen étnico, nacionalidad o ideología 
política de los autores.

•	 Acuerdo de confidencialidad: El equipo editorial y cualquier 
miembro del equipo de redacción tienen prohibido revelar 
información sobre el manuscrito enviado a personas distin-
tas del autor correspondiente, revisores, revisores potenciales, 
otros consejeros editoriales o editorial.
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•	 Transparencia e intereses: El equipo editorial tiene 
prohibido el uso de material no publicado en su pro-
pia investigación, a menos que él/ella haya obtenido 
el consentimiento expreso por escrito del autor. El 
equipo editorial debe abstenerse de manuscritos que 
representan un conflicto de intereses como resultado 
de cualquier conexión posible, ya sea competitiva o 
mutual, con las instituciones, empresas, autores, etc.

Responsabilidades de los evaluadores/
revisores

•	 Confidencialidad: Cualquier manuscrito enviado para 
su revisión debe ser considerado un documento confi-
dencial. Este manuscrito no debe ser discutido o pre-
sentado a terceras partes o individuos.

•	 Puntualidad: Debido a la sensibilidad al tiempo de 
revisar los artículos, los evaluadores deben informar 
al editor y rechazar la revisión de un artículo en el 
caso de que él/ella sabe que no será capaz de revisar 
el material de una manera oportuna, o si él/ella no tie-
ne conocimiento suficiente sobre el tema del artículo.

•	 Requisitos para objetividad: críticas se deben hacer 
de una manera neutral y las opiniones deben articular 
sus críticas sobre la base de argumentos razonables.

•	 Entrada en la evaluación editorial: Las evaluaciones 
proporcionan información crítica para el editor y para 
el proceso de toma de decisiones. Los revisores también 
pueden ayudar a los editores mediante la comunicación 
con los autores y ofrecer sugerencias para mejorar el 
artículo a través de la comunicación editorial.

•	 El reconocimiento de fuentes: Los evaluadores deben 
tener en cuenta el material publicado pertinente que 
no es citado por el autor y si existe alguna semejanza 
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considerable entre los artículos publicados y el ma-
nuscrito bajo consideración.

•	 Transparencia e intereses: la información privada o 
ideas recogidas a través de la revisión por pares deben 
permanecer en privado y no ser utilizada en beneficio 
del evaluador. Los evaluadores deben abstenerse de 
manuscritos que representan un conflicto de intereses 
como resultado de cualquier conexión posible, ya sea 
competitiva o mutual, con las instituciones, empresas, 
autores, etc.

Responsabilidades del autor

•	 Principios de la investigación: Los autores son res-
ponsables de presentar la investigación original, una 
descripción veraz de los trabajos necesarios para un 
artículo, y una discusión objetiva de la importancia 
de los resultados. Datos fundamentales se deben ex-
plicar con franqueza en el artículo. El informe escrito 
debe incluir suficientes detalles y referencias para que 
otros puedan repetir la investigación. Declaraciones 
deliberadamente falsas o incorrectas constituyen ac-
tividades no éticas y no serán toleradas.

•	 Publicación redundante, numerosa o simultánea: En 
términos generales, un autor no debe tratar de publicar 
materiales idénticos delineando básicamente la inves-
tigación en más de una revista u otro tipo de publica-
ción primaria. La presentación de la misma materia 
en varias revistas y/o la publicación de la misma obra 
en diversas revistas comprenden un comportamiento 
de publicación poco ético y no será tolerado.

•	 Autenticidad y plagio: Los autores deben garantizar 
que se presentarán obras totalmente originales, y que 
el texto o materiales que los autores han utilizado hace 
referencia a ella correctamente. El plagio en cualquier 
forma es un comportamiento poco ético editorial y 
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no será tolerado.

•	 La autoría del artículo: La autoría pertenece a aquellos 
individuos que aportaron de manera considerable a la 
formación, el diseño, la ejecución, o la comprensión 
del artículo. Todos los individuos que contribuyeron 
de forma considerable en el artículo deben ser men-
cionados como coautores. Otras personas que contri-
buyeron a otras partes sustantivas de la investigación 
deben ser reconocidos o figurar como contribuyentes. 
El autor principal tiene la responsabilidad de incluir a 
todos los coautores y colaboradores en el papel y ga-
rantizar que todos los coautores han revisado y apro-
bado la versión final del documento y consentido en 
su presentación para su publicación.

•	 El reconocimiento de fuentes: se requiere el recono-
cimiento adecuado de la obra de otros autores en el 
artículo. Los autores deben incluir las publicaciones 
de quienes influyeron en la formación de la sustancia 
de su trabajo. La investigación en privado, tales como 
la conversación, comunicación, o el diálogo con terce-
ros, está prohibida, salvo en caso de permiso explícito 
por escrito de esos individuos. La información reco-
pilada a través de métodos confidenciales, tales como 
revisiones del manuscrito o solicitudes de subvención 
está prohibida, salvo en el caso del permiso explícito y 
por escrito del autor que proporciona dichos servicios.

•	 Transparencia e intereses: Todos los autores deben 
revelar en su manuscrito final cualquier conflicto fi-
nanciero o de otro tipo de interés que podría interferir 
con los resultados e interpretaciones en sus investiga-
ciones. Toda la financiación para el proyecto debe ser 
divulgada.

•	 Errores fundamentales en investigación publicada: 
Cuando un autor se da cuenta de una falta o inexacti-
tud fundamental en su propia investigación publicada, 
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se requiere que el autor notifique inmediatamente al 
director de la revista o editorial y ayude a recuperar 
o corregir su artículo.

Método de manejo de conducta no ética

El reconocimiento de una conducta no ética:

•	 Cuando se identifican malas conductas y acciones 
poco éticas deben ser reportadas al director y editor.

•	 La mala conducta y las acciones poco éticas inclu-
yen, pero no se limitan, a los ejemplos descritos an-
teriormente, tales como el plagio o falsificación de la 
investigación.

•	 El informante de conducta no ética debe ofrecer in-
formación y pruebas suficientes para iniciar una in-
vestigación. Todas las denuncias deben ser seriamente 
consideradas y tratadas de manera similar, hasta que 
se logra un resultado o acuerdo correspondiente.

Investigación:

•	 El editor es responsable de elegir la forma adecuada 
de la investigación y podrá solicitar el asesoramiento 
del comité editorial, la comisión académica, o el eva-
luador al hacer esta elección.

•	 Las pruebas deben reunirse de manera que eviten in-
flamar la situación y la proliferación de acusaciones.

Castigo (por orden de gravedad):

•	 Notificar al autor o evaluador de un malentendido o 
mala aplicación de las normas éticas de la revista en 
su artículo.
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•	 Escritura de una carta o declaración dirigida al autor 
que expresa el comportamiento poco ético y emitir 
una advertencia.

•	 La publicación de una observación formal con los de-
talles de la conducta inapropiada.

•	 La publicación de un comentario editorial que detalla 
el comportamiento inapropiado.

•	 La retirada y eliminación formal de los trabajos en 
cuestión de la revista, junto con notificar al supervi-
sor del autor o grupo de evaluadores, y la audiencia 
de la publicación.

•	 Hacer cumplir un embargo formal sobre las presen-
taciones de la autor/a por un período determinado 
de tiempo.
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Normas de ética y prácticas

L a revista Estudios Internacionales está comprometida con 
la comunidad académica y publica solamente trabajos que 

cumplan con los más altos estándares de calidad. Es por esta 
razón que se espera que todas las personas que participan en la 
publicación de la misma sigan las normas de ética y conducta 
que a continuación se mencionan.

De los editores:

1.	 Son responsables por todo lo que se publique en la revista.
2.	 Deben mantener confidencialidad sobre los documentos 

que reciban.
3.	 Deben evaluar los documentos de manera objetiva.
4.	 Deben detectar y corregir los errores de los documentos 

que reciban.
5.	 Deben recordar en todo momento a los árbitros que su la-

bor es imparcial.
6.	 Deben hacer todo lo posible por que la publicación cumpla 

con los más altos estándares de calidad.

De los autores:

1.	 Deben de enviar documentos originales y que tengan alta 
relevancia académica.

2.	 Los trabajos que envíen deben contener todas las citas res-
pectivas. No se tolerará el plagio.

3.	 Deben notificar a los editores de cualquier error que encuen-
tren en sus trabajos.

4.	 Deben notificar a los editores si es que han recibido ayuda 
de algún benefactor para la realización de sus trabajos.

5.	 Son responsables de todo el contenido de sus documentos.
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De los evaluadores:

1.	 Deben mantener confidencialidad sobre su trabajo.
2.	 Deben evaluar de manera objetiva los documentos que 

se les envíen, estrictamente por su contenido.
3.	 Deben notificar a los editores sobre cualquier problema 

que encuentren en los documentos que se les envíen.

Uso de inteligencia Artificial (IA):

La autoría del manuscrito debe ser únicamente de los 
autores declarados en el proceso de postulación. Inteli-
gencia artificial no se puede listar entre éstos. Estudios 
Internacionales requiere que el uso de inteligencia artifi-
cial generativa en la producción de imágenes, recolección 
y análisis de datos o corrección de textos sea declarado 
explícitamente al final del manuscrito, en una nota titulada 

“Uso de inteligencia artificial”, indicando específicamente 
los usos a los que se recurrió.

En el caso de la edición del manuscrito, solamente pue-
den usarse para efectos de mejorar la redacción, ortografía 
y gramática, pero en ningún caso para la generación de 
textos. Cualquier uso adicional no está permitido.

Política de Acceso Abierto:

Estudios Internacionales no cobra a los autores de los 
manuscritos por el envío, revisión y eventual publicación. 
De igual forma, tampoco cobra por el acceso a los artículos 
publicados.
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Derechos de Autor

Derechos de Autor
Propiedad Intelectual:

El envío y evaluación de los manuscritos recibidos su-
pone que el o los autores declaran ser titulares origi-

narios y exclusivos de los derechos patrimoniales y morales 
de autor sobre el artículo, de conformidad a lo dispuesto 
en la Ley N° 17.336 sobre Propiedad Intelectual (Chile) y 
que, en caso de haber utilizado obras ajenas en la creación 
del artículo, ya sea de manera total o parcial, declaran con-
tar con las respectivas autorizaciones o licencias de uso de 
sus respectivos titulares o que su utilización se encuentra 
expresamente amparada por la ley.

El autor libera expresamente de cualquier responsabilidad 
ulterior al Instituto de Estudios Internacionales de la Univer-
sidad de Chile, por cualquier infracción legal, reglamentaria 
o contractual que eventualmente cometa o hubiere cometido 
en relación a la obra, obligándose a repararle todo perjuicio 
que resultare de la infracción de éstos u otros derechos.

El autor autoriza al Instituto de Estudios Internacionales 
de la Universidad de Chile, para que, por sí o a través de ter-
ceros autorizados expresamente por éste, ejerza los derechos 
que se precisan a continuación, respecto del artículo enviado:

1.	 Publicación, edición, reproducción, adaptación, dis-
tribución y venta de los ejemplares reproducidos, in-
cluyendo la puesta a disposición del público en línea 
por medios electrónicos o digitales, del artículo, en 
idioma castellano, en todo territorio conocido, sea 
o no de habla castellana, y para todo tipo de edición 
impresa en papel y electrónica o digital, mediante su 
inclusión en la revista Estudios Internacionales u otra 
publicación que edite el Instituto.

2.	 La presente autorización se confiere en carácter no 
exclusivo, gratuita, indefinida, perpetua y no revoca-
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ble, mientras subsistan los derechos correspondientes 
y, libera al Instituto de Estudios Internacionales de la 
Universidad de Chile, de cualquier pago o remunera-
ción por el ejercicio de los derechos antes mencionados.

3.	 Los autores conservan sus derechos de autor sobre sus 
obras, pudiendo reutilizarlas según decidan.

Licencia de uso:

El o los autores, al enviar sus manuscritos, 
declaran ser los titulares de la propiedad 
intelectual de los mismos. Una vez publi-

cado el artículo, los autores mantienen la misma, así como 
el derecho a ser identificados como tales en los usos que se le 
den al mismo, así como a que se respete la integridad de su 
obra. Los usos de los artículos están sujetos a licencia Crea-
tive Commons, respecto de su atribución, su uso no comer-
cial y modificación: Atribución-Nocomercial-Sinderivadas 
4.0 Internacional.

La cesión de los derechos de autor permite a Estudios 
Internacionales publicar los artículos aprobados en sus edi-
ciones digitales y físicas, permitir su descarga por terceros, 
traducirlos a otros idiomas y utilizar los textos e imágenes 
con fines promocionales. Además, se autoriza a ejercer los 
derechos necesarios para su publicación, edición, reproduc-
ción, adaptación y distribución, tanto en formato impreso 
como digital, a través de la misma revista.

Los autores podrán realizar arreglos o negociaciones adi-
cionales para publicar su artículo de manera no exclusiva en 
otros medios (por ejemplo, como capítulos de libro o en repo-
sitorios institucionales), siempre y cuando hagan referencia a 
la primera publicación realizada en Estudios Internacionales.
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